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Doctora 
Martha Patricia Guzmán Álvarez 
Magistrada 
Sala Civil 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
E. S. D. 
 
 
Ref.- Proceso verbal promovido por Corporación de Ciencia y Tecnología para la Industria Naval, 
marítima y Portuaria -COTECMAR- contra Giusepp Ospino Isaza 
Rad.- 11001-31-99-002-2019-00454-01 
Sustentación de recurso de apelación 
 
 
Antonio Miranda Arrieta, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 245.052 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado especial de la parte 
demandada, el señor Giusepp Ospino Isaza, con todo respeto, concurro hasta su despacho para 
sustentar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de 1ro de diciembre de 2020 dictada 
por la Delegatura de Procedimientos Mercantiles de la Superintendencia de Sociedades y que puso 
fin a la primera instancia de este proceso.  
 
Manifiesto que doy cumplimiento a los requisitos legales así:  
 

1. Oportunidad 
 
Teniendo en cuenta que el auto que admitió el presente recurso fue notificado mediante anotación 
en estado del día 26 de enero de 2021, manifestando que los apelantes contamos con cinco (5) días, 
una vez cobre ejecutoria la providencia, me encuentro dentro del término correspondiente para 
presentar este escrito, hasta el día cinco (5) de febrero de 2021.  
 

2. Finalidad 
 
Con este recurso, persigo la revocatoria parcial de la sentencia de 1ro de diciembre de 2020 dictada 
en este proceso, en relación con los numerales primero y segundo de la misma, relacionados con la 
declaratoria de incumplimiento de deberes de administrador endilgada a mi representado, del 
numeral primero y la condena consecuencial del numeral segundo.  
 

3. Reparos concretos 
 
El suscrito apoderado expresó los reparos concretos frente a la sentencia, dentro de la oportunidad 
legal pertinente, los cuales están organizados en tres grupos, i) frente a la declaración de 
incumplimiento de deberes de administrador; ii) frente a la condena impuesta y iii) Falta de 
legitimación en la causa de la demandante.  
 
Los reparos concretos, expresados y que marcarán la pauta de esta sustentación son los siguientes 
 

1) Reparos frente al numeral primero de la parte resolutiva  
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- La decisión de declarar incumplido este deber de administrador por parte de Giusepp Ospino 
Isaza viola el requisito de la congruencia de la sentencia.  

- La decisión tuvo por probados hechos diferentes a los que fueron alegados por el 
demandante como aquellos que estructuraban la violación. Falta de Congruencia de la 
Sentencia. 

- La Superintendencia dejó de analizar diferentes PRUEBAS que desvirtúan el supuesto 
incumplimiento de este deber de administrador de mantener los soportes dentro de la 
contabilidad.  

 
2) Reparos frente al numeral segundo de la parte resolutiva 
- El reembolso de honorarios pagados a la empresa Consultage S.A.S. no fue un perjuicio 

pedido en la demanda 
- El supuesto perjuicio derivado del pago a Consultage S.A.S., no se encuentra acreditado; 
- El perjuicio por el cual condena la Superintendencia de Sociedades a mi representado, no 

tiene una relación de causalidad directa ni proporcionalidad con los supuestos deberes de 
administrador incumplidos por mi representado, en concepto de la Superintendencia; 

 
3) Falta de legitimación de COTECMAR para recibir esta indemnización según lo 

manifestado por la Delegatura. 
 
 

4) Razones del recurso 
 
4.1. Reparos frente al numeral primero de la parte resolutiva  
 
Estos reparos se refieren a la declaratoria de que mi representado incumplió deberes de cuidado, 
especialmente el previsto en el num. 2 del artículo 233 de la ley 222 de 1995. 
 

- La decisión de declarar incumplido este deber de administrador por parte de Giusepp 
Ospino Isaza viola el requisito de la congruencia de la sentencia.  

 
Este reparo se basa en que en ninguna de las pretensiones de la demanda ni de su reforma busca 
la declaración que hizo la Superintendencia de Sociedades en la sentencia atacada, por lo que esta 
es una sentencia extra petita, que concede algo que no fue pedido en la demanda. 
 
En la pretensión quinta de la demanda y su reforma, la entidad demandante busca que se declare 
que Giusepp Ospino Isaza, incumplió deberes de administradores por colocar en detrimento los 
intereses sociales y económicos de COTECMAR como accionista único de IS Integrated Solutions 
S.A.S., por los hechos relacionados en el numeral 12 de los hechos de la demanda. 
 
De la lectura literal de dicha pretensión en ningún momento se hace referencia al incumplimiento de 
deberes de administradores por no tener soportes contables sino por poner en detrimento los 
intereses de COTECMAR como accionista único de IS Integrated Solutions S.A.S. 
 
Para evaluar lo mencionado, se hace necesaria la lectura del hecho 12 de la demanda, en el que el 
demandante aclara que los hechos que relaciona son hechos que generan sanciones. Es decir, que 
son las sanciones que refiere el demandante y el detrimento a los intereses sociales y económicos 
de COTECMAR, lo que ha debido ser objeto de pronunciamiento de la Superintendencia de 



 
 

Sustentación Recurso de Apelación 
Proceso verbal de responsabilidad de administradores  
Promovido por Cotecmar contra Giusepp Ospino Isaza 

Rad.- No. 11001-31-99-002-2019-00454-01 
 
 

   

Centro Amurallado, Sector la Matuna, Plaza Joe Arroyo, Carrera 10a #35 - 21, Edificio Plaza Oficina 201 
Tels.: 6648454 - 6642641 - 6644841 · Fax: 6646197 

Cartagena - Colombia 

3 

Sociedades y no el incumplimiento de un deber de administrador que no fue referido ni en la 
pretensión ni en el hecho que sirve de base para el mismo. 
 
El hecho 12 de la demanda dice que “El ex administrador o ex representante legal de la sociedad IS- INTEGRATED 
SOLUTIONS SAS, señor GIUSEPP OSPINO ISAZA, también ejecuto operaciones y actos que desconocen lo preceptuado 
por el Código de Comercio en sus artículo 51 y 53 y que son generadores de sanciones…” 
 
Por su parte la declaratoria de incumplimiento del numeral primero de la parte resolutiva de la 
sentencia, se refirió al numeral 2 del artículo 23 de la ley 222 de 1995 por no velar porque en la 
contabilidad se encontraran todos los soportes y comprobantes contables. 
 
Evidentemente existe una disparidad o contravía cuando el demandante pide una declaratoria de 
responsabilidad por el incumplimiento de los artículos 51 y 53 del Código de Comercio y que le 
generaron unas sanciones, mientras el juez declara la responsabilidad con base en el artículo 23 de 
la ley 222 de 1995.  
 
Es evidente que este pronunciamiento es por lo tanto extrapetita, no fue pedido por Cotecmar en la 
demanda. 
 

- La decisión tuvo por probados hechos diferentes a los que fueron alegados por el 
demandante como aquellos que estructuraban la violación. Falta de Congruencia de la 
Sentencia. 

 
La sentencia atacada tuvo como fundamento para declarar que mi representado incumplió el deber 
referido, unos hechos diferentes a los que dijo el demandante que estructuraban la causal y sobre 
los cuales el demandado ejerció su defensa. 
 
Como se dijo líneas atrás la pretensión quinta de la reforma de la demanda, según el Juez A Quo es 
la que sirve de base para la declaratoria del numeral 1ro de la parte resolutiva, por lo que su estudio 
debe abarcarse desde su sentido literal, en el que se expresa claramente que los hechos censurados 
son los relacionados “en los literales del numeral 12 de los hechos de la demanda, se ejecutaron en 
contravención a lo preceptuado por el Código de Comercio en sus artículos 51 y 53.” 
 
Por ello es necesario abordar el estudio de los hechos relacionados en el numeral 12 de la demanda 
sin poder desconocerlos, pues el hecho de condenar con base en unos hechos distintos violas 
flagrantemente el derecho de defensa de mi representado, en los términos del artículo 281 del 
Código General del Proceso.  
 
Así las cosas, hay que decir que de la lectura del hecho 12 de la demanda se debe decir que los 
hechos que estructura la pretensión quinta eran, los siguientes que estaban todos soportados con la 
auditoría de DSA S.A.S.: 
 
1- No se evidenció la presentación de Impuesto de Industria y Comercio en la vigencia 2016; 
2- No se evidenciaron recibos de pago de retenciones en periodos 1,2,3, del año 2015, 5,6,9 
del año 2016 y 1,3,5, del año 2017; 
3- No se llevaban comprobantes de egresos que soportan los gastos en los que incurre la entidad; 
4- No fue exigido el pago de seguridad social para la realización de pagos a trabajadores 
independientes; 
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5- Inexistencia de soportes o comprobantes que justifiquen la inversión de $10.000.000 y 
$20.000.000, sumas de dinero que fueron entregadas al demandado en calidad de crédito rotativo. 
6- Los auditores de la firma auditora DSA S.A.S. no pudieron verificar compras del año 2015 ya 
que no fueron entregados los extractos y de enero y febrero de 2016. 
 
Y el estudio de estas situaciones, debía estudiarse a la óptica de sanciones recibidas por IS 
Integrated Solutions S.A..S, porque así lo dijo el demandante en el hecho 12 de la demanda.  
 
Es decir, para el reconocimiento de la pretensión quinta, era menester el estudio única y 
exclusivamente de los anteriores hechos referidos, no como hizo la Superintendencia de Sociedades 
que declaró la existencia de este incumplimiento, con base en unos hechos totalmente distintos como 
fueron: 
 
La Delegatura de Procedimientos Mercantiles tuvo como fundamento para acreditar este hecho que 
Consultage S.A.S. dijo que tuvo dificultad para la obtención de los soportes de los cálculos de las 
retenciones en la fuente de los empleados de los años 2014 y 2015. 
 
Es decir, Consultage advirtió que tuvo dificultad frente a soportes de las retenciones de empleados 
y no de la sociedad en los años 2014 y 2015, cuando lo que afirmó el demandante era que no había 
constancias del pago de retenciones (entiéndase retefuente) de la sociedad en periodos distintos 
a los que dijo la mencionada auditoria. 
 
En ninguna parte de la demanda el demandante mencionó que no se observaba el pago de retención 
en la fuente de empleados para los años 2014 y 2015. 
 
2) La Delegatura tuvo como otra de las razones para acceder a esta pretensión el hecho que 
Consultage S.A.S. dijo que hubo dificultad para la obtención de soportes de préstamos de 
empleados, que la compañía no contaba con una política interna de préstamos a empleados y 
compañía. 
 
El hecho que sostiene la Superintendencia como motivador del reconocimiento de la pretensión NO 
es un hecho que siquiera el demandante hubiere descrito en la demanda. 
 
3) Igualmente sostuvo la delegatura que no existe movimiento de la tarjeta de crédito corporativa 
para el año 2015 y que no se evidenciaron soportes de pago realizados con la tarjeta de crédito 
corporativa, que estaba en uso del gerente ni tampoco de otros pagos a proveedores. 
 
Sobre este particular hay que decir que el demandante afirmó en los hechos relacionados en el 
hecho 12 de la demanda que no había extractos de la tarjeta de crédito enero y febrero de 2016 y 
todo el año 2015, hecho que coincide con lo dicho por la auditoria de Consultage S.A.S. pero que 
hay que tener también en cuenta que mi representado afirmó que para el año 2015 NO tenía tarjeta 
de crédito corporativa, tampoco en enero y febrero de 2016, circunstancia avalada por el señor 
Roberto Martínez Larios. 
 
Sobre comprobantes de “otros pagos a proveedores”, no es ningún hecho que se haya referido en 
la demanda, por lo que declarar un incumplimiento con base en este hecho, nubla la congruencia de 
la sentencia. 
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4) Manifiesta también la Superintendencia de Sociedades con apoyo, igualmente de la auditoria de 
Consultage S.A.S., que no cuentan con pago de aportes a seguridad social de los proveedores 
Harold Arrieta, Antonio Pombo, Carolina Escandón y Mónica Plaza Cota. 
 
Esta afirmación es la única que coincide con uno de los hechos que fueron esbozados por el 
demandante y este queda sin asidero cuando el señor Harold Arrieta Castillo, testigo técnico informó 
que no se les exigía soporte de pago de seguridad social a estas personas por cuanto ganaban 
menos de un salario mínimo legal mensual vigente2. 
 
5) Por último, manifestó que quedó probado dentro del proceso la falta de soporte de la presentación 
de la declaración de ICA de 2016, obedece a que esta no fue presentada y pues no puede haber 
soporte de algo que no hizo el representante legal de IS Solutions S.A.S. que reemplazo a mi 
representado, situación que fue analizada por el despacho y no generó ninguna sanción o 
incumplimiento de parte de Giusepp Ospino Isaza. 
 
Hay que decir, que lo indicado en este punto es sobre la existencia de soportes y no sobre si hubo 
o no hubo sanciones por incumplimiento de ICA, razón por la cual no existe una correlación entre los 
argumentos de la Superintendencia y lo que realmente fue la pretensión y los hechos emitidos por 
el demandante. 
 
Todo esto nos lleva concluir que los soportes que echó de menos el demandante en su demanda 
estaban todos claramente descritos, en especifico estaban relatados, mientas que la declaratoria de 
la Supersociedades tuvo un criterio general, es decir, como si no se contaran con ningun soporte.  
 
Sin embargo, en la parte considerativa la corte especificó los rubros que integraban la solicitud de 
declaratoria y los mismos no son los mismos rubros que describió el demandante en su demanda, 
máxime cuando este se refería a actos que le habían producido sanciones. ¿Dónde están las 
constancias de esas sanciones? 
 

INCUMPLIMIENTO A LOS ARTÍCULOS 51 Y 
53 DEL CODIGO DE COMERCIO SEGÚN 
DEMANDA  

INCUMPLIMIENTO DEL NUM. 2 DEL ART. 23 
DE LA LEY 222 DE 1995 SEGÚN SENTENCIA 

1- No se evidenció la presentación de Impuesto 
de Industria y Comercio en la vigencia 2016; 
2- No se evidenciaron recibos de pago de 
retenciones en periodos 1,2,3, del año 2015, 
5,6,9 
del año 2016 y 1,3,5, del año 2017; 
3- No se llevaban comprobantes de egresos que 
soportan los gastos en los que incurre la 
entidad; 
4- No fue exigido el pago de seguridad social 
para la realización de pagos a trabajadores 
independientes; 
5- Inexistencia de soportes o comprobantes que 
justifiquen la inversión de $10.000.000 y 
$20.000.000, sumas de dinero que fueron 

1- La Delegatura de Procedimientos 
Mercantiles tuvo como fundamento para 
acreditar este hecho que Consultage 
S.A.S. dijo que tuvo dificultad para la 
obtención de los soportes de los 
cálculos de las retenciones en la fuente 
de los empleados de los años 2014 y 
2015.  

2- La Delegatura tuvo como otra de las 
razones para acceder a esta pretensión 
el hecho que Consultage S.A.S. dijo que 
hubo dificultad para la obtención de 
soportes de préstamos de 
empleados, que la compañía no 
contaba con una política interna de 
préstamos a empleados y compañía.  
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entregadas al demandado en calidad de crédito 
rotativo. 
6- Los auditores de la firma auditora DSA S.A.S. 
no pudieron verificar compras del año 2015 ya 
que no fueron entregados los extractos y de 
enero y febrero de 2016. 
 

3- Igualmente sostuvo la delegatura que no 
existe movimiento de la tarjeta de crédito 
corporativa para el año 2015 y que no se 
evidenciaron soportes de pago 
realizados con la tarjeta de crédito 
corporativa, que estaba en uso del 
gerente ni tampoco de otros pagos a 
proveedores. 

4- Manifiesta también la Superintendencia 
de Sociedades con apoyo, igualmente 
de la auditoria de Consultage S.A.S., 
que no cuentan con pago de aportes a 
seguridad social de los proveedores 
Harold Arrieta, Antonio Pombo, Carolina 
Escandón y Mónica Plaza Cota. 

5- Por último, manifestó que quedó 
probado dentro del proceso la falta de 
soporte de la presentación de la 
declaración de ICA de 2016, obedece a 
que esta no fue presentada y pues no 
puede haber soporte de algo que no hizo 
el representante legal de IS Solutions 
S.A.S. que reemplazo a mi 
representado, situación que fue 
analizada por el despacho y no generó 
ninguna sanción o incumplimiento de 
parte de Giusepp Ospino Isaza.  
 

 
  

 
Finalmente hay que decir, que no hubo ninguna sanción por las circunstancias aducidas por el 
demandante por lo que sencillamente las razones por las que solicitó el demandante se declarara el 
incumplimiento de deberes de administradores, según el hecho 12 de la demanda y su reforma no 
fueron acreditadas, por lo que el juez a quo no tenia competencia para pronunciarse en este sentido. 
 
 

- La Superintendencia dejó de analizar diferentes PRUEBAS que desvirtúan el supuesto 
incumplimiento de este deber de administrador de mantener los soportes dentro de la 
contabilidad.  

 
Brevemente hay que decir que Margarita Tinoco Bayuelo, Roberto Carlos Martínez Larios y Harold 
Arrieta Castillo, fueron enfáticos en desmentir que la empresa Integrated Solutions S.A.S. no tuviera 
soportes de contabilidad, afirmado Harold Arrieta que, en su condición de contador, el los cuidaba y 
los llevaba en legal forma.  
 
Roberto Martínez afirmó que, como miembro de junta directiva, los revisaba constantemente y antes 
de cada reunión, pedía soportes y no había problema con eso.  
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Margarita Tinoco afirmó que no le constaba que no hubiera libros, solo que no los había físicos y que 
si se podían digitales.  
 
Ahora, la super tuvo como fundamento un informe de auditoria de Consultage S.A.S., que no fue 
aportado en la demanda, no fue sometido a contradicción por nuestra parte y entre otros errores no 
esta firmado por su autor. Por lo tanto no puede servir de fundamento para una declaratoria de esta 
índole.  
 
Es decir, la sentencia no se fundó en una prueba legal y oportunamente allegada al proceso, sino en 
una prueba sumaria, dejando de lado las declaraciones que daban a entender el sentido contrario.  
 
4.2. Reparos frente al numeral segundo de la parte resolutiva de la sentencia de 1ro de 

diciembre de 2020 
 
El numeral segundo se refiere a la condena económica hecha por la Delegatura de Procedimientos 
Mercantiles, en el proceso de la referencia. 
 

- El reembolso de honorarios pagados a la empresa Consultage S.A.S. no fue un 
perjuicio pedido en la demanda 
 

COTECMAR en la demanda y su reforma estableció como pretensión séptima la suma de Ciento 
Cuarenta y Dos Millones Novecientos Setenta y Cinco Mil Quinientos Ochenta y Tres Pesos M/C 
($142.975.583), sin discriminar ninguno de los rubros que componían dichos perjuicios. 
 
El suscrito abogado propuso excepción previa, en la que adujo que el juramento estimatorio no 
cumplía los requisitos y por tanto era necesario corregirlo. Para salvar la labor del demandante, el 
despacho a quo sostuvo que en su labor de interpretar la demanda encontraba que la discriminación 
de perjuicios estaba contenida en cuadro del hecho 7, lo cual para ella contaba como juramento 
estimatorio.  
 
Para la delegatura que conocimiento la primera instancia, debemos entender que los perjuicios 
pedidos por el demandante en la pretensión séptima, se componen así:  
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Nuestro sistema procesal es un sistema dispositivo, por lo que son las partes las que están 
interesadas en el proceso y de este principio se desprenden diferentes reglas, entre las cuales 
destacamos el principio de consonancia de la sentencia, contenido en el artículo 281 del Código 
General del Proceso, el cual indica que la sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y 
las pretensiones aducidos en la demanda, por ello, el juez no podrá condenar al demandado por 
cantidad u objeto distintos a los pretendidos en la demanda.  
 
Descendiendo al caso concreto, quiere decir este principio, que la Delegatura de Procedimientos 
Mercantiles no tenía la posibilidad de condenar a mi representado a ningún rubro diferentes a los 
que fueron acotados en el cuadro transcrito anteriormente, el cual limitaba tanto la labor probatoria 
en materia de perjuicios, como la competencia para emitir pronunciamientos.  
 
Una eventual condena debía tener en cuenta única y exclusivamente, los siguientes rubros, que iban 
a ser materia de debate probatorio:  
 

- No pago de reajuste salarial;  
- Desvinculación tardía de Elsa María Caballero 
- Sanciones por no presentación de información exógena 
- No presentación de ICA anual 2016 
- Gastos no soportados con tarjeta de crédito 
- Auditoria DSA 
- Auditoría e implementación de acciones de mejora BDO 

 
Con base en los anteriores rubros el demandado, mi representado, ejerció una defensa de sus 
intereses, pronunciándose acerca de los hechos y pretensiones y aportando pruebas. Obsérvese 
que en ningún momento se habló de implementación de acciones de mejora por parte de la firma 
Consultage S.A.S., el cual no es un perjuicio pedido en ningún momento por el demandante, quien 
ni siquiera aportó documento alguno que acreditara la existencia de una auditoria de Consultage 
S.A.S., ni de la mencionada sociedad.  
 
Hay que decir, que insistimos que este no fue un perjuicio pedido en la demanda donde la 
demandante relacionó en el cuadro de perjuicios gastos por auditorias de DSA y BDO, y nunca pidió 
ni mencionó la auditoria de Consultage S.A.S. y por ello no podía la Superintendencia de Sociedades 
proceder a condenar por ese concepto, que nunca fue sometida a ninguna actividad probatoria y de 
derecho de defensa, por lo que no es de buen recibido recibir una condena sorpresiva en la 
sentencia. 
 
Las sentencia ultra o extra petita están proscritas en nuestro ordenamiento, por comprender una 
grave violación al derecho de defensa, como ocurre en este caso. Y en efecto, la sentencia en la que 
el juez concede algo que no se pidió, es una sentencia extra petita y por ello debe ser revocada.  
 
Obsérvese que en la demanda nunca se pidió el reconocimiento de un perjuicio derivado de la 
practica de una auditoria llevada a cabo por la firma Consultage S.A.S., por ello mal hace el juez en 
reconocerla en la sentencia. El ejercicio es simple y es contrastar el cuadro del hecho 7 de la 
demanda y su reforma, que para la Supersociedades describe el juramento estimatorio, con la parte 
resolutiva y logremos identificar si existen conceptos que logren coincidir.  
 
Veamos que el cuadro de perjuicios, pedidos por el demandante en la demanda contiene 
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Y por su parte, el numeral segundo de la parte resolutiva reza textualmente: “Segundo. Condenar a 
Guisepp Ospino Isaza a pagar a favor de Cotecmar una suma de $34.000.000 por concepto de los honorarios 
pagados a Consultage S.A.S. por la prestación de los servicios de depuración y subsanación de la contabidad de IS 
Integrated – Solutions S.A.S.” 
 
El examen de este cargo consiste en verificar si el demandante pidió en la demanda, dado el estudio 
fijado por el a quo, el reconocimiento de un valor por concepto de honorarios pagados a Consultage 
S.A.S., que legitime la condena de la delegatura. Y en una simple mirada encontramos que no lo 
fue. Pues el listado de perjuicios pedidos lo indica claramente.  
 
Dentro del proceso, tampoco encontramos un sustento que nos lleve a entender que BDO o DSA, 
cuyas auditorias si fueron pedidas, son la misma firma Consultage, porque esto debió decirlo en la 
demanda el demandante, aportar pruebas, convencer a las partes de ello y permitir a mi 
representado ejercer un derecho de defensa en contra del planteamiento de perjuicios, lo cual no 
ocurrió presentándose una condena sorpresiva, de un concepto no pedido, no debatido y por ello 
violatorio del debido proceso.  
 
Solamente hasta la audiencia inicial, la Superintendencia al decretar las pruebas pidió el informe de 
auditoría de BDO (que no fue aportado por la demandante) y se refirió a BDO o “a la firma que haga 
sus veces”, y el liquidador hizo la presentación de un informe de la firma Consultage, que no es la 
firma BDO, cuando ya mi representado no tenía oportunidades probatorias para rebatir el perjuicio.  
 
La Superintendencia asumió la labor de probatoria que le correspondía al demandante, 
desequilibrando la balanza de la justicia en favor de este y en perjuicio del demandado, ordenó al 
liquidador de IS Integrated Solutions S.A.S., incorporar al proceso pruebas referidas al informe de la 
firma BDO (inclusive ampliándola a la firma que haya hecho sus veces1) y las constancias de pago 
que la empresa IS Integrated Solutions S.A.S. hubiere hecho por este concepto a la misma, lo cual 
no fue pedido en la demanda. 
 
Solo a partir de este momento la Super comenzó a nombrar a la firma Consultage S.A.S. llevando 
inclusive a condenar con este sustento, que empero, no fue tratado en la demanda y por ello viola el 

 
1 Ver acta de audiencia inicial 
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principio dispositivo, las garantías del debido proceso, el derecho de contradicción y defensa del 
demandando, que nos lleva a la incongruencia de la sentencia. 
 
Es menester inclusive que el Tribunal a quem evalúe la actuación de la Superintendencia en su labor 
probatoria, en la que pidió 22 pruebas de oficio, desequilibrando la balanza notoriamente a favor de 
una de las dos partes, rompiendo el principio dispositivo de la labor probatoria. Y es que la pruebas 
de oficio están para solucionar dudas, más no para solucionar los errores en las pruebas de algunas 
de las partes o para sustituir, como ocurrió en este caso, la tarea que le corresponde a las partes.  
 
 

- El supuesto perjuicio derivado del pago a Consultage S.A.S., no se encuentra 
acreditado; 

 
En cuanto al presente reparo, establecimos que el perjuicio sufrido por Cotecmar (o por IS Integrated 
Solutions S.A.S. “Hoy Liquidada”) no fue acreditado lo cual impide su reconocimiento, por cuanto 
carece de certeza. Esta afirmación, fue sustentada en el sentido de que primeramente no fue 
acreditado por el demandante, que efectivamente el trabajo se hubiere hecho, ni tampoco fue 
probado por el demandante la erogación de dinero por concepto de honorarios en favor de la firma 
BDO S.A.S. o Consultage S.A.S. 
 
Resulta indiscutible que la condena que atacamos en esta oportunidad y que se ubica en el numeral 
2 de la parte resolutiva de la sentencia de 1ro de diciembre de 2020 dictada en la primera instancia, 
se trata del reconocimiento de la ocurrencia de un daño emergente en favor de Cotecmar. A esta 
conclusión llegamos porque la misma delegatura lo reconoció como un dinero que el demandante 
tuvo que gastar, por concepto de honorarios a la firma Consultage S.A.S, es decir, un dinero o 
recursos que salieron efectivamente del patrimonio del demandante.  
 
Es conocido el principio de derecho procesal referido a que incumbe al actor probar el supuesto de 
hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, que en el plano de los 
procesos de responsabilidad civil, corresponde al perjudicado llevar la certeza al proceso sobre la 
existencia de los perjuicios reclamados, de manera que si no lo consigue no es posible acceder al 
resarcimiento. 
 

Al respecto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, de antaño ha sostenido que “sólo 
corresponde reparar el perjuicio que se presenta como real y efectivamente causado y como consecuencia 
inmediata de la culpa o el delito», y ha puntualizado así mismo, «que de conformidad con los principios 
regulativos de la carga de la prueba, quien demanda judicialmente la indemnización de un perjuicio que ha 
sufrido le corresponde demostrar, en todo caso, el daño cuya reparación persigue y su cuantía, puesto que la 
condena por tal aspecto no puede extenderse más allá del detrimento padecido por la víctima.”2. 
 
El daño emergente, por su parte, es la perdida por NO haberse cumplido una obligación, haberse 
cumplido imperfectamente o haberse retardado su cumplimiento, o en general, es la perdida 
generada en la victima a causa del hecho dañoso, el cual es un daño patrimonial. O como lo ha dicho 

la Corte “Así, el daño emergente está compuesto por los gastos en los que haya tenido que incurrir la víctima 

 
2 Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil SC 22, mar. 2007. Exp.: 1997-5125-01 
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o se prevea con meridiana certeza que en el futuro tiene que incurrir en ellos, como consecuencia del hecho 
dañoso, o en la pérdida, deterioro o destrucción de un bien que antes del suceso figuraba en su patrimonio,3” 
 
El pago de honorarios en favor de la firma Consultage S.A.S. debe entenderse entonces como un 
perjuicio en la modalidad de daño emergente que consiste en una perdida efectiva, gasto o erogación 
de dinero, y su prueba implica para el demandante probar el desembolso o desprendimiento efectivo 
del dinero u otro bien de su patrimonio, con destino claramente determinado a mitigar los efectos del 
daño reconocido.  
 
Es preciso preguntarse ¿Qué debió probar el actor para acreditar el daño emergente? Y no es otra 
cosa que el actor debió probar más allá de cualquier duda, desplazamiento de recursos de su 
patrimonio al de un tercero y que ese desplazamiento tenga como causa efectiva la mitigación del 
daño sufrido.  
 
Es por ello que descendiendo al caso concreto, analizaremos que pruebas tuvo en cuenta la 
Delegatura de Procedimientos Mercantiles para reconocer y tasar el perjuicio al actor y haremos un 
análisis critico de las mismas para establecer si efectivamente tiene la fuerza probatoria para cumplir 
su fin.  
 
En las paginas 19 y 20 en el literal G de la sentencia, la Delegatura de Procedimientos Mercantiles 
analiza la implementación de acciones de mejora y honorarios pagados a Consultage S.A.S. y para 
concluir la existencia del perjuicio tuvo como apoyo los siguientes documentos: i) Reforma de la 
demanda, ii) propuesta de servicios, iii) el informe presentado por la firma, iv) facturas y v) 
comprobantes de egreso. De estas pruebas no se puede concluir la existencia del perjuicio 
reconocido por la Delegatura como lo pasamos a explicar. 
 

I) De la reforma de la demanda 
 
Como explicamos líneas atrás en la demanda en ningún momento el demandante hizo referencia a 
perjuicios derivados de honorarios pagados a la firma Consultage S.A.S., por el contrario, en algún 
momento hizo referencia a “Auditoria e implementación de acciones de mejora a BDO” por concepto 
de $101.033.732 y de la firma DSA S.A.S. por otro valor. 
 
Es decir, el demandado NO pidió en ningún momento el reconocimiento de una auditoria de la firma 
Consultage S.A.S., sino BDO S.A.S. y DSA S.A.S.  Observe igual que el demandante no aportó con 
la demanda, ni informe de auditoría, ni certificado de existencia, ni ningún otro documento que nos 
llevase a pensar que BDO S.A.S. o DSA S.A.S. son la firma Consultage. No conocemos en que 
momento el rubro pedido como auditoria de BDO por $101.033.732 mutó a la auditoria de Consultage 
S.A.S. por $82.000.000, por vía interpretación de la Supersociedades. 
 
Y es que definitivamente la una y la otra auditoria NO tienen nada que ver, no pueden ser la misma 
auditoria, pues coincidencias NO guardan. 
 
Por lo anterior, es totalmente errado por parte del a quo, reconocer un rubro que no fue pedido. Pero 
en el ámbito estrictamente probatorio, la reforma de la demanda no da cuenta de nada relacionado 
con este rubro de la auditoria de Consultage S.A.S., situación que por demás afectó de manera 

 
3 Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil Sentencia SC2142-2019 de 18 de junio de 2019 
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gravísima del derecho de defensa de mi representado reconocer como perjuicios aquellos que no 
fueron pedidos con la demanda. Tal como lo expesamos en el acápite anterior. 
 

II) De la propuesta de servicios  
 
La propuesta de servicios también hace referencia a la firma Consultage S.A.S. y no BDO entrando 
en plena contradicción con lo anunciado en la demanda y su reforma. Al igual que el supuesto valor 
que tiene. Sin embargo, la propuesta no acredita efectivamente desarrollo de las acciones sino sus 
tratativas, por lo que no tiene la virtud de acreditar ningun desplazamiento efectivo de recursos de 
un patrimonio a otro. 
 

III) Del informe presentado por la firma Consultage S.A.S. 
 
El informe de auditoria no fue presentado con la demanda sino a través de un requerimiento hecho 
al liquidador de la compañía, pero el mismo era necesario para acreditar que efectivamente la acción 
de mejora tenia toda la relación con el incumplimiento de los deberes de administrador del 
demandado. En este sentido, el accionante debía acreditar que efectivamente había tenido que 
implementar estas acciones de mejora y luego de ellos el costo. 
 
 Así pues, era menester que la empresa accionante acreditara la práctica de la mencionada auditoria 
y las acciones de mejora. Aspecto que tuvo por probada la Superintendencia con la presentación del 
archivo No. 11. “Copia informe auditoría, factura y soporte pago auditoría BDO” del archivo 
compartido por el liquidador, en el que a pesar de hacerse referencia a BDO encontramos una 
carpeta denominada informes de auditoría. 
 
En dichas carpetas existen dos archivos en el que se encuentra un archivo de 10 de enero de 2018, 
dirigido a Dawin Jiménez, Gerente General (E), Junta Directiva  de Integrated Solutions S.A.S. de 
referencia “Informe de avance en el proceso depuración contable. Emisión de Estados Financieros 
e Implementación de NIIF para las Pyme”  
 
Lo curioso es que este documento no tiene fuerza probatoria para acreditar el desarrollo de la 
auditoria porque este documento NO tiene firma y tiene una leyenda grande donde se dice que 
se trata de un borrador, que se estila para decir que un documento no es definitivo aunado a que 
en la referencia dice “informe de avance”.  
 
Así pues, a dicho documento no se le puede atribuir la fuerza probatoria que le atribuyó la 
Superintendencia. Pues un documento sin firma no tiene fuerza probatoria, pues nadie responde por 
su contenido y en este caso NO es prueba de la implementación de las mejoras que sostiene el 
demandante que hizo, cuando de su lectura inicial da cuenta de que se trata un documento 
transitorio. Tampoco podría acreditar el desplazamiento de recursos en perjuicio de la firma IS 
Integrated Solutions S.A.S. 
 

IV) De las facturas y los comprobantes de egreso 
 
El juez a quo tuvo como pruebas las facturas Nos. CO 250 de 22 de marzo de 2018 y CO 252 de 22 

de agosto de 2018 y tienen como concepto “concepto de ―honorarios servicios profesionales correspondiente 
al 50% de la asesoría contable para la compañía [IS] – Integrated Solutions [S.A.S.] por: i) depuración y saneamiento 
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contable, ii) revisión de información [e], iii) implementación NIIF‖, cada una por un valor de $49.980.000.” ambas 
suman un total de Noventa y Nueve Millones Novecientos Sesenta Mil Pesos M/C ($99.960.000). 
 
¿La factura es un instrumento suficiente para acreditar que se canceló o no un dinero? o ¿solo es 
susceptible de acreditar que un acreedor cobró el valor de un bien o servicio prestado? ¿Es necesario 
acreditar la erogación, entendida como salida de un recurso del patrimonio del demandante a un 
tercero? 
 
Las facturas como tal no son idóneas para acreditar el efectivo egreso del dinero, sino simplemente 
que la empresa Consultage S.A.S. (no BDO que fue la pedida en la demanda), facturó un servicio 
sin que se llegue a considerar cuanto fue el valor que efectivamente cobraron por la prestación de 
un servicio. Es decir, las facturas son prueba del cobro más no del pago del importe. 
 
En dichas facturas no se encuentran discriminados cuanto dinero fueron pagados por la 
implementación de mejoras, lo cual es lo que dice la Superintendencia que mi representado debe 
resarcir. Por ello, no existe certeza del valor contrario a lo que erradamente concluyó el a quo.  
  
Los documentos que efectivamente podrían probar que efectivamente se produjeron erogaciones de 
dinero, son los mencionados comprobantes de egreso, los cuales debía tener plena relación con las 
facturas mencionadas, sin embargo en el expediente existen 3 comprobantes de egreso así:  
 

1) n.º 2500033857 del 17 de diciembre de 2017 por $41.000,000;  
2) No. 2500033837 del 11 de abril de 2018 por $2.827.000 y  
3) No. 2500046763 del 13 de febrero de 2019 por $42.849.984,  
 
Estos comprobantes dan cuenta de una cantidad que suma Ochenta y Seis Millones Seiscientos 
Setenta y Seis Mil Novecientos Ochenta y Cuatro Pesos M/C ($86.676.984), es decir, no coinciden 
los valores que certifica el egreso con los valores de la factura, no hacen referencia a las facturas, 
no coinciden las fechas, inclusive el comprobante más antiguo es anterior a la primera factura, lo que 
nos lleva a inferir que NO tienen ninguna relación los comprobantes con las facturas, es decir, el 
hecho de haberse hecho un pago anterior a la factura, el sentido común nos lleva a pensar que el 
pago no se hizo con ocasión de la factura cobrada, pues esta última debe anteceder al pago.   
 
¿Qué llevó a la delegatura de procedimientos mercantiles a concluir que estos comprobantes 
certifican una deuda relacionada con la auditoria e implementación de acciones de mejora? Y es que 
en efecto en los comprobantes de egreso nada se dice, observe que no detalla ni la fecha, hora o 
forma como el dinero fue entregado, de hecho, la información de banco que recibe el pago o si por 
el contrario el pago se hizo en efectivo, número de cuenta, se encuentran en blanco.  
 
Cotecmar es un comerciante y ha debido tener en su contabilidad un recibo o constancia de pago 
proveniente del acreedor y estos comprobantes de egreso no provienen del acreedor sino de 
COTECMAR. ¿Podría COTECMAR acreditar el pago con este documento que proviene de suyo y 
no del acreedor, en caso de que este último decida cobrar ejecutivamente la factura? Y la respuesta 
es que no, no podría hacerlo.  
 
El artículo 263 del Código general del proceso dice que “Los asientos, registros y papeles domésticos 
hacen fe contra el que los ha elaborado, escrito o firmado.” Lo que quiere decir, que esos 
comprobantes de egreso NO pueden ser usados en contra de mi representado ni de Consultage, 
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porque no fueron firmados por ellos, contrario a ello, están solo firmados por COTECMAR, por lo que 
son un documento proveniente de ellos mismos y no pueden usarse a su favor o en contra de mi 
representado porque, insisto, esto es darle la posibilidad de crearse su propia prueba. 
 
Un comerciante al pagar su obligación deberá pedir a su acreedor una constancia de pago 
proveniente de este, suscrita por este. Y no tenerlo hará presumir que no realizó el pago, un principio 
de prueba por escrito.  
  
Igualmente observe que estos documentos, no están firmados por el beneficiario, están firmados por 
COTECMAR, fueron aportados en una oportunidad en la que el suscrito no tuvo oportunidad de 
discutirlo porque llegaron al proceso fruto de una orden de pruebas de oficio. Estos documentos 
provienen única y exclusivamente de COTECMAR, por lo que darle valor es permitirle al demandante 
fabricar su propia prueba. 
 
Este documento no acredita que hayan salido recursos del patrimonio de Cotecmar directo a 
Consultage S.A.S., como si lo haría un certificado de transferencia expedido por un banco o por el 
mismo beneficiario. Y es que dicho comprobante de egreso no tiene un soporte o no contiene la 
información de día, fecha, hora y forma del pago aducido y proviene del mismo demandante, por lo 
que no da certeza del desplazamiento de recursos.  

 
Ahora, ¿porque el documento de comprobante de egreso fue aportado al proceso por el liquidador 
de IS Integrated Solutions S.A.S., si es un documento proviene del demandante COTECMAR, si la 
erogación la hizo el?  
 
Sin duda alguna esta prueba de oficio rompió el equilibrio de las partes, indudablemente favoreció 
injusta y desproporcionadamente al demandante. Observe en la prueba de oficio la Superintendencia 
de Sociedades pidió que le fueran allegados los costos en los que incurrió Integrated Solutions y 
no COTECMAR, por lo que la prueba desbordó el limite puesto por el Juez sin que este hubiere 
siquiera hecho un análisis crítico e indistintamente de si lo pidió o no de oficio, le dio valor y condenó 
con base en esa prueba.   
 
Si COTECMAR fue quien hizo una erogación debió haber aportado su constancia dentro de las 
oportunidades probatorias que tuvo, porque estaba en su contabilidad o debía estarlo, sin embargo, 
la Super solucionó todos los errores de prueba que cometió el demandante a lo largo del proceso, 
que no fueron pocos, recibió y dio valor a pruebas que no pidió y además condenó conforme a ellas.    
 
En conclusión, no existe ningún documento que compruebe que el desembolso de gastos se hubiere 
hecho efectivamente, porque las supuestas facturas no documentos con vocación para probar 
entrega de dinero, el desembolso debía acreditarse con la constancia de recibo en cuenta del dinero 
de la empresa Consultage S.A.S., la cual no existe. 
 
Este análisis del verdadero sentido o de la información contenida en los documentos, se echa de 
menos en la labora de la Delegatura, que no hizo un estudio critico de los mismos y terminó 
comprobando que los mismos si acreditan el perjuicio en su modalidad de daño emergente, sin que 
hubiere una prueba fehaciente de ello. Es decir, los anteriores documentos analizados NO tienen el 
valor demostrativo que le dio el Juez A quo, por lo que evidencia una indebida valoración de los 
medios probatorios explicados.  
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4.3. Falta de legitimación de COTECMAR para recibir esta indemnización según lo 

manifestado por la Delegatura. 
 
Al analizar el punto de la legitimación en la causa por activa, previo al analizar cualquier punto de los 
discutidos en el proceso, expresó la Superintendencia: “… en vista de que IS – Integrated Solutions S.A.S. no 
tenía acreedores para el momento en que se perfeccionó su liquidación y, comoquiera que su único accionista es Cotecmar 
cualquier activo resultante con posterioridad al aludido trámite puede ser reclamado por esta última de forma directa. Esto 
se debe, a que el aludido activo para el presente caso corresponde a los recursos derivados de una condena en el 
pago de perjuicios, lo cual habría finalmente incrementado el valor del remanente de la liquidación cuyo único 
titular es la demandante. De ahí su interés directo para perseguir la indemnización solicitada dentro del proceso.4” 
(Negritas fuera de texto original) 
 
Es decir, dice la Superintendencia que la legitimación que tiene la demandante en este proceso se 
encuentra en que los recursos derivados de una condena al pago de perjuicios habrían finalmente 
incrementado el valor del remanente de la liquidación, de lo cual si es la titular el demandante. Por 
ende es necesario que la eventual condena, requería la demostración del perjuicio por parte de IS 
Integrated Solutions S.A.S. y no de Cotecmar directamente. 
 
La anterior afirmación de la Superintendencia de Sociedades tiene sustento en la clasificación de las 
acciones contra administradores, según el mandato del artículo 25 de la ley 222 de 1995, que son 
acción en interés de la sociedad o acción social de responsabilidad y acción en interés de terceros, 
que se tiene como acción individual de responsabilidad.  
 
El artículo 25 de la ley 222 de 1995, establece: “La acción social de responsabilidad contra los administradores 
corresponde a la compañía, previa decisión de la asamblea general o de la junta de socios, que podrá ser adoptada aunque 
no conste en el orden del día. En este caso, la convocatoria podrá realizarse por un número de socios que represente por 
lo menos el veinte por ciento de las acciones, cuotas o partes de interés en que se halle dividido el capital social. 
 
La decisión se tomará por la mitad más una de las acciones, cuotas o partes de interés representadas en la reunión e 
implicará la remoción del administrador. 
 
Sin embargo, cuando adoptada la decisión por la asamblea o junta de socios, no se inicie la acción social de 
responsabilidad dentro de los tres meses siguientes, ésta podrá ser ejercida por cualquier administrador, el revisor fiscal o 
por cualquiera de los socios en interés de la sociedad. En este caso los acreedores que representen por lo menos el 
cincuenta por ciento del pasivo externo de la sociedad, podrán ejercer la acción social siempre y cuando el patrimonio de 
la sociedad no sea suficiente para satisfacer sus créditos. 
 
Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de los derechos individuales que correspondan a los socios y a 
terceros.” 
 
Este artículo describe en su primer inciso lo que se refiere a la acción social de responsabilidad y 
describe claramente que pertenece a la compañía, refiriéndose a la compañía de la que el 

 
4 Sentencia impugnada,  Núm. 1, Pág. 2 
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demandado es o fue administrador, mientras que en el último inciso se refiere a cuando lo que se 
persigue son perjuicios o derechos individuales de los socios u otros terceros. 
 
En el primer inciso de este artículo el legislador impuso como requisito previo para el ejercicio de la 
acción contra los administradores, en interés de la sociedad, que la decisión fuera adoptada por la 
asamblea general de accionistas o de la junta de socios, cuando se tiene la finalidad de perseguir la 
reparación de un perjuicio sufrido por la compañía, empero.  
 
La Superintendencia de Sociedades, conoce esta circunstancia por lo que en la afirmación descrita 
al inicio de este aparte tiene en cuenta que el demandante en la demanda y su reforma establece 
claramente que los perjuicios han sido sufridos por la sociedad IS-INTEGRATED SOLUTIONS 
S.A.S., más no perjuicios propios, lo cual se descarta una acción individual sino que nos ubica en el 
plano de la acción social de responsabilidad en los términos del inciso primero del artículo 25 de la 
ley 222 antes descrito. 
 
Quiere decir lo anterior, que el demandante no está pidiendo el reconocimiento de perjuicios sufridos 
propiamente, sino que haya sufrido la sociedad y que, por contera, tuvieran la virtud de incrementar 
el valor del remanente de la liquidación y que correspondió al demandante. Por lo que los perjuicios 
reconocidos por la Superintendencia de Sociedades han debido ser perjuicios sufridos directamente 
por la sociedad IS Integrated Solutions y que, tengan la virtud de disminuir el remanente de la 
liquidación, que correspondería a COTECMAR. Esto es un lucro cesante.  
 
Procedemos a analizar si se cumplen los requisitos de la acción social de la responsabilidad en este 
asunto:  
 

❖ El demandante concurre a este proceso a pedir el reconocimiento de perjuicios sufridos por 
IS Integrated Solutions S.A.S., no perjuicios sufridos por el, sin haber aportado ni acreditado 
que la asamblea general o junta de socios hubieren decidido esta acción. Lo cual nos lleva 
al plano de no estar acreditado el requisito previo que nos trae el artículo 222 de 1995. Esto 
es así por demás porque la sociedad IS Integrated Solutions se encuentra liquidada, con 
matricula cancelada, sin que el liquidador hubiere iniciado esta acción, lo cual está acreditado 
dentro del proceso. 
 
El demandante no está legitimado para reclamar perjuicios en nombre de la sociedad y su 
condición de accionista único en una sociedad liquidada NO lo legitima, por si sola, para ello. 
Es por tanto que para ejercer esta acción de responsabilidad de administradores con éxito 
requería algún documento que así lo legitimara, esto es la constancia de que la Asamblea 
General de Accionistas hubiere tomado la decisión y la acreditación de que la sociedad no 
procedió con el inicio de la acción, tal como lo deja ver el Inc. 2 del artículo 25 de la ley 222 
de 1995.  
 
Igualmente, en la liquidación no se observa la cesión de los derechos litigiosos en contra de 
mi representado o la adjudicación de estos en favor del demandante y por parte de la 
sociedad IS Integrated Solutions S.A.S., por lo que el demandante NO está legitimado para 
pedir ni recibir esta indemnización.   
 

❖ El valor condenado por la Superintendencia de Sociedades en contra de mi representado 
tiene que ver, como ya fue acotado en líneas anteriores, obedece al pago de honorarios a la 
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empresa denominada Consultage S.A.S., es decir un daño emergente sufrido por 
COTECMAR, y tuvo como elementos para reconocer este pago, las facturas co 250 y co252 
de 22 de marzo y 22 de agosto de 2018 de Consultage S.A.S., comprobantes de egreso 
expedidos por los funcionarios del mismo COTECMAR, la propuesta de servicios prestados 
y el borrador de un supuesto informe presentado.  

 
Lo anterior, más allá de las serias dudas que dejan los documentos que fueron tenidos en cuenta 
por la Superintendencia, tal como fue explicado los mismos no dan cuenta de un perjuicio sufrido por 
la sociedad IS INTEGRATED SOLUTIONS S.A.S., sino directamente por Cotecmar.  
 
Los perjuicios reconocidos en la sentencia no fueron sufridos por la sociedad IS 
INTEGRATED SOLUTIONS S.A.S. y es que los mismos soportes que el juez a quo toma como 
fundamento para tasarlo dan cuenta que las erogaciones de dinero para el pago hecho a la firma 
Consultage S.A.S. por Treinta y Cuatro Millones de Pesos M/C ($34.000.000), fueron hechas 
directamente por Cotecmar y no por la sociedad Integrated Solutions, observe las facturas CO250 y 
CO252 de 22 de marzo y 22 de agosto de 2018, fueron facturados a Cotecmar y los comprobantes 
de egreso n.º 2500033857 del 17 de diciembre de 2017 por $41.000,000; 2500033837 del 11 de abril 
de 2018 por $2.827.000 y 2500046763 del 13 de febrero de 2019 por $42.849.98 acreditan el pago 
por parte de Cotecmar.  
 
Es por tal, que estos perjuicios que comportan un daño emergente de Cotecmar, no pueden tenerse 
como perjuicios sufridos por IS S.A.S. y en consecuencia no tenían la posibilidad de aumentar el 
valor del remanente del demandante, puesto que estos no fueron recursos, costos o gastos que 
salieron del patrimonio de IS S.A.S., es decir, no disminuyeron el resultado de la cuenta final y mucho 
menos el remanente que le fue adjudicado a Cotecmar.  
 
En conclusión, la acción impetrada por Cotecmar en la demanda, es una acción social de 
responsabilidad o acción en interés de la sociedad, en virtud de la cual se pueden reclamar los 
perjuicios que hubieran sido sufridos por la compañía, de la que el demandado fue administrador.  
 
Para la prosperidad de la acción, la ley impone al demandante el deber de acreditar una constancia 
que la sociedad hubiere tomado la decisión de adelantar la acción, tomada por la Asamblea o la 
Junta Directiva, a la luz del artículo 25 de la ley 222 de 1995 que regula la materia, tampoco 
documento de autorización o cesión de derechos a favor del demandante.  
 
La Superintendencia estableció la legitimación5 del demandante en el sentido de perjuicios que 
disminuyeron el remanente recibido por este, en la liquidación de la sociedad IS Integrated 
SOLUTIONS. Esto implica que el perjuicio ha debido ser sufrido directamente por la sociedad, como 
impone el art. 25 pluricitado y que solo por efecto colateral, al disminuir el remante, debe causarle 
perjuicios al demandante.  
 
Lo anterior pone al demandante en la falta de legitimación en la causa para pedir y recibir 
indemnización como fue planteado en el reparo concreto de falta de legitimación en la causa.  
 
Por todo lo anterior, con todo respeto, solicito la revocatoria de la sentencia en relación con los ítems 
expuestos.  

 
5 numeral 1 de la sentencia pag. 2 
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De los señores Magistrados, con todo respeto,  

 
Antonio Miranda Arrieta  
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Apelación Sentencia- Verbal 
Demandante: Álvaro Silva Pilonieta 

Demandado: LATAM CREDIT COLOMBIA S.A. 
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ, D. C. 
SALA CIVIL 

 

MAGISTRADA PONENTE: HILDA GONZÁLEZ NEIRA 

Bogotá, D. C., veintinueve de enero de dos mil veintiuno 

 

 

Ingresado el expediente al despacho en esta calenda, con el fin 

de atender el recurso de reposición formulado por el procurador 

judicial de la parte actora, contra el proveído de fecha 18 de diciembre 

de 2020, se advierte que ese mecanismo resulta inadecuado, en la 

medida que sólo procede en esta instancia “contra los autos (…) del 

magistrado sustanciador no susceptibles de súplica”1 y como quiera que 

aquél dispuso no acceder a la solicitud probatoria en segunda 

instancia, el mismo es apelable al tenor de lo dispuesto en el núm. 3° 

del art. 321 del C.G. del P. 

 

Así las cosas, por virtud del parágrafo del art. 318 ibídem, 

“Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso 

improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del 

recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto 

oportunamente”, se tramitará su reproche como si se tratara de un 

recurso de súplica, en la forma que lo contempla el art. 331 eiusdem2.  

 

                                                           
1 Inciso 1° del art. 318 del C.G.P. 
2 El inciso 1° del art. 331 del C.G.P., prevé que “el recurso de súplica procede contra los autos que por su naturaleza 
serían apelables, dictados por el magistrado sustanciador en el curso de la segunda o única instancia, o durante el trámite 

de la apelación de un auto (…)”.  
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Apelación Sentencia- Verbal 
Demandante: Álvaro Silva Pilonieta 

Demandado: LATAM CREDIT COLOMBIA S.A. 
 

Como colofón, se ordenará correr el traslado señalado en el 

artículo 332 del Estatuto General del Proceso, vencido el cual, deberá 

ingresar el expediente al despacho de la Magistrada Ruth Elena Galvis 

Vergara, para lo de su cargo. 

 

     En mérito de lo expuesto la Magistrada Sustanciadora RESUELVE: 

 

Primero. Por la Secretaría de esta Sala córrase el traslado 

previsto en el art. 332 del C.G. del P., al escrito precedente.  

 

Segundo. Cumplido lo anterior, ingresen las diligencias al 

Despacho de la Magistrada Ruth Elena Galvis Vergara, junto con el 

link o archivos que contengan el expediente de la referencia de 

manera completa.  

NOTIFÍQUESE, 

 

HILDA GONZÁLEZ NEIRA 

Magistrada 

(28201500504 02) 
 

Firmado Por: 
 

HILDA  GONZALEZ NEIRA  
 MAGISTRADO 

 MAGISTRADO - TRIBUNAL 009 SUPERIOR SALA CIVIL DE LA 
CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-SANTAFE DE BOGOTA D.C.,        

 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con 
plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el 

decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 
0151e34b24918c3f4af1084657cc94d21dab42c8d68be6db0763a55e

d1b36da4 
Documento generado en 29/01/2021 01:07:30 PM 
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Adriana Ayala Pulgarin.  
Magistrada sustanciador. 
Tribunal Superior de Bogotá DC.-Sala Civil. 

Rad. 110013103020-2009-00101-02 
Actor.    Publio Armando Orjuela Santamaría. 
Pasiva.    M Escilda Piña de Rodríguez. 

                              Asunto.   Nulidad por incompetencia automática del artículo 121 del CGP. 
 

Jorge Armando Orjuela  Muri l lo ,  apoderado del actor, en ejercicio de los artículos 29, 228, 

229 y 230 de la Constitución Política y 121, 133 en su inciso final y siguientes del CGP, la 

sentencia C-443 de 2029 de la Corte Constitucional; formulo por el presente y antes de estar 

ejecutoriado el auto de traslado para alegar y el fallo posterior, el incidente de nulidad por 

incompetencia automática, impuesto por el artículo 121 del CGP., para que el siguiente y 

competente Magistrado de esa Tribunal Judicial, avoque el conocimiento y resuelva dentro 

del término que le da el artículo 121 citado, el presente proceso insoluto.  

Legitimación 
Como apoderado judicial del actor y en ejercicio de sus derechos, formulo la presente nulidad 

por incompetencia automática, determinada por el artículo 121 de la Ley 1564 de 2012. 

Causal invocada 

Se da la presente nulidad por incompetencia automática, invocando como su causal el inciso 

primero del artículo 121 del CGP, al fenecer el lapso de 6 para resolver en segunda instancia, 

contado desde la recepción del expediente en la Secretaría del Tribunal, habiendo perdido la 

Magistrada sustanciadora su competencia automáticamente sobre este proceso y antes de 

estar en firme el traslado para alegar de conclusión; porque no existe prorroga de 

competencia y se formula el incidente de nulidad, antes de darse el fallo de instancia  y sin 

prorroga de la competencia ni saneamiento de la nulidad. 

La Magistrada que conocía este proceso, perdió su competencia automáticamente como se 

detalla en los hechos, sin que lo excuse la suspensión de términos que se reanudaron en 

Agosto 1 de 2020, por lo cual pedimos oportunamente y con base en el artículo 121 del CGP, 

el traslado al competente como lo impone el inciso segundo del citado artículo 121 del CGP. 

Más aún por la exequibilidad condicionada ante la pérdida automática de la 

competencia, al expirar el plazo legal sin la providencia judicial correspondiente y nuestra 

oportuna petición de traslado al competente, al configurarse la causal de la nulidad invocada 

por no haberse dado en tiempo la providencia judicial exigida por la Ley.  

Siendo coherente la pérdida automática de la competencia de la Magistrada sobre 

este proceso y la nulidad de todas sus actuaciones posteriores al fin de los 6 meses impuestos 

por la Ley y la exequibilidad condicionada de los incisos 2 y 6 del artículo 121 del CGP, que son 

las causales alegadas, que se imponen sobre las actuaciones posteriores al fin del lapso, para 

proferir la providencia con la que debió cerrarse la instancia. 
 

HECHOS 
El presente incidente que funda esta nulidad por incompetencia automática, se 

generó porque el proceso tuvo recepción en la Secretaría del Tribunal, e 17 de Octubre de 

2019, día desde que empezó el término perentorio y fatal de los 6 meses, sin posibilidad de 

interpretarlo para auto prorrogarse la competencia que perdió automáticamente, por lo 

impuesto por los artículos 121 y 133 y siguientes del Código General del Proceso, que 

oportunamente se esgrime en su contra y que por eso no puede ser saneada.   
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Esa recepción del expediente se dio en Noviembre 17 de 2019, dando inicio al lapso de los 6 

meses, impuesto por el artículo 121 del CGP y al presentar este incidente en la fecha con 

nuestra petición de traslado, lo que impide “sanear” el vicio de nulidad, con la auto prorroga 

de la competencia y menos esgrimiendo “economía procesal”. 
 

PRUEBAS 

Pido como pruebas para fundar el presente incidente de nulidad y para que se decreten, 

incorporen y valoren, por ser necesarias, procedentes, conducentes y necesarias, sobre los 

hechos detallados en el apartado anterior, las siguientes: 

 

1. Que su Secretaría, por el artículo 116 del CGP. expida la certificación que sirva como 

prueba, donde conste sobre el estado del proceso, lo siguiente: 
 

1.1. La recepción de este proceso, en esa Secretaria en Octubre 17 de 2019. 
 

1.2. El correr ininterrumpido del lapso legal para fallar desde el 17 de Octubre de 2019, hasta 

el 16 de Marzo de 2020. 
 

1.3. El correr ininterrumpido del lapso legal para fallar, que se reinicio en Agosto 1 de 2020, 

hasta el 5 de Febrero de 2021. 
 

1.4. La superación en este proceso del lapso de 6 meses para fallar, durante los meses de 

los años 2019, 2020 y 2021  

 

2. Se anexe al expediente la impresión sobre este proceso de lo actuado en él, por lo 

publicado en la página WEB:  www.ramajudicial.gov.con/consultas, en los años 2019,  2020 

y 2021, donde consta lo detallado en los hechos relacionados en este incidente de nulidad 

por la incompetencia automática, impuesta por el artículo 121 del CGP.    
 

Con las anteriores pruebas oportunas, necesarias, procedentes y conducentes, una vez 

decretadas e incorporadas al expediente, deben valorarse los hechos que confirman la 

sustentación de la presente nulidad por incompetencia automática de la H. Magistrada, 

basada en la causal señalada en el encabezado, respalda en la sentencia de la Corte 

Constitucional C-443 de 2019, por lo que ratifico el presente y respetuoso incidente de nulidad, 

que no ha sido saneado y que obliga a la remisión de expediente al competente Magistrado 

sigueinte, por el artículo 121 del CGP. 
 
 
 

Con el respeto que se merece, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

      Jorge Armando Orjuela Murillo. 
          CC. 79352474 de Bogotá DC. 
          TP. 57.894 del C. S. de la Jud. 

 
 
 
 
 
 
 

http://www.ramajudicial.gov.con/consultas


3 
 

 
 
 
 
331 y siguientes del CGP y demás normas jurídicas pertinentes y concordantes del 

ordenamiento jurídico, recurro en súplica, su auto de condición apelable, de Octubre 31 de 

2019, notificado por estado al día siguiente, que negó las pruebas oportunamente pedidas.     
 

SUSTENTACIÓN 
 

En el auto de Junio 11 de 2019, la Ad-quem afirmó la superación del CPC, con base en el 

artículo 625 de la Ley 1564 de 2012 –CGP-, resaltando su imposición en este proceso, con el 

nuevo auto que decretara pruebas, anulando todo lo actuado ,  desde Abril 11 2016 , como 

el anterior auto que decreto pruebas y la conciliación de ese día, que no tienen valor jurídico; 

pero que el auto aquí suplicado, ignoró, con la salvaguardia de “las pruebas practicadas, al tenor 

de lo previsto en el artículo 138 del Código General del Proceso”. 
 

Por lo tanto, se tiene que darse la audiencia inicial del artículo 372 del CGP, en su 

integridad, incluyendo un nuevo auto de pruebas y su práctica de las obligatorias, como el 

interrogatorio a la Escilda Piña y de todas las que siguen insolutas, como los testimonios y las 

certificaciones, por lo ordenado en el artículo 164 del CGP, lo cual configura las causales 

incidentales del artículo 133 del CGP, en sus numerales pertinentes y entre ellos el 5, como se 

afirmará oportunamente (Art. 328, inciso final CGP).  
 

Pruebas obligatorias insolutas que lo están, por la inasistencia de: (i) la pasiva María Piña 

y (ii) de los convocados y vinculados, a las audiencias, con los efectos impuestos por su 

ausencia, en los numerales de ese artículo 372 del CGP (Cfr. Cd. 1, fls. 131 y 531), ya que la 

nulidad de todo lo actuado, desde Abril 11 2016, impone la audiencia inicial (Art. 372 CGP), 

vigente para esa fecha y cuya falta determinó, que no se practicaran, incorporan, ni 

valoraron las insolutas pruebas obligatorias.  
 

Para confirmar el presente argumento, transcribo el artículo 372 del CGP, que ordena la 

obligatoria audiencia inicial, ausente en este proceso, así: 
 

ARTÍCULO 372. AUDIENCIA INICIAL. El juez, salvo norma en contrario, convocará a las 

partes para que concurran personalmente a una audiencia con la prevención de las consecuencias por su 

inasistencia, y de que en ella se practicarán interrogatorios a las partes. La audiencia se sujetará a las 

siguientes reglas: 
 

1. Oportunidad. El juez señalará fecha y hora para la audiencia una vez vencido el término de 

traslado de la demanda, de la reconvención, del llamamiento en garantía o de las excepciones de mérito, o 

resueltas las excepciones previas que deban decidirse antes de la audiencia, o realizada la notificación, 

citación o traslado que el juez ordene al resolver dichas excepciones, según el caso. 
 

El auto que señale fecha y hora para la audiencia se notificará por estado y no tendrá recursos. En 

la misma providencia, el juez citará a las partes para que concurran personalmente a rendir interrogatorio, 

a la conciliación, y los demás asuntos relacionados con la audiencia. 
 
 

2. Intervinientes. Además de las partes, a la audiencia deberán concurrir sus apoderados. 

La audiencia se realizará aunque no concurra alguna de las partes o sus apoderados. Si estos no 
comparecen, se realizará con aquellas. 
 

Si alguna de las partes no comparece, sin perjuicio de las consecuencias probatorias por su 

inasistencia, la audiencia se llevará a cabo con su apoderado, quien tendrá facultad para confesar, 

conciliar, transigir, desistir y, en general, para disponer del derecho en litigio. 
 

3. Inasistencia. La inasistencia de las partes o de sus apoderados a esta audiencia, por hechos 

anteriores a la misma, solo podrá justificarse mediante prueba siquiera sumaria de una justa causa. 
Si la parte y su apoderado o solo la parte se excusan con anterioridad a la audiencia y el juez acepta la 

justificación, se fijará nueva fecha y hora para su celebración, mediante auto que no tendrá recursos. La 
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audiencia deberá celebrarse dentro de los diez (10) días siguientes. En ningún caso podrá haber otro 

aplazamiento. 
 

Las justificaciones que presenten las partes o sus apoderados con posterioridad a la audiencia, 

solo serán apreciadas si se aportan dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que ella se verificó. 

El juez solo admitirá aquellas que se fundamenten en fuerza mayor o caso fortuito y solo tendrán el 

efecto de exonerar de las consecuencias procesales, probatorias y pecuniarias adversas que se hubieren 

derivado de la inasistencia. 
 

En este caso, si el juez acepta la excusa presentada, prevendrá a quien la haya presentado para 

que concurra a la audiencia de instrucción y juzgamiento a absolver el interrogatorio. 
 

4. Consecuencias de la inasistencia. La inasistencia injustificada del demandante hará presumir 

ciertos los hechos en que se fundan las excepciones propuestas por el demandado siempre que sean 

susceptibles de confesión; la del demandado hará presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión 

en que se funde la demanda. 
 

Cuando ninguna de las partes concurra a la audiencia, esta no podrá celebrarse, y vencido el 

término sin que se justifique la inasistencia, el juez, por medio de auto, declarará terminado el proceso. 

Las consecuencias previstas en los incisos anteriores se aplicarán, en lo pertinente, para el caso de 

la demanda de reconvención y de intervención de terceros principales. 

Cuando se trate de litisconsorcio necesario las consecuencias anteriores solo se aplicarán por 

inasistencia injustificada de todos los litisconsortes necesarios. Cuando se trate de litisconsorcio 

facultativo las consecuencias se aplicarán al litisconsorte ausente. 

A la parte o al apoderado que no concurra a la audiencia se le impondrá multa de cinco (5) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv). 
 

5. Decisión de excepciones previas. Con las limitaciones previstas en el artículo 101, el juez 

practicará las pruebas estrictamente necesarias para resolver las excepciones previas que estén pendientes 

y las decidirá. 
 

6. Conciliación . Desde el  inicio de la audiencia y en cualquier etapa de ella el  

juez exhortará dil igentemente a las partes a concil iar sus diferencias, para lo cual 
deberá proponer fórmulas de  arreglo,  sin que ello signif ique prejuzgamiento . 
 

Si alguno de los demandantes o demandados fuere incapaz, concurrirá su representante legal. El 

auto que apruebe la conciliación implicará la autorización a este para celebrarla, cuando sea necesaria de 

conformidad con la ley. Cuando una de las partes está representada por curador ad lítem, este concurrirá 
para efectos distintos de la conciliación y de la admisión de hechos perjudiciales a aquella. Si el curador 

ad lítem no asiste se le impondrá la multa por valor de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes (smlmv), salvo que presente prueba siquiera sumaria de una justa causa para no 

comparecer. 
 

7.  Interrogatorio de las partes,  práctica de otras pruebas y fi jación del l i t igio. 

Los interrogatorios de las partes se practicarán en la a udiencia inicial.  
El juez of ic iosamente y de manera obligatoria interrogará de modo exhaustivo a las 

partes sobre el objeto del proceso . También podrá ordenar el careo. 
 

El juez podrá decretar y practicar en esta audiencia las demás pruebas que le resulte posible, 

siempre y cuando estén presentes las partes. 

A continuación el juez requerirá a las partes y a sus apoderados para que determine los hechos en 
los que están de acuerdo y que fueren susceptibles de prueba de confesión, y fijará el objeto del litigio, 

precisando los hechos que considera demostrados y los que requieran ser probados. 
 

8. Control de legalidad. El juez ejercerá el control de legalidad para asegurar la sentencia de 

fondo y sanear los vicios que puedan acarrear nulidades u otras irregularidades del proceso, los cuales, 
salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes. Además deberá 

verificar la integración del litisconsorcio necesario. 
 

9. Sentencia. Salvo que se requiera la práctica de otras pruebas, a continuación, en la misma 

audiencia y oídas las partes hasta por veinte (20) minutos cada una, el juez dictará sentencia. 
El juez, por solicitud de alguna de las partes, podrá autorizar un tiempo superior para rendir las 

alegaciones, atendiendo las condiciones del caso y garantizando la igualdad. Contra la decisión que 

resuelva esta solicitud no procede recurso alguno. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr002.html#101
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10. Decreto de pruebas. El juez decretará las pruebas solicitadas por las partes y las que 

considere necesarias para el esclarecimiento de los hechos, con sujeción estricta a las limitaciones 

previstas en el artículo 168. Así mismo, prescindirá de las pruebas relacionadas con los hechos que 

declaró probados. Si decreta dictamen pericial señalará el término para que se aporte, teniendo en cuenta 

que deberá presentarse con no menos de diez (10) días de antelación a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento. 
En los procesos en que sea obligatorio practicar inspección judicial, el juez deberá fijar fecha y hora 

para practicarla antes de la audiencia de instrucción y juzgamiento. 
 

11. Fijación de audiencia de instrucción y juzgamiento. El juez, antes de finalizar la audiencia, fijará 

fecha y hora para la audiencia de instrucción y juzgamiento, y dispondrá todo lo necesario para que en ella se 

practiquen las pruebas. 
 

PARÁGRAFO. Cuando se advierta que la práctica de pruebas es posible y conveniente en la 
audiencia inicial, el juez de oficio o a petición de parte, decretará las pruebas en el auto que fija fecha y hora 

para ella, con el fin de agotar también el objeto de la audiencia de instrucción y juzgamiento de que trata el 

artículo 373. En este evento, en esa única audiencia se proferirá la sentencia, de conformidad con las reglas 

previstas en el numeral 5 del referido artículo 373. (Destacado es mío). 
 

Está probado, que la audiencia inicial del artículo 372 del CGP, se omitió, por lo cual 

debería ordenarse en este proceso, rehacer la actuación desde ella y de no hacerlo, ordenar 

las pruebas en esta segunda instancia, por darse todos los elementos para que se decreten; 

pues contra mi expresa afirmación, el auto suplicado, tergiverso mi petición y afirmó con error 

lo siguiente: 
 

“(…) el apoderado judicial de la parte actora solicitó el decreto de las siguientes pruebas 1) 

Oficiar que se allegue al plenario copia de las sentencias Nos. C-289 de 1996, T-574 de 2016 y C- 597 de 

1998. 2) Citar a la demandada María Escilda Piña a absolver interrogatorio. 3) Citar a los señores José 

Vergara y Ana Baracaldo en calidad de testigos 4) Ordenar la incorporación del dictamen pericial y las 

documentales procedentes de las entidades públicas que obran en el expediente (CD 8 609 C 1 A y fls 1 

a 5 C. 11) (sic).     
(…) 

Al tenor de lo previsto en el artículo 327 ibídem son cinco las hipótesis que hacen viable la 

práctica de pruebas en segunda instancia a saber 1) Cuando las partes las piden de común acuerdo 2) 

cuando decretadas en primera instancia se dejaron de practicar sin culpa de la parte que las pidió 3) 

cuando versen sobre hechos ocurridos después de transcurrida la oportunidad para pedir  pruebas en 

primera instancia pero solamente para demostrarlos o desvirtuarlos 4) cuando se trate de documentos 

que no pudieron aducirse en la primera instancia por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de la parte 

contraria y 5) sin con ellas se persigue desvirtuar los documentos de que trata el ordinal anterior.      

Descendiendo al caso concreto resulta evidente que ninguna de las pruebas pretendidas se 

enmarca dentro de las referidas causales por lo que no se accederá a dicho pedimento. 

 En lo referente a las providencias solicitadas, nótese que son documentos de “naturaleza” pública 

que no tienen la característica de pruebas, puesto que al ser criterios auxiliares del juzgador puede 

acudirse a ellas o no dependiendo del análisis del caso concreto, sin que necesariamente deban militar 

en el interior del expediente. 

 Ahora bien, en lo tocante a la queja relacionada con la incomparecencia de los señores María Escilda 

Piña, José Octaviano Vergara Sarmiento y Ana Isabel Baracaldo Parra, de la que pretende irradiar los 

efectos de tener por ciertos los hechos, en primer lugar, se aclara que estos juicios de valor se analizan 

en la sentencia, y en segundo, en el libelo introductorio únicamente se pidió convocar a interrogatorio a la 

señora Piña, quien según se desprende del informativo, no se presentó a la audiencia practicada el 11 de 

abril de 2016 (fls 556 y 557 C. 1).  

No obstante cuando la juez de primer grado decidió cerrar el debate probatorio en ese instante la 

parte actora mantuvo una actitud silente, es decir no insistió en su citación. 
 

 
 

 Por lo demás, frente al dictamen pericial y los documentos adosados al plenario, obsérvese que en el 

auto que decretó las pruebas se negó cualquier oficio tendiente a recabarlos por cuanto ya se 

encontraban anexos al encuadernamiento (ib), determinación que no encontró reparo en quien hoy los 

pretende solicitar” (Destacado fuera del original).”. 
 

Afirmaciones inexactas del auto suplicado que replicare, siguiendo su exposición, por las 
razones jurídicas expuestas, ya que es procedente mi petición de pruebas en segunda 
instancia, por el artículo 237 del CGP, así:   
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#168
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#373
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr009.html#373
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1. Se omitió valorar la sentencia C-289 de 1996, de la Sala Plena Contenciosa del Consejo de 
Estado, que pese a estar en el expediente, (Cd. 1, fls 68 a 72) y haberle dado traslado 

oportuno a la pasiva (Cd. 1, fl. 127), siendo la prueba previa a la omitida audiencia inicial del 

artículo 372 del CGP, como se expuso en la sustentación de la apelación, y que el a-quo 
no mencionó, ni la valoró y que comprueba la incompetencia del agente estatal, quien sin 
ninguna obligación del actor con la pasiva, ni ella haber acreditado ningún crédito a su 
favor y en contra de él, firmó la compraventa atacada. 
 

Sentencia C-289 de 1996, de la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado, (Cd. 1, fls 68 a 
72.) que prueba la absoluta incompetencia del agente comerciante de la 

Superintendencia de Sociedades, en la compraventa mercantil atacada; por lo que, si no 
se ordena rehacer la actuación desde la audiencia inicial del artículo 372 del CGP, se 
debe dar la confirmación de esa prueba en esta instancia, oficiando al Consejo de Estado, 
para lo que la envíe como oportunamente se pidió. 

 

2. Las otras sentencias pedidas como pruebas, en la sustentación de la apelación, son de 
constitucionalidad, siendo Leyes de segundo orden, con efectos erga omnes, lo cual lleva, 
contra lo mal dicho por el auto suplicado, su necesidad como prueba en esta instancia y 
más cuando el a-quo, las usó para respaldar la suya, limitándose a la  lectura de unos 
renglones de ellas, para prevalido de su “interpretación”, usarla en su sesgado 
entendimiento, lo cual debe ser superado por la decisión de la presente súplica y ordenar 
las pruebas de esos fallos, con su incorporación y sometidos a contradicción en este 
proceso. 

 

3. La Escritura 2428 de 1994, atacada, es un acto mercantil (Cd. 1, fls. 33-36), por ser una de las 

más de 200 que suscribió para lucrarse, en una misma Notaría, el agente especial de la 
Superintendencia de Sociedades, que administró los bienes del actor, cumpliendo con los 
artículos 20, 21, 48 y siguientes, 101, 872, 897 y 920 del Código de Comercio, invocadas en 
la demanda y reconfirmando ser un acto mercantil de un comerciante, por tener ese 
agente estatal que llevar su contabilidad como comerciante de ventas al por mayor, por 
el vigente artículos 4° de la Ley 66 de 1968. 

 

Con todos los elementos de un acto mercantil, la Escritura atacada es de un profesional en 
la compraventa de inmuebles con ánimo de lucro, designada por la Superintendencia de 
Sociedades, para realizar esa actividad comercial, por el actor y sucediendo al Instituto de 
Crédito Territorial -ICT-y al Instituto Nacional de la Reforma Urbana –INURBE-, cuya 
profesionalidad como comerciantes, por el artículo 8 del Decreto 2610 de 1979, que 
subrogó el artículo 16 de la Ley 66 de 1968, es indiscutible, pese a lo cual el a-quo afirmó de 
manera incoherente, que no era un acto mercantil con ánimo de lucro, ni de un 
comerciante, sometido al Código de Comercio. 

 

4. Por lo que son necesarias en esta instancia, las pruebas insolutas de las certificaciones 
requeridas de la Superintendencia de Sociedades, de la Alcaldía Mayor de Bogotá DC y 
de la Caja de la Vivienda Popular, sobre los antecedentes de la Escritura atacada, en 
especial sobre la acreditación y prelación del crédito a favor de María Piña y en contra del 

actor, que no existen (Arts. 17 a 19 Ley 66/68) y de la condición de comerciante del agente 

especial que otorgó esa escritura, para “subsanar” las causales de intervención, en la toma 
de posesión contra él actor. 

 

5. Por la violación del artículo 372 del CGP, sobre la obligatoria audiencia  inicial, se cite a la 
pasiva, Escilda Piña de Rodríguez, para que responda el interrogatorio exhaustivo que tiene 
que realizarse bajo juramento por el Juez y el actor, o por su ausencia, se de la presunción 
del numeral 4 del citado artículo y las sanciones que esa ausencia acarrea y que nunca 
fue absuelto, sin culpa del actor. 

6. Se cite a la dirección que obra en el expediente a los vinculados, José Vergara S y Ana 
Baracaldo P, para que absuelvan los testimonios que fueron pedidos oportunamente, que 
son conducentes, pertinentes, procedentes y necesarios, como lo ordena el numeral 7 del 
citado artículo 372 del CGP y cuya ausencia no es culpa del actor. 

 

7. Se ordenen las pruebas insolutos, pedidos oportunamente en la demanda (Cd. 1, fls. 105 y ss) 

y se otorgue ese atributo al avalúo anexo en Junio 30 de 2011 (Cd. 1, fls, 232-250), que el 

recurrido afirmó que ya tiene y el a-quo no valoró, así como en la contestación de la 
demanda (Cd. 1, fl. 265) y las pedidas por la Superintendencia de Sociedades, quien 

denunció el pleito, contra la Alcaldía Mayor de Bogotá DC.  
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8. Los oficios y las respuestas de las entidades públicas pedidas oportunamente como es 
visible en el expediente (Superintendencia de Sociedades, Caja de la Vivienda Popular y Alcaldía Mayor 
de Bogotá DC-Secretaría de Hábitat), por lo que deben practicarse e incorporarse dichos oficios, 

para que se tengan con las respuestas las pruebas correspondientes de las entidades 
públicas. 

 

9. Se oficie a las Secretarías y Relatorías correspondientes, para que remitan la copia de las 
sentencias citadas en el fallo apelado y en la sustentación en su contra; porque esas 
providencias judiciales de las jurisdicciones ordinaria, administrativa y constitucional, no 
existe prueba en el expediente y la única fuente del derecho, a la que están sometidos los 
jueces es la Ley, como lo impone el artículo 230 de la Constitución Política, reafirmando 
que las sentencias de la jurisdicción constitucional son Ley de segundo orden, con efectos 
erga omnes, así como la definición del conflicto de competencias administrativas de la 
Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado C-289 de Abril 9 de 1996. 

 

10.  Más aún cuando, las sentencias de la jurisdicción constitucional son Ley de segundo orden 

como lo impone la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y la misma jurisprudencia 
de la Corte Constitucional y no un criterio auxiliar, como mal lo expresa el suplicado, lo cual 
sucede también con la sentencia C-289 de 1996 de la Sala Plena Contenciosa del Consejo 
de Estado, que si está en el expediente y fue decretado como prueba, sin que el a-quo, 
pese a ello hiciera la valoración de esa sentencia y por el contrario, en su fallo apelado 
hizo una afirmación contraria al efecto de la cosa juzgada de esa sentencia C-289 de 1996 
del Consejo de Estado. 

 

11. La jurisprudencia por expresa literalidad del artículo constitucional, es solo un criterio 
auxiliar, que en este caso, no existe como prueba controvertida en el expediente, ni existe 
una doctrina legal más probable que pueda justificar los yerros del a-quo en su fallo, quien 
cita unos renglones de unos fallos, sin ser de su RESUELVE, generando la absoluta 
descontextualización en su errada interpretación, y que no fue sometida en la etapa 
probatoria como tiene que serlo a contradicción, generando un fallo no en los hechos 
probados en el proceso, sino una “interpretación”, de un criterio ignorado hasta el fallo 
apelado, bajo una parcial lectura y por lo cual su prueba es procedente en esta segunda 
instancia. 

 

12. Por lo que reitero mi petición, con base en el artículo 237 del CGP; para que se revoque el 
auto suplicado y se practiquen e incorporen las pruebas relacionadas oportunamente en 
la sustentación en su contra, oficiando a las autoridades competentes, para que envíen los 
documentos relacionados por el A-quo en su fallo, así como aquellos pedidos en audiencia 
que desvirtúan sus argumentos. 

 
 

Con el respeto que se merecen, los integrantes de la Sala Dual, 
 
 

 
 
 

 

                         Jorge Armando Orjuela Murillo. 
         CC. 79´352.474 de Bogotá DC. 
         TP. 57.894 del C. S. de la Jud. 



Señor Doctor 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS  
Magistrado Ponente 
TRIBUNAL SUPERIOR DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA -SALA CIVIL 
E.                                                    S.                                                D 
 
 
 
Ref:  2017 00207 03 Demandante: MARIA DE LOS ANGELES CALDERON MONTAÑO 
 Demandados: RIGOBERTO LLANO MATIZ y OTROS 
 
 
En mi condición de apoderado de uno de los demandados y dentro del término de 
ejecutoria, interpongo recurso de REPOSICIÓN contra el auto calendado el 19/01/2021, 
por no darse las exigencias del artículo 14 del decreto 806 de 2020. 
 
En efecto Señor Magistrado, el recurrente no ha dado cumplimiento a lo descrito en la 
norma en comento, toda vez que la secretaria del Tribunal, no ha descorrido a nosotros, 
los no recurrentes, el alegato de sustentación que en esta instancia debió hacer el 
apelante de la sentencia. 
 
Así las cosas, ruego se repnga el auto en ejecutoria para que, en su defecto, se declare la 
deserción del recurso 
 
 
 
Del Señor Magistrado, 
 
 
 

VÍCTOR VELÁSQUEZ REYES 
c. de c. 3.296.610 de V/cio 

T. P. 14.104 del M de J. 
 

 
 
 
 
 
 
 
  

 



HONORABLE MAGISTRADA 

ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 

SALA CIVIL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, D. C. 

 

Ref: 110001310303620120046102 

DEMANDANTE WILSON EFRAÍN ALEJO SUESCA 

DEMANDADOS SANDRA MÓNICA MARTÍNEZ GÓMEZ Y OTROS 

 

En calidad de apoderado de la parte demandante, procedo a interponer 
recurso de súplica contra el auto fechado 28 de enero de 2020, notificado 
por estado el 1º de febrero de 2021, para que sea revocado y en su lugar 
se proceda a correr traslado para sustentar el recurso de apelación 
instaurado contra la sentencia de primer grado. 

La inconformidad radica en que se ha declarado desierto el recurso de 
apelación de una forma violatoria al debido proceso, pues no se tuvo en 
cuenta lo consagrado en el artículo 4 del Decreto 806 de 2020, el cual me 
permito transcribir: 

“ARTÍCULO 14. Apelación de sentencias en materia civil y familia. El 
recurso de apelación contra sentencia en los procesos civiles y de familia, se 
tramitará así: 

“Sin perjuicio de la facultad oficiosa de decretar pruebas, dentro del término de 
ejecutoria del auto que admite la apelación, las partes podrán pedir la práctica 
de pruebas y el juez las decretará únicamente en los casos señalado en el 
artículo 327 del Código General del Proceso. El juez se pronunciará dentro de 
los cinco (5) días siguientes. 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de 
pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de 
los cinco (5) días siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la 
parte contraria por el término de cinco (5) días. Vencido el término de 
traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará por estado. Si no 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=48425#327


se sustenta oportunamente el recurso, se declarará desierto.” (negrillas y 
subrayado fuera del texto). 

El proceso fue radicado el 15 de diciembre de 2020 y ese mismo día sale 
un auto admisorio, el que, supuestamente fue notificado el 16 de 
diciembre de 2020, no obstante, obsérvese que el mismo 16 de dociembre 
se dice en el registro de la página “16 DEC 2020 AL DESPACHO POR 
REPARTO” 

Para corroborar lo manifestado anexo copia de lo actuado en la página de 
la Rama Judicial, Consulta de Proceso, pero no solo del día 3 de febrero 
de 2021, sino de el día 29 de enero de 2021, que desafortunadamente no 
imprimí los otros días que consulté. 

Adicional a lo expuesto, se está vulnerando lo consagrado en el articulo 
118 del C. G. P., el cual respetuosamente transcribo 

“Código General del Proceso 
Artículo 118. Cómputo de términos 

“El término que se conceda en audiencia a quienes estaban obligados a 
concurrir a ella correrá a partir de su otorgamiento. En caso contrario, 
correrá a partir del día siguiente al de la notificación de la providencia que lo 
concedió. 
 
“El término que se conceda fuera de audiencia correrá a partir del día 
siguiente al de la notificación de la providencia que lo concedió. 
 
“Si el término fuere común a varias partes comenzará a correr a partir del 
día siguiente al de la notificación a todas. 
 
“Cuando se interpongan recursos contra la providencia que concede el 
término, o del auto a partir de cuya notificación debe correr un término por 
ministerio de la ley, este se interrumpirá y comenzará a correr a partir del 
día siguiente al de la notificación del auto que resuelva el recurso. 
 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, mientras esté corriendo 
un término, no podrá ingresar el expediente al despacho, salvo que se trate 
de peticiones relacionadas con el mismo término o que requieran trámite 
urgente, previa consulta verbal del secretario con el juez, de la cual dejará 
constancia. En estos casos, el término se suspenderá y se reanudará a 
partir del día siguiente al de la notificación de la providencia que se profiera. 
 
“Mientras el expediente esté al despacho no correrán los términos, sin 



perjuicio de que se practiquen pruebas y diligencias decretadas por 
autos que no estén pendientes de la decisión del recurso de 
reposición. Los términos se reanudarán el día siguiente al de la 
notificación de la providencia que se profiera, o a partir del tercer día 
siguiente al de su fecha si fuera de cúmplase. (NEGILLAS Y SUBRAYO 
PARA DESTACAR) 

“Cuando el término sea de meses o de años, su vencimiento tendrá lugar el 
mismo día que empezó a correr del correspondiente mes o año. Si este no 
tiene ese día, el término vencerá el último día del respectivo mes o año. Si 
su vencimiento ocurre en día inhábil se extenderá hasta el primer día hábil 
siguiente. 
 
“En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial ni 
aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el 
juzgado”. 
 
En el presente caso la información que aparece en la página de la Rama 
judicial es que desde el 16 de diciembre de 2020 el proceso está al 
Despacho y por ello no estaba corriendo el término para sustentar el 
recurso de apelación o mejor ampliar la sustentación. 

Por lo anterior, solicito la revocatoria de la providencia y que se proceda 
a reanudar el término que no ha corrido. 

Pruebas: 

Anexo copia de lo actuado por su Despacho, por la Secretaría y que 
aparece en la página de la Rama, Consulta de Procesos.  

Consulta de Procesos 
 

Seleccione donde esta localizado el proceso 

Ciudad: 
                                                                                      

BOGOTA, D.C.
 

Entidad/Especialidad: 
                                                                                                                                  

CONSEJO DE ESTADO - SECCION QUINTA
 

Aquí encontrará la manera más fácil de consultar su proceso. 

Seleccione la opción de consulta que desee: 

           



Número de Radicación 

 

Consultar
   

Nueva Consulta
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Expediente No. 036201800179 03 

 

Se admite la apelación adhesiva presentada por la parte demandante. 

 
Como ya fue sustentada, córrase traslado de ella a la parte demandada por el 

término de cinco (5) días (art. 14, Decreto Legislativo 806 de 2020).  

 
Oportunamente, retorne el proceso al Despacho. 

NOTIFÍQUESE  

 
 

Firmado Por: 
 

MARCO ANTONIO ALVAREZ GOMEZ  
 MAGISTRADO 
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Señores 
H. Tribunal Superior de Bogotá, D.C. 
Sala Civil 
 Mg. Dr. Marco Antonio Álvarez 
Bogotá , D.C. 
E.                         S.                            D. 
 
 
 
REF. Declarativo Verbal No. 2018- 00179 -03 
  Juzgado de Origen J. 36 Civil Circuito- Bogotá, D.C. 
Demandante ; SANDRA LILIANA VARGAS PEREZ 
DEMANDADO : REINALDO CRUZ FIGUEROA 
        ASUNTO : APELACION ADHESIVA ( art. 322 CGP. + Parágrafo ) 
 
ALBERTH HARB PUIG,  en mi calidad de apoderado de la parte actora , no recurrente 
principal, contra la sentencia proferida por el Juzgado 36 Civil del Circuito de esta ciudad 
dentro del proceso de la referencia ; FORMULO ante su Despacho, y dentro de los 
términos de ley,  APELACION ADHESIVA, contra los dos aspectos principales  que nos 
fueron adversos a nuestras pretensiones  ; como fueron el marginar la condena de 
perjuicios en contra de la parte demandada, no obstante haber sido solicitadas en las 
pretensiones y coadyuvadas con el juramento estimatorio y la regulación proporcional 
de las AGENCIAS EN DERECHO,  al valor de las pretensiones de la demanda ( valor del 
inmuebles ordenados a restituir ),  Agencias en Derecho, que debe ser asumido por la 
parte vencida. Ello en aras que sean fijados dentro del RESUELVE proferido. 
 
Fundamento la presente impugnación adhesiva en : 
 
SITUACIONES FACTICAS PROCESALES- CONSIDERACIONES 
 

  La NATURALEZA DE LA APELACIÓN ADHESIVA A UN PROCESO , SE PRECISA QUE 
LA APELACIÓN ADHESIVA ES UN TRÁMITE ACCESORIO, EXCEPCIONAL, 
SUBORDINADO, DEPENDIENTE Y SUBSIDIARIO DEL RECURSO DE APELACIÓN 
ORDINARIO O DIRECTO INTERPUESTO OPORTUNAMENTE. ES DECIR, UNA 
FACULTAD PROCESAL DE CARÁCTER EXCEPCIONAL, ACCESORIA Y RESIDUAL QUE 
PUEDE EJERCER CUALQUIERA DE LAS PARTES, DE IGUAL FORMA SE REQUIERE QUE 
ESA PARTE INTERESADA NO HAYA APELADO EN FORMA ORDINARIA O DIRECTA Y 



QUE LA PROVIDENCIA APELADA LE DEBE SER DESFAVORABLE LO CUAL PERMITE 
QUE SE PUEDA INTERPONER ANTE EL JUEZ QUE LA PROFIRIÓ (MIENTRAS SE 
ENCUENTRE EN SU DESPACHO) O ANTE EL SUPERIOR. NO OBSTANTE, Y 
CONFORME AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL EL TERMINO OPORTUNO PARA 
PRESENTAR LA APELACIÓN ADHESIVA ANTE EL SUPERIOR, ES HASTA LOS 
ALEGATOS, MIENTRAS QUE BAJO EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO ES HASTA LA 
EJECUTORIA DEL AUTO QUE ADMITE LA APELACIÓN Y SE EXIGE EXPRESAMENTE 
QUE DEBE SUSTENTARSE.SALA( Extraído  Consejo de Estado S. Segunda M.P. 
Perdomo Cuéter ) 

             En cuanto los PERJUICIOS CAUSADOS- SITUACIONES FACTICAS-CONSIDERACIONES 
 

1. En los albores de la definición de la demanda por parte del Juzgado fallador, se 
inadmitió la demanda, exigiéndose como parte de la demanda EL JURAMENTO 
ESTIMATORIO, lo cual fue subsanado por el suscrito como apoderado actor, 
dentro de los términos de ley, con fecha 27 de Febrero de 2019 

2. Fue así como consecuencia de lo anterior, el Juzgado fallador, profirió el 
respectivo auto admisorio  de la demanda 

3. Tanto la demanda principal como su subsiguiente Juramento estimatorio, fueron 
puestos a consideración de la parte demandada, al serle notificado el auto 
admisorio 

4. Tanto en el trascurso de la audiencia, como en la motivación del fallo proferido, 
la Juez falladora, desconoce la existencia de la solicitud pretensional del 
reconocimiento de perjuicios y de juramento estimatorio, que le permitiera 
contemplar el aspecto de los perjuicios ocasionados, por la parte demandada, en 
su posición de no restituir los inmuebles , no obstante la existencia del numeral 
cuarto en el PETITUM de la Demanda, coadyuvado o reafirmado con el escrito 
subsanatorio de la demanda que aportó el JURAMENTO ESTIMATORIO de dichos 
perjuicios. 

5. Es de tener en cuenta, adicionalmente, que en sus consideraciones de la 
sentencia, la Juez de primera instancia, aduce que los pagos de los servicios 
públicos y expensas de administración responsabilidad  del demandado vencido 
en juicio tuvieron que ser asumidos por mi poderdante, por un valor cercano a los 
24 millones de pesos, cubriendo las expensas de administración entre los años 
2013 a 2018, obviando que dichos valores se debían incrementar hasta la 
actualidad, ya que son de tracto sucesivo, toda vez que se causan mes a mes, a 
razón de $450.000 por período mensual, que pesos más, pesos menos asciende a 
nueve millones de pesos. 

6. No es de entendimiento de razón lógica y procesal, que un demandado, vencido 
en juicio, sea amparado por una investidura judicial, para UN ENRIQUECIMIENTO 
SIN JUSTA CAUSA, en detrimento de mi mandante, afectada no sólo por la 
posición tozuda del demandado en restituir los inmuebles, sino en el detrimento 
patrimonial visto a simple óptica, hacia la aquí demandante ; ya que dentro de 



los parámetros del fallo, sí favorable a mi mandante ante su pretensión de 
restitución de los inmuebles, no fue cobijada en los valores monetarios de sus 
perjuicios, tanto materiales como morales 

 
PETITUM EN RAZÓN DE LA APELACION ADHESIVA EN CUANTO CONDENA DE 
PERJUICIOS 
 
Es por lo anterior, que solicito a su Despacho, Señores Magistrados se considere la 
afectación patrimonial  de mi mandante, en el tiempo de espera, a que el 
demandado restituyera sus inmuebles, y que a través de los casi 8 años desde el 
2013, estuvo obligada a sufragar las obligaciones causadas por la habitación del 
demandado, además de tener que asumir arriendos para su propia vivienda y de  su 
zozobra emocional ; que solicito se COMPLEMENTE por parte de sus investiduras, el 
fallo proferido por el Juzgado 36 Civil del Circuito de Bogotá, D.C. :  
1. CONDENANDO A PAGAR AL DEMANDADO EN FAVOR DE SU DEMANDANTE, una 

SUMA EQUIVALENTE A LOS ITEMS DISCRIMINADOS Y ACTUALIZADOS EN EL 
ESCRITO DEL JURAMENTO ESTIMATORIO que ascienden para dicha época de la 
demanda a $311.531.880 

2. Decretar, la indexación de dicho valor hasta el momento del pago 
3. Establecer el término de  pago dicho valor 
 
 
En cuanto, las AGENCIAS EN DERECHO-   
 
CONSIDERACIONES 
 
1. El Despacho Fallador, condena a pagar al Demandado, la suma de $1.000.000, 

como Agencias en Derecho ; lo cual es ajeno a la realidad del proceso, en cuanto 
la cuantía de las pretensiones principales, acogidas en el fallo proferido ; ya que 
los inmuebles se encuentran estimados en un valor CATASTRAL de $ 280.567.000 
y $28.791.000, respectivamente, para el apartamento y el garaje ; que definen 
según la ley un valor comercial estimado en un 50% adicional ; representando $  
464.037.000 para el momento de la presentación de la demanda. 

 
2.  Es de llamar a considerar la SENTENCIA 2015-00657 DE 18 DE ENERO DE 2018 

C.E. -  S. Contenciosa Administrativa. Sección Segunda - MP Hernández Gómez ) 
 

 La :IMPOSICIÓN DE COSTAS PROCESALES INCLUYE LAS AGENCIAS EN 
DERECHO QUE CORRESPONDEN A LOS GASTOS POR CONCEPTO DE 
APODERAMIENTO DENTRO DEL PROCESO. SE EXPLICA QUE LAS COSTAS 
EN EL PROCESO SON TODOS LOS GASTOS NECESARIOS DENTRO DE UNA 
ACTUACIÓN DE ESA NATURALEZA Y COMPRENDE LAS EXPENSAS DEL 
PROCESO LLAMADOS EN LA LEY 1437 DEL 2011 Y OTROS COMO LOS 
HONORARIOS DE AUXILIARES DE LA JUSTICIA, TRANSPORTE DEL 



EXPEDIENTE, PÓLIZAS. DE IGUAL FORMA, SE SEÑALÓ QUE COSTAS 
INCLUYE LAS AGENCIAS EN DERECHO QUE CORRESPONDEN A LOS 
GASTOS POR CONCEPTO DE APODERAMIENTO DENTRO DEL PROCESO, Y 
EL JUEZ LAS RECONOCE DISCRECIONALMENTE A FAVOR DE LA PARTE 
VENCEDORA CONFORME LO ESTABLECE EL ARTÍCULO 366 DEL CÓDIGO 
GENERAL DEL PROCESO, Y NO DEBEN CORRESPONDER 
NECESARIAMENTE AL MISMO MONTO DE LOS HONORARIOS PAGADOS 
POR DICHA PARTE A SU ABOGADO…………, ASÍ COMO LA COMPLEJIDAD 
E INTENSIDAD DE LA PARTICIPACIÓN PROCESAL. 

3. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió, el pasado 5 
de agosto, el acuerdo PSAA-16- 10554, que establece las tarifas reguladoras de 
las agencias en derecho aplicables a los procesos que se tramiten en las 
especialidades civil, familia, laboral y penal de la jurisdicción ordinaria y a los de 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo, ordenadas en el artículo 366, 
numeral 4°, de la Ley 1564 del 2012, Código General del Proceso 

En su art. 4 define las AGENCIAS en Derecho sobre DECLARATIVOS en GENERAL, 
de Mayor     cuantía entre 3.5% y 7%, lo cual la complejidad del proceso, la labor 
desarrollada por la Parte Actora , es de considerarse el 7% del valor de las 
pretensiones, que equivale a la suma de  $ 32.480.000 

 

PETITUM EN CUANTO LA APELACION ADHESIVA SOBRE LAS AGENCIAS EN DERECHO 

En virtud de lo anterior, solicito, reformar el aparte de las AGENCIAS EN DERECHO, 
estableciendo un valor acorde al ACUERDO PSAA-16-10554 y las pretensiones principales 
sobre los inmuebles con un valor comercial actual estimado en la suma de $ 464.037.000 
; SOLICITO 
 

1. REFORMAR el valor de la AGENCIAS EN DERECHO , condenando a pagar a la 
parte demandada por dicho ítem, la suma de $32.480.000, en favor del 
apoderado de la Parte actora ALBERTH HARB PUIG. 

 
SOLICITUD ESPECIAL  
 
Consecuentemente, a la presente Apelación adhesiva, solicito a su Despacho  
COMPLEMENTAR y MODIFICAR el  fallo proferido, en cuanto los dos aspectos indicados, 
manteniendo en firme todos los demás aspectos contemplados en la citada providencia ; 
ya que los planteamientos esgrimidos por la apoderada del demandado,  como 
inconformismo ; son ajenos a la realidad procesal y a la verdad probada. 
 
 
 



PRUEBAS OBRANTES EN EL PLENARIO NO CONSIDERADAS POR A QUO  
 
De conformidad, con las normas procesales, solicito se tenga en cuenta las piezas 
procesales relacionadas, obrantes en el plenario como PRUEBA 
 

1. Copia del Juramento estimatorio allegado al proceso como escrito de 
subsanación, que debe obrar en el proceso 

2. Vigencia  Avalúo catastral allegado inicialmente al proceso del 2018 
 
Ambos documentos  obrantes dentro del plenario del proceso. 

 
 
Reiterándole mis respetos, 
 
 
 
ALBERTH HARB PUIG 
c.c. 19.194.996 Bogotá 
T.P. 34082 C.S.J. 
albergue53@yahoo.es 
3112024104 
Calle 53 B No. 27-24 0f. 105 Bogotá, D.C. 
 

 

 
 
 
 



 

Calle 95 #11-51 oficina 302 y 303, Bogotá D.C. Teléfono 7444889, Celular 301 2097728, 

correo electrónico alvaroedd@hotmail.com 

 

 

 
Bogotá D.C., 03 de febrero de 2021 

 
                                                                                                   

SEÑORES  

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. – SALA PRIMERA CIVIL DE DECISIÓN  

MAGISTRADA: ADRIANA AYALA PULGARIN  

 
Referencia:  

 

Radicado: 11001310304620170030802 

Proceso ejecutivo  

Demandante: PAYANES ASOCIADOS S.A.S. 

Demandado: PROMOTORA TERRAZZINO S.A.  

Asunto: Recurso de Apelación y en subsidio de reposición contra Auto de 29 de 

enero de 2021 notificado por estado el 01 de febrero de 2021.  

    

ALVARO DIAZGRANADOS DE PABLO, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de 

Bogotá D.C., identificado con la cédula de ciudadanía No. 85.154.567 expedida 
en Santa Marta, abogado en ejercicio con tarjeta profesional No. 206.576 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de apoderado 
especial de la sociedad PAYANES ASOCIADOS S.A.S identificada con NIT. 

860.063.108-7, representada legamente por JORGE ALBERTO PAYAN VILLAMIZAR 

identificado con Cedula de Ciudadanía No. 16.252.989; me permito presentar 
RECURSO DE REPOSICIÓN contra Auto de 29 de enero de 2021 notificado por estado 

el 01 de febrero de 2021. 

 
HECHOS 

 
1. El 15 de diciembre de 2020 se llevo a cabo Audiencia publica de 

sustentación y fallo.  
2. El 16 de diciembre de 2020 se radicó Solicitud de adición a Sentencia 

adoptada en Audiencia Publica de 15 de diciembre de 2020.  

3. Mediante Auto de 29 de enero de 2021 notificado por estado de 01 de 
febrero de 2021, se negó la solicitud de adición de sentencia por 

extemporánea, aseverando que la misma debía ser interpuesta en 
audiencia.  
 

 
 

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN  

 

El artículo 321 del Código General del Proceso, establece cuales son los autos 
proferidos en primera instancia que son apelables, en el numeral 7 indica que:  
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“7.El que por cualquier causa le ponga fin al proceso.” 

En vista de que estamos ante un evento en el cual el auto proferido pone fin al 
proceso, toda vez que ya no es procedente ningún tipo de recurso y ni solicitud, es 

dable afirmar que el mismo es un auto susceptible del recurso de apelación.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

 

De acuerdo con los hechos expuestos es menester señalar que, las peticiones para 

que se diera la lectura completa para el conocimiento de fondo de la providencia 
proferida el 15 de diciembre de 2020 en audiencia de fallo, no fue posible, a pesar 
de que se insistió en la misma, el Juzgador manifestó que de manera posterior se 

podría tener acceso al acta de audiencia.  
 

Es así que, una vez se pudo tener acceso a la sentencia, inmediatamente al revisar 
la parte resolutiva de la misma se observo que hubo una omisión, no hubo 

pronunciamiento sobre una de las pretensiones incluidas en la demanda ejecutiva 
incoada contra PROMOTORA TERRAZZINO S.A., consistente en que fueran pagadas 
las sumas de dinero por concepto de mora y lucro cesante derivadas de la no 

explotación de los arriendos de la oficina Unidad 607 y el garaje No. 1 del proyecto 
Salitre Office; sobre los cuales también se pidió la respectiva indexación al 

momento de su pago efectivo.  
 

Al advertirse tal circunstancia, se presentó solicitud de adición de fallo, con la 
finalidad de obtener un pronunciamiento respecto de las pretensiones que no 
fueron resueltas en la decisión adoptada.  

 
Sin embargo, el 29 de enero de 2020 se emitió auto que fue notificado por estado 

el 1 de febrero de 2020, aseverando que la solicitud de adición fue realizada de 
manera extemporánea porque la misma debió haber sido realizada dentro de 

audiencia.  
 
Frente a esta decisión adoptada, se realizan varias precisiones, la primera se refiere 

a que durante el desarrollo de la audiencia se cuestiono sobre el pago de las sumas 
de dinero que fueron solicitadas por concepto de mora y lucro cesante, y la 

magistrada ponente insistió en que en el fallo (el acta de audiencia) se 
especificaba; y al hacer la revisión del mismo se observó que NO SE PRONUNCIÓ 
EN ABSOLUTO SOBRE ESE TEMA, resulta contradictorio que indique que se puede 

observar un tema en el fallo y que al ir a revisarlo no se encuentre el mismo; y al 
solicitar su adición se niegue hacerla alegando que la misma fue extemporánea, 

cuando desde un primer momento la irregularidad respecto a que no se había 
pronunciado sobre todas las pretensiones se había puesto de presente.  
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La segunda precisión, es respecto a la oportunidad, a todas luces la solicitud de 
adición no es extemporánea; el artículo 287 del Código General del Proceso 

consagra la adición, señalando que la sentencia que omita cualquiera de los 
extremos de la Litis podrá adicionarse dentro de la ejecutoria, de oficio o a solicitud 

de parte. En este caso, fue solicitado de parte y la misma se realizó al día siguiente 
de celebrada la audiencia, dejando la salvedad de que en la misma audiencia se 

cuestionó sobre el asunto que no fue objeto de pronunciamiento y el magistrado 
indicó que en la sentencia estaba.  
 

Frente a esto debe indicarse que, toda vez que no hay norma en concreto sobre 
el termino para solicitar la adición de la sentencia proferida en audiencia, se 

propone la analogía legis1 con el articulo 322 del Código General del Proceso que 
consagra el recurso de apelación contra las providencias emitidas en audiencia, 
que señala que:  

 

(…) Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de 

interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o 

dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de 

la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de 

manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los 
cuales versará la sustentación que hará ante el superior. (…) (negrilla fuera 
de texto) 

 
Es así que, como se mencionó, se reitera que en la misma audiencia se pregunto 

sobre el asunto omitido en la sentencia, y el mismo fue ignorado; por lo que de 
acuerdo con esta norma se contaban con tres (3) días para sustentar los 

argumentos por los cuales se creía procedente una solicitud de adición, luego de 
que efectivamente se verificó que el fallo no tenia pronunciamiento alguno; al no 
darle resolución a la solicitud elevada se están vulnerando flagrantemente el 

derecho al acceso a la administración de justicia; y hay una vulneración del 
principio de congruencia que debe regir todas las providencias.  

 
Con base lo anterior la jurisprudencia de la corte constitucional ha sostenido que:  
 

El juez debe tomar su decisión de manera congruente con los hechos, 
pretensiones y excepciones probadas dentro del proceso. Por lo tanto, no 

podrá proferir una sentencia en la que se pronuncie acerca de algo que 
no fue solicitado por las partes (extra petita) o en la que otorgue más de 

 
1 C-083/95 Cuando el juez razona por analogía, aplica la ley a una situación no 

contemplada explícitamente en ella, pero esencialmente igual, para los efectos de su 

regulación jurídica, a la que sí lo está. Esta modalidad se conoce en doctrina como 
analogia legis, y se la contrasta con la analogia juris en la cual, a partir de diversas 

disposiciones del ordenamiento, se extraen los principios generales que las informan, por 

una suerte de inducción, y se aplican a casos o situaciones no previstas de modo expreso 
en una norma determinada. 
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lo pedido (ultra petita), pero tampoco podrá fallar sin pronunciarse acerca 

de todas las pretensiones, pues de lo contrario deberá explicar de manera 

suficiente las razones por las cuales omitió referirse a algún pedimento. 
(negrilla fuera de texto).  

 
Se concluye que, en el caso objeto de estudio la magistrada ponente al omitir 

proncunciarse sobre todas las pretenciones estaría trasngrediendo el principio 
de congruencia, y de igual modo al evadir la solicitud de adición viola el 
derecho al acceso a la administración de justicia; toda vez que, tal y como se 

explicó la solicitud de adición no fue extemporanea.  
 

 
Agradezco la atención prestada.  
 

Atentamente,  
 

 
 

 
________________________________________         

ALVARO EFRAÍN DIAZGRANADOS DE PABLO                                                  

 C.C. No. 85.154.567 

 T.P. 206.576 del C.S de la J.  
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Bogotá D.C., 3 de febrero de 2021 
 
 
Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL 
Magistrado Luis Roberto Suárez González 
 
 

Número del proceso: 002-2018-00415-01 
 

Demandante: Carbosan Ltda. 
 
Demandados: Jaime Andrés Díaz y Peter Howard Burrowes  

 
Asunto:  Sustentación del recurso de apelación 

 
 

Respetados señores: 
 
JOSÉ MIGUEL MENDOZA, identificado como aparece bajo mi firma, 

actuando en calidad de apoderado reconocido de Carbosan Ltda. (la 
“Compañía”), por medio de este escrito me permito sustentar, en los términos 
del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, el recurso de apelación interpuesto 
contra la sentencia proferida por la Delegatura para Procedimientos Mercantiles 
de la Superintendencia de Sociedades (la “Superintendencia” o la “Delegatura”) 
en audiencia del 10 de diciembre de 2020 (la “Sentencia”).  

 
I. Oportunidad 

 
De conformidad con el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, y en atención 

a lo dispuesto por el Honorable Tribunal mediante auto notificado el 27 de enero 
de 2021, hoy vence el término para sustentar el recurso de apelación interpuesto 
contra la Sentencia. 
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II. Fundamentos jurídicos 
 
A continuación se explicará que la Superintendencia de Sociedades 

incurrió en incontables errores jurídicos y fácticos que la llevaron a la 
equivocada conclusión según la cual el régimen de conflictos de intereses no 
aplicaba al caso concreto (C). Así mismo, la Superintendencia concluyó 
erradamente, como consecuencia de múltiples defectos en su razonamiento, que 
los demandados no violaron su deber de lealtad al ocultar información relevante 
para la Compañía (B).  
 

A. Varios errores graves llevaron a la Superintendencia a concluir que 
el régimen de conflictos de intereses no resultaba aplicable al caso 

 
En este capítulo se explicará que la Delegatura para Procedimientos 

Mercantiles incurrió en numerosos y graves errores que la llevaron a concluir, 
equivocadamente, que los demandados no infringieron el régimen societario 
aplicable en contextos de conflictos de intereses. Concretamente, a continuación 
se sostendrá que la Sentencia adolece de los siguientes defectos: 

 
1) La Superintendencia aplicó una versión distorsionada del régimen de 

conflictos de intereses que contraría su propia jurisprudencia. En 
particular, de manera inexplicable la Delegatura concluye que el régimen 
de conflictos de intereses solo aplica cuando el administrador contrata 
directamente con la compañía o cuando lo hace a través de otra sociedad 
en la que detenta una participación relevante. 
 

2) La Superintendencia de Sociedades desconoció una multiplicidad de 
pruebas disponibles que demuestran, con absoluta contundencia, que los 
demandados intervinieron directamente en la celebración del contrato 
entre Carbosan Ltda. y Sloane Mining. No solo participaron en múltiples 
deliberaciones de junta directiva, sino que también intercedieron de 
manera activa y determinante en la suscripción del contrato. 

 
3) La Delegatura para Procedimientos Mercantiles edificó su Sentencia en 

terno a un supuesto fáctico errado, según el cual Carbosan Ltda. es 
subordinada de Carbones de los Andes (CarboAndes) S.A., un socio 
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minoritario. Esta premisa, central en la argumentación de la 
Superintendencia, carece por completo de asidero en la realidad. 
 

4) Uno de los argumentos centrales de la Sentencia constituye un flagrante 
desconocimiento del principio de relatividad de los negocios jurídicos, en 
la medida en que le hace extensible a Carbosan Ltda. los efectos de un 
contrato suscrito por CarboAndes S.A. y que mi poderdante jamás 
suscribió.  

 
Cualquiera de los defectos reseñados, en nuestro criterio, debería dar 

lugar a la revocatoria del fallo impugnado. En las siguientes subsecciones se 
ahondará en cada uno ellos. 

 
1. La Superintendencia aplicó una versión distorsionada del régimen 

de conflictos de intereses que contraría su propia jurisprudencia 
 

En la demanda presentada por Carbosan Ltda. se argumentó—y a lo largo 
del proceso se acreditó plenamente—que el contrato para la prestación de 
servicios portuarios suscrito con Sloane Mining Services Sucursal Colombia el 
2 de junio de 2015 les comportó un claro conflicto de intereses a Peter Burrowes 
y a Jaime Díaz, en su calidad de miembros de la junta directiva de mi 
poderdante. Ciertamente, se trató de un negocio jurídico entre Carbosan Ltda. y 
una entidad perteneciente al grupo empresarial Sloane (“Grupo Sloane”) con el 
cual ambos demandados mantenían profusos y estrechos vínculos.  
 

La Superintendencia, sin embargo, determinó que el régimen colombiano 
en materia de conflictos de intereses—vertido en el numeral 7 del artículo 23 
de la Ley 222 de 1995—no resultaba aplicable en el presente caso. Lo anterior, 
en primera medida, por cuanto el negocio jurídico conflictuado no se celebró 
directamente con los administradores demandados. En palabras de la 
Delegatura: 

 
“También sobre este particular esos múltiples vínculos, nos 

deja claro, en todo caso, que los demandados no participaron 
directamente del negocio jurídico. Es decir, tienen vínculos por un 
lado, tienen vínculos con el otro, pero ellos no participaron 
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directamente en el negocio jurídico que está inmerso en el 
conflicto” (se resalta).1 
 
Así mismo, la Superintendencia concluyó que el referido régimen de 

conflictos no resultaba aplicable toda vez que tampoco se logró probar que los 
administradores demandados tuviesen una participación accionaria relevante en 
Sloane Mining o en alguna otra entidad del grupo empresarial del cual hace 
parte dicha sucursal. En palabras de la Delegatura:  

 
“los administradores [...] si bien tenían la representación legal 

de unas sociedades del Grupo Sloane [...] o eran apoderados 
generales, [...esto] no implica necesariamente un interés directo [...] 
Por el contrario, las pruebas llevan más bien a pensar que [...] no 
eran como tal los accionistas en un porcentaje relevante, [o] por 
lo menos ni siquiera se probó que fuera relevante” (se resalta).2 

 
Según se verá a continuación, este razonamiento de la Superintendencia 

de Sociedades adolece de serísimos defectos. En verdad, la Sentencia 
desatendió injustificadamente la inversión de cargas probatorias ordenada 
previamente en el proceso (a), restringió indebidamente el abanico de posibles 
conflictos de intereses (b) y por tanto omitió varias circunstancias que 
claramente nublaron el juicio objetivo de los administradores (c). 

 
a. La Superintendencia desconoció la inversión de cargas probatorias 

 
Lo primero que debe advertirse es que la Superintendencia de Sociedades 

sustentó su decisión en la ausencia de pruebas que acreditaran que los 
demandados tuviesen una participación accionaria relevante en el Grupo 
Sloane. Ciertamente, debe recordarse que la Delegatura señaló que los 
demandados “no eran como tal los accionistas en un porcentaje relevante, [o] 
por lo menos ni siquiera se probó que fuera relevante” (se resalta). Lo que 
la Sentencia pasó por alto, de entrada, es que en el transcurso del presente 
proceso se había resuelto, mediante auto proferido en audiencia del 27 de 

 
1  Sentencia del 10 de diciembre de 2020, página 2 de la transcripción que se anexa. 
2  Id., p. 3 
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octubre de 2020, invertir la carga de la prueba a los demandados en relación con 
este asunto.  

 
Ciertamente, durante la diligencia en comento se les asignó a los señores 

Díaz y Burrowes la carga de desacreditar que tuviesen relaciones societarias o 
de otra índole con el referido grupo empresarial. Sobre este particular, el propio 
apoderado de los demandados, en memorial del 30 de noviembre de 2020, 
manifestó que “no se puede afirmar que hay ausencia de vinculación con las 
empresas pertenecientes a esos Grupos en el periodo comprendido entre el año 
2013 y la fecha” (se resalta).3 Sorprende, por consiguiente, que ante la ausencia 
de pruebas en relación la “relevancia” de su participación accionaria en el 
Grupo Sloane, la Superintendencia haya extraído conclusiones desfavorables 
para la demandante y no para los demandados, quienes en últimas debían cargar 
con la referida carga probatoria. La postura de la Superintendencia, sin duda, 
constituye un flagrante desconocimiento de sus propias decisiones en materia 
probatoria que repercute directamente en el sentido de la Sentencia. 
 

b. La Superintendencia limitó indebidamente el universo de conflictos 
de intereses 

 
Sin perjuicio de lo anterior, es indispensable resaltar también que la 

jurisprudencia ha reconocido, a diferencia de lo planteado en la Sentencia, que 
el régimen de conflictos de intereses no se agota exclusivamente en aquellos 
casos en que el administrador demandado participa directamente en el negocio 
correspondiente o detenta una participación accionaria relevante en alguna 
compañía que contrata con la sociedad en la que ejerce sus funciones. Por el 
contrario, son varias las situaciones fácticas, reconocidas en jurisprudencia 
reiterada, que podrían nublar el juicio objetivo del administrador y que, por lo 
mismo, deberían someterse al régimen del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 
222 de 1995. En otras palabras, la Superintendencia constriñó 
inexplicablemente el alcance del régimen en materia de conflictos de intereses 
al circunscribirlo exclusivamente a aquellos supuestos en los que el 
administrador detenta una participación directa y relevante en algún vehículo 
societario que contrata con la compañía.  

 
3  Cfr. memorial n.º 2020-01-616196-AAD del 30 de noviembre de 2020. 
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Contrario a lo planteado en la Sentencia, son copiosos los antecedentes 

judiciales que advierten la existencia de conflictos de intereses en una otras 
hipótesis donde efectivamente se ve nublado el juicio objetivo del 
administrador. Ciertamente, a partir del caso de Luque Torres Ltda., la 
mismísima Delegatura para Procedimientos Mercantiles decantó los criterios 
analíticos que pueden usar los jueces para identificar los conflictos de ese tipo. 
En palabras de la Superintendencia, “[e]l análisis que haga el juez buscará 
establecer si el administrador cuenta con un interés que pueda nublar su 
juicio objetivo en el curso de una operación determinada. Para el efecto, deben 
acreditarse circunstancias que representen un verdadero riesgo de que el 
discernimiento del administrador se vea comprometido […]” (se resalta).4  
 

Debe resaltarse, por lo demás, que la postura vertida en el párrafo anterior 
había sido reiterada en varias ocasiones por el actual Delegado para 
Procedimientos Mercantiles. Así, por ejemplo, en la sentencia n.º 2019-01-
015203 del 24 de enero de 2019, el referido funcionario judicial advirtió lo 
siguiente: 

 
“Para resolver estos cargos, es necesario hacer referencia a lo 

que ha manifestado esta Superintendencia en otras oportunidades, 
frente al conflicto de interés de los administradores al celebrar 
contratos con la compañía en la que ejercen sus funciones ya sea a 
título personal o a través de compañías de las que son asociados o 
representantes legales. Así, en el caso de Luque Torres Ltda., se 
estudiaron los supuestos de hecho que podrían dar lugar a la 
configuración de conflictos de interés. Es así como, en la sentencia 
n.° 800-52 del 1 de septiembre de 2014 se expresó lo siguiente: ‘[... 
e]l análisis que haga el juez buscará establecer si el administrador 
cuenta con un interés que pueda nublar su juicio objetivo en el curso 
de una operación determinada. Para el efecto, deben acreditarse 
circunstancias que representen un verdadero riesgo de que el 
discernimiento del administrador se vea comprometido’” (se 
resalta). 

 
4  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-52 de 2014.  
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En efecto, más allá de la estrecha situación de conflicto de intereses que 

se planteó ahora la Sentencia—limitada exclusivamente a la participación 
directa y relevante en el capital de otra compañía—lo cierto es que en la 
jurisprudencia societaria de los últimos años, incluida la proferida por el mismo 
funcionario judicial, se ha reconocido que los conflictos de intereses se pueden 
suscitar en otros contextos. Así, la Superintendencia ha aceptado que este tipo 
de conflictos se configuran cuando la compañía contrata directamente con 
personas que guardan estrechos vínculos de consanguinidad o afinidad con el 
administrador. Es el caso, por mencionar solo algunos, de operaciones con el 
cónyuge,5 los hijos,6 o los padres del administrador.7 También se ha reconocido 
ampliamente que los conflictos de intereses surgen aunque los 
administradores—o las personas estrechamente vinculadas a ellos—no 
intervengan en el negocio jurídico de manera directa sino a través de sociedades 
u otros vehículos de inversión en los que tengan un interés económico u ocupen 
algún cargo de gestión. Este es el caso, por ejemplo, de operaciones celebradas 
con fideicomisos o patrimonios autónomos de los que el administrador, o sus 
parientes, son beneficiarios.8 Así mismo, encajan en este supuesto los negocios 
celebrados con una compañía controlada por el administrador,9 así como los 
contratos suscritos entre dos sociedades en las que un mismo sujeto ocupa 
cargos de administración.10 

 
Otro escenario en el que la Delegatura para Procedimientos Mercantiles 

ha identificado conflictos de intereses, tiene que ver con contratos celebrados 
directamente con el accionista controlante de la compañía. Según lo explicó la 
Superintendencia de Sociedades en el caso de Handler S.A.S., una operación de 
esta naturaleza “le representa un manifiesto conflicto de interés a los 
administradores [...]. En efecto, la relación de dependencia que existe entre 
controlantes y administradores es de suficiente entidad como para 
comprometer el juicio objetivo de estos funcionarios en el curso de una 

 
5  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-29 de 2014. 
6  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-133 de 2015. 
7  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-102 de 2015. 
8  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 800-11501 de 2015.  
9  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 800-15368 de 2015. 
10  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 800-7259 de 2014. 
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operación determinada” (se resalta).11 Esta postura ha sido reiterada en varias 
ocasiones por la Superintendencia de Sociedades en el marco, por ejemplo, de 
enajenaciones de activos sociales a favor del controlante, 12 así como de 
prestamos y anticipos pagados por la compañía al controlante o a personas 
vinculadas a él, 13 e incluso en el contexto de negocios que no involucran 
directamente al controlante sino a otras sociedades o vehículos en los que tiene 
un interés económico. 14 

 
Resulta a todas luces incomprensible, por lo tanto, que en un viraje 

injustificado de su jurisprudencia consolidada, la Delegatura para 
Procedimientos Mercantiles descarte ahora la aplicabilidad del régimen de 
conflictos de intereses cuando el administrador no detenta un porcentaje directo 
y relevante de participación en una sociedad que contrata con la compañía en la 
que ejerce sus funciones. Semejante cambio infundado en su jurisprudencia— 
además de rayar en una vía de hecho por desatender sin sustento precedentes 
vinculantes15—incidió de manera determinante en la decisión final de la 
Superintendencia de Sociedades. 

 
Ciertamente, esta nueva y miope aproximación, tal y como se verá a 

continuación, fue la que llevó a que en la Sentencia se pasaran completamente 
por alto otras circunstancias conflictivas que sin duda nublaron el juicio objetivo 
de los demandados y, por lo mismo, exigían atender el numeral 7 del artículo 
23 de la Ley 222. 

 
c. Pocos casos involucran tantos y tan marcados conflictos de intereses 

 
 

11  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-142 de 2015. 
12  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 800-6317 de 2016. 
13  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-52 de 2016. 
14  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 800-15314 de 2015. 
15  Según lo ha explicado de manera reiterada la Corte Constitucional, “el 

desconocimiento sin debida justificación del precedente judicial configura un 
defecto sustantivo, en la medida en que su respeto es una obligación de todas las 
autoridades judiciales—sea esteprecedente horizontal o vertical-, en virtud de los 
principios del debido proceso, igualdad y buena fe” (se resalta). Cfr. sentencia T-102 
de 2014. 

 



 
 
 

 
 

Página 9 de 50 
 

Así las cosas, a la luz de la jurisprudencia reiterada de la 
Superintendencia de Sociedades—inexplicablemente pasada por alto en la 
Sentencia—no cabría duda de que los administradores demandados sí estaban 
incursos en numerosos y evidentísimos conflictos de intereses capaces de nublar 
su juicio objetivo en todas las actuaciones relacionadas con el contrato suscrito 
entre Carbosan Ltda. y Sloane Mining Services Sucursal Colombia.  

 
En efecto, se encuentra plenamente acreditado que, para la época en que 

se celebró el contrato de prestación de servicios entre Sloane Mining y Carbosan 
Ltda., ambos demandados tenían variados y cercanos vínculos con entidades 
del grupo al que pertenecía Sloane Mining. Cabe recordar, en este sentido, que 
la Superintendencia de Sociedades declaró configurado un grupo empresarial 
conformado por las siguientes entidades: (i) Sloane Investments Corporation, 
con su sucursal en Colombia, (ii) Sloane Logistics S.A.S., (iii) Sloane 
International Trading Corp. CI S.A.S. y (iv) Sloane Mining Services, con su 
sucursal en Colombia.16 Es con este grupo, justamente, que los demandados han 
tenido las más profundas relaciones, según se ilustra en el siguiente esquema: 
  

 
16  Cfr. Resoluciones n.º 302-6274 de 2019 y 300-2637 de 2020. Es importante recalcar 

que al amparo del artículo 28 de la Ley 222, un grupo empresarial presupone la 
existencia de una unidad de propósito y dirección. Según lo ha explicado Gaitán Rozo 
“[e]xiste unidad de propósito y dirección cuando la existencia y actividades de las 
entidades persigan la consecución de un objetivo determinado por la matriz [...]. 
La Superintendencia de Sociedades ha precisado que el concepto de ‘unidad de 
propósito y dirección’ se exterioriza en aquellos grupos en que, por ejemplo, además 
de tener administradores comunes, se verifican [...] políticas comunes 
administrativas, contables [...] que evidencien que finalmente existen 
importantes objetivos comunes” (se resalta). Andrés Gaitán Rozo, Grupos 
empresariales y control de sociedades en Colombia (2011, Bogotá, D.C., 
Superintendencia de Sociedades) pp. 68 y 69 
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Esquema 1 
Relaciones de demandados con Grupo Sloane 

2 de junio de 2015 
 

 
En verdad, los certificados de existencia y representación vigentes que 

fueron aportados al proceso el 26 de octubre mediante memorial n.º 2020-01-
568647-AAA, así como varios otros documentos que obran en el expediente, 
permiten apreciar que los siguientes vínculos entre los demandados y el Grupo 
Sloane estaban vigentes en la época en que se celebró el contrato con Carbosan 
Ltda.: 

 
i. Peter Burrowes ha sido representante legal de Sloane Logistics S.A.S. 

desde diciembre de 2013 y hasta la fecha, sin que jamás haya renunciado 
a dicho cargo. 
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ii. Peter Burrowes ostentó la representación legal de Sloane International 

Trading Corp C.I. S.A.S. desde diciembre de 2013 y hasta octubre de 
2015, cuando presentó su carta de renuncia.  

 
iii. Según consta en el anexo n.º 21 de la demanda, Jaime Díaz ha sido 

apoderado general para la administración de Sloane Investments 
Corporation, matriz del grupo empresarial, desde septiembre de 2014. 

 
iv. En igual sentido, el anexo n.º 6 de la demanda demuestra que el señor 

Díaz ha sido también apoderado general de Sloane Investments 
Corporation, sucursal Colombia, desde enero de 2012. 
 
En otras palabras, es indudable que durante el primer semestre de 2015—

y particularmente para la época en que se celebró el contrato con mi 
poderdante—los señores Burrowes y Díaz mantuvieron vínculos con 
sociedades del mismo grupo empresarial al que pertenecía Sloane Mining.  

 
Por si lo anterior fuera poco, Peter Burrowes admitió tener manejo 

absoluto de Sloane Energy Colombia S.A.S., sociedad que también obtenía 
beneficios económicos del Grupo Sloane, por virtud de un contrato de 
prestación de servicios de back office a favor de Sloane Logistics S.A.S., 
compañía perteneciente al mismo grupo, según se puede apreciar en los 
siguientes extractos del interrogatorio correspondiente: 
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Así mismo, Díaz confesó también ser accionista de SI Services, compañía 

que, según reconoció, le prestó servicios de back office a Sloane Mining a 
comienzos de 2015: 

Interrogatorio de Peter Burrowes 
 
Pregunta: “A mí me quedó la duda de cuál era su relación con Sloane 

Energy Colombia S.A.S.” 
 
Respuesta: “Mi conocimiento, involucramiento, manejo es 100% 

total de esa empresa. Esa empresa es la empresa que hacía 
como, más o menos, no exacto, un poco del back office 
[...]” (se resalta). 

 
Respuesta: “Existe el grupo de servicios compartidos, sobre todo en 

la parte financiera, administrativa contable e 
impuestos. Efectivamente hay unos contratos que se 
firmaron para suministrar este tipo de servicios por parte 
de Sloane Energy Colombia S.A.S. [...] a las empresas 
Central Termoeléctrica La Luna y a la empresa La Luna 
Mining Ltd. sucursal Colombia. [...] También se le 
prestan servicios a Sloane Logistics” (se resalta). 

(1:14:26 a 1:15:55) 

(2:05:56 a 2:07:48.) 
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Finalmente, por si todo lo anterior fuera poco, no deben dejar de traerse 

a colación—como confirmación adicional de los profundos lazos que tienen los 
demandados con Sloane Mining y con otras entidades vinculadas a ella—los 
siguientes hechos reveladores: 

 
i. En noviembre de 2017 tanto Díaz como Burrowes representaron a Sloane 

Mining en negociaciones con Carbosan Ltda., según puede apreciarse en 
el anexo n.º 52 de la demanda. 

 
ii. Sloane Mining tiene sus oficinas registradas actualmente en la Calle 97ª 

No. 9ª 50, Of. 601 de Bogotá, D.C., dirección común de domicilio de 
todas las entidades vinculadas a Sloane que se mencionaron en la 
demanda, según consta en los certificados de existencia y representación 
aportados al expediente, particularmente mediante memorial n.º 2020-01-
568647-AAA. 

 
iii. Tanto Jaime Díaz como Peter Burrowes manifestaron, al contestar la 

demanda, que su dirección personal de notificaciones es la misma Calle 
97A No. 9A-50, Of. 601, de Bogotá. 
 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Pregunta: “¿Podría explicarle al Despacho qué servicios le prestaba 

SI Services a Sloane Mining Services hacia comienzos del 
año 2015?” 

 
Respuesta: “Era un tema de back office. Le prestó servicios integrados. 

Desde manejo de información. Le prestó servicios 
logísticos. Le prestó servicios contables, en algunas más 
que contables era book keeping. Le prestó servicios de 
seguridad. Digamos, eran temas generales de back office”. 

(1:35:40 a 1:36:32.) 
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Así las cosas, difícilmente podría encontrarse otro caso en el que se 
presente, con tanta contundencia como en este, un abanico de situaciones 
fácticas capaces de nublar el juicio objetivo de los administradores. En efecto, 
las pruebas que obran en el expediente dan cuenta de una complejísima y amplia 
red de relaciones económicas, societarias, comerciales y contractuales entre los 
demandados y el Grupo Sloane. La interpretación distorsionada—y 
repentinamente restrictiva—que propuso la Superintendencia de Sociedades 
respecto del régimen de conflictos de intereses, en consecuencia, condujo a 
desconocer que estos vínculos bien podían nublar, y en efecto nublaron, el juicio 
objetivo de los administradores. Semejante defecto sustantivo en la 
argumentación de la Delegatura para Procedimientos Mercantiles debería, por 
sí solo, dar lugar a la revocatoria de la Sentencia apelada. 
 

2. La Superintendencia desconoció pruebas que demuestran la 
intervención de los demandados en la celebración del contrato 
 
Además de lo anterior, en otro cuestionable esfuerzo por sustraer el 

presente caso del régimen de conflictos de intereses, la Superintendencia de 
Sociedades parece advertir—aunque debe señalarse que las consideraciones no 
son del todo claras—que los administradores demandados no intervinieron, 
desde Carbosan Ltda., en la celebración del contrato con Sloane Mining. Según 
se planteó en la Sentencia, los señores Díaz y Burrowes “no participaron 
directamente en el negocio jurídico que está inmerso en el conflicto” (se 
resalta).17 

 
Sin embargo, lo cierto es que las pruebas que obran en el expediente 

desvirtúan abiertamente esta premisa planteada por la Delegatura para 
Procedimientos Mercantiles. Ciertamente, según se puede verificar a partir de 
la simple revisión de las actas de la junta directiva de Carbosan Ltda., los 
demandados participaron en por lo menos cinco reuniones durante las cuales 
deliberaron directamente acerca del contrato con Sloane Mining Services, a 
pesar de que dicho negocio les representaba un evidente conflicto de intereses. 

 
17  Sentencia del 10 de diciembre de 2020, página 2 de la transcripción que se anexa. 
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La siguiente tabla sintetiza las deliberaciones conflictuadas en que participaron 
los demandados: 

 
Tabla 1 

Reuniones de Junta Directiva de Carbosan Ltda. 
Deliberaciones sobre contrato con Sloane Mining.18 

 

Fecha Demandado que 
participó 

Deliberación sobre 
contrato con Sloane 

20-Feb-15 Jaime Díaz Sí 
30-Abr-15 Jaime Díaz Sí 
25-Jun-15 Peter Burrowes Sí 
27-Ago-15 Peter Burrowes Sí 
27-Ene-16 Peter Burrowes Sí 

Total 5 
 

 
Resulta a todas luces alejado de la realidad sostener, como en efecto lo 

hizo la Superintendencia, que los demandados no tuvieron participación alguna 
en la celebración y ejecución del contrato con Sloane Mining Services Sucursal 
Colombia. Por el contrario, ambos intervinieron activamente en las 
deliberaciones de junta referentes a dicho contrato, muy a pesar del conflicto de 
intereses en que estaban inmersos. Esto, evidentemente, contraviene de manera 
frontal el mandato contenido en el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 
1995. 

 
Más aún, debe advertirse que la conclusión de la Superintendencia de 

Sociedades incurre en el grave defecto fáctico de desconocer las propias 
confesiones del señor Jaime Díaz, quien explícitamente reconoció haber 
intervenido activamente e incidido de manera determinante en la suscripción 
del contrato en comento. En verdad, lejos de lo afirmado por la Delegatura para 
Procedimientos Mercantiles en la Sentencia, el demandado confesó 
abiertamente que el perfeccionamiento de dicho negocio jurídico fue en buena 

 
18  Anexos n.º 46, 47, 48, 49 y 50 de la demanda, correspondientes a las actas de las 

reuniones de junta directiva celebradas en las fechas indicadas en el texto principal. 
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medida producto de sus gestiones. Según se puede apreciar en los siguientes 
extractos de sus declaraciones: 
 
 

 
 

 
Ante la contundencia de las pruebas referidas, entones, difícilmente 

puede entenderse la conclusión de la Superintendencia de Sociedades según la 
cual los demandados no tuvieron incidencia alguna en la celebración del 
contrato con Sloane Mining. En verdad, constituye un defecto fáctico 
mayúsculo desconocer el tenor literal de las actas del máximo órgano social—
plena prueba de lo ocurrido en las reuniones, por virtud de lo previsto en el 
artículo 189 del Código de Comercio—así como las propias declaraciones del 
demandado. Este grave error fáctico, por sí solo, debería dar lugar a la 
revocatoria de la Sentencia apelada. 

 
 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “[...] Yo básicamente hice la gestión que me pidió [el 

representante legal] que hiciera. Él me pidió que yo fuera 
y les dijera [a Sloane Mining Services] ‘por favor 
agilicen la firma del contrato, porque sin contrato no 
pueden seguir’ [...]” (se resalta). 

(01:50:24 a 1:50:34) 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Entiendo que les firmaron el contrato después de que 

[el representante legal] me pidió a mí el favor que lo 
hiciera y yo hice la gestión” (se resalta). 

(1:50:40 a 1:50:50) 
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3. La Superintendencia partió del supuesto fáctico fabricado según el 
cual Carbosan Ltda. es subordinada de un socio minoritario 
 
Otro defecto fáctico profundo que llevó a la Superintendencia de 

Sociedades a poner en tela de juicio la aplicabilidad del régimen de conflictos 
de intereses tiene que ver con una supuesta situación de control entre Carbones 
de los Andes S.A., en calidad de presunta matriz, y Carbosan Ltda., como 
subordinada. Incluso se sugiere, sin sustento alguno, que ambas sociedades 
conforman un mismo grupo empresarial. Según se puede apreciar en la 
Sentencia: 

 
“Miren ustedes como el contrato celebrado entre Carbones de 

los Andes S.A. y Sloane Investment Corporation Sucursal 
Colombia, en su numeral 9, señala la participación de los 
demandados en la Junta Directiva de Carbosan, explicada en la 
existencia del contrato. Entonces, miren, en ese contrato 
CarboAndes [...] acuerda con Sloane Investments Corporation 
Sucursal Colombia que, para poder llevar a cabo la colaboración 
entre las dos sociedades y sus grupos de empresas [...] estas dos 
personas vayan y participen [...] en la Junta Directiva [...].19 Es 
decir, Carbosan no los nombra a ellos porque les parecieron divinos, 
porque son los mejores, no. Existe una cláusula que lleva a que estas 
dos personas formen parte de la Junta Directiva, impuestos a 
Carbosan por su matriz que conocía de estas dos personas”.20 
 
Debe señalarse, sin embargo, que Carbones de los Andes (CarboAndes) 

S.A. es un socio minoritario que, por definición, no controla Carbosan Ltda. 
Ciertamente, basta con verificar el certificado de existencia y representación 
legal de mi poderdante, que obra en el expediente como anexo de la demanda, 
para constatar que CarboAndes S.A. (hoy Port & Train S.A.S.) es un socio 
minoritario titular de apenas el 40% de las cuotas en que se divide el capital 
social de Carbosan Ltda. La matriz de mi poderdante, según se puede apreciar 
en el aludido certificado, es la Sociedad Portuaria Regional de Santa Marta 

 
19  Sentencia del 10 de diciembre de 2020, página 6 de la transcripción que se anexa. 
20  Id., p. 7. 
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(SPSM) S.A., titular del 60% de las cuotas sociales junto con la Fundación 
Portuaria de Santa Marta.  

 
Más aún, también puede corroborarse en el certificado de existencia y 

representación de Carbosan Ltda. que desde el 24 de noviembre de 2000 se 
encuentra inscrita la referida situación de control de SPSM S.A. respecto de mi 
poderdante. En igual sentido, el desde el 1 de agosto de 2006 se registró la 
existencia de un grupo empresarial entre ambas sociedades. Resultan por 
completo incomprensibles, pues, las razones que llevaron a la Superintendencia 
de Sociedades a desconoce esta situación de subordinación y a endilgarle el 
control societario a un minoritario. Absolutamente nada en el expediente—
según podrá apreciarlo el Honorable Tribunal—confirma la supuesta situación 
de subordinación fabricada por la Superintendencia. Incluso, basta con revisar 
la Sentencia de la Delegatura para Procedimientos Mercantiles para advertir que 
se trata de una simple premisa ligera, carente de verificación alguna, y 
completamente desprovista de sustento jurídico o fáctico.  

 
Es importante advertir, ahora, que el gravísimo defecto fáctico que acaba 

de anotarse tuvo una incidencia determinante en el sentido del fallo apelado. En 
efecto, la Superintendencia de Sociedades concluyó que la aplicabilidad del 
régimen de conflictos de intereses se vería diluida o menguada en la medida en 
que los vínculos entre los demandados y el Grupo Sloane eran conocidos por la 
supuesta “matriz” de mi poderdante. De allí que, en criterio de la Delegatura, 
resultara innecesario revelar el conflicto al máximo órgano social. En palabras 
de la propia Delegatura: 

 
“¿Entonces el [demandado] qué podía hacer? ¿Podía 

informar de una situación conflictiva? Esa situación conflictiva es 
clara desde el principio, esa situación conflictiva es de 
conocimiento de los accionistas mayoritarios (sic) que los 
nombraron dentro de Carbosan, a los señor Burrowes, por cuenta 
de un acuerdo donde claramente estaban el señor Burrowes y el 
señor Díaz vinculados por el Grupo Sloane. [...] Ese es el tipo de 
casos, este, que lleva una sociedad, al tomar sus decisiones internas 
y al organizar en forma conflictiva su propia administración y llevar 
a este tipo de circunstancias por su decisión particular, digo del 
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accionista mayoritario de la sociedad, y pone entonces dos 
miembros de Junta Directiva y finalmente terminamos en una 
situación como esta” (se resalta).21 

 
Este ficticio e inexistente control, que supuestamente ejerce el socio 

minoritario sobre Carbosan Ltda., fue el que llevó a la Superintendencia a 
concluir que los directores demandados se encontraban dispensados de cumplir 
con el régimen del artículo 23, numeral 7, de la Ley 222, y podían pasar por alto 
revelar sus conflictos de intereses a la junta de socios de la Compañía. Además 
de que semejante conclusión no encuentra asidero fáctico, tampoco tiene 
sustento en el ordenamiento jurídico vigente.  

 
En verdad, ni en la legislación ni en la jurisprudencia se ha contemplado 

que los administradores puedan sustraerse del cumplimiento de la norma en 
comento simplemente con advertir que el supuesto asociado mayoritario estaba 
al tanto, cuando los designó, de los vínculos que nublan su juicio objetivo y dan 
lugar a conflictos de intereses. Al revés, el mismo numeral 7 citado exige la 
“autorización expresa de la junta de socios o la asamblea general de 
accionistas” (se resalta). De allí que la propia Superintendencia haya 
reconocido, en su jurisprudencia reiterada, que dicha autorización no pueda 
deducirse de otras decisiones sociales. En palabras de la Delegatura: 

 
“Sin embargo, las pruebas disponibles no permiten concluir 

que, para celebrar las operaciones controvertidas, se hubiera 
impartido la autorización a que alude el numeral 7 del artículo 23 
de la Ley 222 de 1995. Debe recordarse que el trámite consagrado 
en esa norma supone una manifestación expresa por parte del 
máximo órgano, la cual difícilmente podrá suplirse con 
inferencias o interpretaciones extensivas de otras decisiones 
sociales” (se resalta).22 

 
De aceptarse la tesis infundada que ahora se promueve en la Sentencia, 

necesariamente habría que concluir que aquel administrador que presente al 
 

21  Id., p. 8 
22  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, Carlos Hakim contra Jorge Hakim, 

sentencia n.º 800-52 de 2016. 
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máximo órgano social su árbol genealógico, al momento de ser designado, 
contaría automáticamente con una carta blanca para suscribir tantos contratos 
como desee con sus parientes cercanos. Mal podría aceptarse semejante postura. 

 
En síntesis, pues, debe advertirse que la Superintendencia incurrió en un 

defecto fáctico adicional cuando partió del supuesto, por completo desencajado 
de la realidad, según el cual Carbosan Ltda. era controlada por su socio 
minoritario. Dicha equivocación la condujo a concluir que, por ello mismo, mi 
poderdante estaba al tanto de los conflictos de intereses subyacentes y los 
demandados no debían obtener la autorización expresa exigida en la Ley 222. 
Más aún, este raciocinio de la Delegatura implica un defecto sustantivo pues 
fabrica una excepción a la obligación vertida en el citado numeral 7—
consistente en obtener autorización expresa para contratos conflictuados—que 
contraviene la ley y su propia jurisprudencia. Estos defectos, por sí solos, son 
de suficiente entidad como para que se justifique revocar el fallo impugnado. 
 

4. La Superintendencia pasó enteramente por alto el principio de 
relatividad de los negocios jurídicos 
 
En línea con lo anterior, confundir a los socios controlantes de Carbosan 

Ltda. también contribuyó a que la Superintendencia de Sociedades vulnerara 
abiertamente el principio de relatividad de los negocios jurídicos. En verdad, 
debe recordarse que la Sentencia concluye que el régimen de conflictos de 
intereses no se vulneró en la medida en que los administradores demandados 
fueron designados en sus cargos por Carbosan Ltda. a sabiendas del conflicto 
en que estarían incursos. Lo anterior por cuanto, en criterio de la 
Superintendencia, su designación se produjo en atención a las obligaciones 
pactadas en un contrato de joint venture celebrado por Sloane Investment 
Corporation y CarbonesAndes S.A. el 26 de julio de 2012. En palabras de la 
Delegatura: 
 

“no es que Sloane Mining le haya dicho ‘oiga le voy a poner 
dos personas allá que son buenísimas pero no tienen nada que ver 
conmigo’ [...]. Y esto lleva también a un pleno conocimiento de 
la sociedad demandante del conflicto en el que se encontraban. Es 
decir, los nombraron por el conflicto. [...]. Miren ustedes como el 
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contrato celebrado entre Carbones de los Andes S.A. y Sloane 
Investment Corporation Sucursal Colombia, en su numeral 9, 
señala la participación de los demandados en la Junta Directiva 
de Carbosan [...].23 Es decir, Carbosan no los nombra a ellos porque 
les parecieron divinos, porque son los mejores, no. Existe una 
cláusula que lleva a que estas dos personas formen parte de la 
Junta Directiva, impuestos a Carbosan por su matriz que conocía 
de estas dos personas” (se resalta).24 

 
Sin embargo, este raciocinio de la Delegatura para Procedimientos 

Mercantiles desconoce que Carbosan Ltda. no fue parte del negocio jurídico 
celebrado por uno de sus socios minoritarios con Sloane Investments 
Corporation. Ciertamente, basta con revisar el referido instrumento—aportado 
al expediente por los demandados junto con sus contestaciones—para 
corroborar que mi poderdante no concurrió a su celebración ni adhirió a él de 
ninguna manera. En tal sentido, resulta imperioso recordar que del artículo 1602 
del Código Civil se deriva el inveterado principio de la relatividad del contrato. 
En palabras de la Corte Suprema de Justicia: 

 
“Las convenciones no tienen efecto sino entre las partes 

contratantes, suele indicarse. Desde luego que si el negocio 
jurídico es, según la metáfora jurídica más vigorosa que campea en 
el derecho privado, ley para sus autores (pacta sum servanda), 
queriéndose con ello significar que de ordinario son soberanos para 
dictar las reglas que los regirá, asimismo es natural que esa “ley” 
no pueda ponerse en hombros de personas que no han 
manifestado su consentimiento en dicho contrato, si todo ello es 
así, repítese, al pronto se desgaja el corolario obvio de que los 
contratos no pueden ensanchar sus lindes para ir más allá de sus 
propios contornos, postulado que universalmente es reconocido con 
el aforismo romano res inter allios acta tertio neque nocet neque 
prodest. Aun así en los ordenamientos jurídicos que como el nuestro 
no tienen norma expresa que lo diga, pero que clara y tácitamente 

 
23  Sentencia del 10 de diciembre de 2020, página 6 de la transcripción que se anexa. 
24  Id., p. 7 
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efunde de lo dispuesto en el artículo 1602 del código civil, pues al 
equiparar el contrato a la ley, pone de manifiesto que esa 
vigorosa expresión de la fuerza del convenio lo es para las partes 
que han dado en consentirlo. Y por exclusión, no lo puede ser para 
los demás. El contrato, pues, es asunto de contratantes, y no podrá 
alcanzar intereses ajenos. Grave ofensa para libertad contractual 
y la autonomía de la voluntad fuera de otro modo. El principio 
de la relatividad del contrato significa entonces que a los 
extraños ni afecta ni perjudica; lo que es decir, el contrato no 
los toca, ni para bien ni para mal” (se resalta).25 

 
No sobra advertir, por lo demás, que el referido principio de relatividad 

de los contratos no pierde vigencia en el contexto societario. Es bien sabido que 
una de las instituciones fundantes del derecho de sociedades es, justamente, la 
personificación jurídica independiente a que alude el artículo 98 del Código de 
Comercio. En verdad, la Compañía es un sujeto independiente de los asociados 
que la constituyen, de allí que resulte a todas luces impropio extenderle a una 
persona jurídica societaria, sin más, los efectos de los negocios que celebren sus 
socios o accionistas. 

 
En tal medida—a la luz de los principios de la personificación jurídica 

independiente y de la relatividad de los negocios jurídicos—mal podría 
concluirse que mi poderdante conoció y consintió un conflicto con fundamento 
en un contrato que le fue enteramente ajeno. La Sentencia, de manera 
francamente irregular, extrapoló los efectos del contrato de joint venture a 
sujetos que jamás lo suscribieron. Notablemente, la Superintendencia de 
Sociedades utilizó dicho negocio jurídico para concluir, en contravía de lo 
previsto en el citado artículo 1602 del Código Civil, que Carbosan Ltda. y sus 
demás socios conocieron del conflicto y tácitamente lo autorizaron a pesar de 
no haber participado jamás en el referido contrato que únicamente involucró a 
CarboAndes S.A. y a Sloane Investments Corporation. 

 

 
25  Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia n.º 1999-00449-01 del 28 de julio de 

2005. M.P. Manuel Isidro Ardila 
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De cualquier manera, incluso si se aceptara la indefendible tesis 
promovida por la Superintendencia, lo cierto es que la designación de un 
administrador—a sabiendas de que está incurso en situaciones que podrían 
representarle un eventual conflicto de intereses—no constituye patente de corso 
para que participe de manera irrestricta en actos viciados por conflictos. Mucho 
menos lo dispensa de cumplir a cabalidad con las reglas imperativas contenidas 
en el numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995. En efecto, tal y como se 
advirtió ya, ni en la ley ni en la jurisprudencia societaria se ha admitió que los 
administradores puedan pretermitir la norma citada simplemente porque la 
sociedad y sus asociados hayan conocido, al momento de designarlos, de 
vínculos que pudieran representarles un eventual conflicto. Se reitera que, muy 
por el contrario, tanto el citado numeral 7 como la jurisprudencia societaria 
reiterada exigen que el levantamiento del conflicto de intereses sea expreso, sin 
que por lo tanto pueda “suplirse con inferencias o interpretaciones extensivas 
de otras decisiones sociales” (se resalta). 26 

 
De aceptarse la postura defendida en la Sentencia, necesariamente habría 

que admitir, por ejemplo, que un administrador designado por el controlante 
puede propiciar impunemente contratos con la matriz—incluso lesivos para la 
compañía—en la medida en que los demás asociados y la sociedad misma están 
al tanto de su afiliación con el socio o accionista mayoritario. Esta postura, sin 
duda, contraría abiertamente la jurisprudencia que por años ha desarrollado la 
Superintendencia de Sociedades y despoja de toda efectividad el régimen del 
artículo 23, numeral 7, de la Ley 222 de 1995.27 Se trata, en síntesis, de graves 
defectos adicionales que justificarían revocar el fallo impugnado. 

 
26  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, Carlos Hakim contra Jorge Hakim, 

sentencia n.º 800-52 de 2016. 
27  Según lo explicó la misma Superintendencia en el caso de Handler S.A.S., “la 

celebración de contratos con los accionistas mayoritarios de una compañía le 
representa un manifiesto conflicto de interés a los administradores [...] Según las 
explicaciones antes formuladas, este conflicto de interés se concreta, 
específicamente, en la potestad de los controlantes de remover a los 
administradores en cualquier momento. De suerte que los administradores que se 
propongan participar en operaciones con los asociados controlantes deberán surtir 
el trámite de autorización contemplado en la Ley 222 de 1995 y el Decreto 1925 
de 2009 para los conflictos de interés” (se resalta). Cfr. Delegatura para 
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B.  Varios errores llevaron a la Superintendencia a concluir que los 

demandados no ocultaron información ni actuaron de forma desleal 
 
En este capítulo se explicará que la Sentencia también contiene varios 

defectos graves que llevaron a concluir, equivocadamente, que los demandados 
no violaron su deber de lealtad al ocultar información relevante para Carbosan 
Ltda. En concreto, a continuación se sostendrá que la Superintendencia incurrió 
en los siguientes errores: 
 

1) La Delegatura para Procedimientos Mercantiles concluyó, a partir de un 
argumento frágil, que Peter Burrowes desconocía la crisis del Grupo 
Sloane, a pesar de pruebas contundentes en contrario que no fueron objeto 
de valoración. 
 

2) La Superintendencia de Sociedades guardó absoluto silencio sobre el 
conocimiento de Díaz acerca de la crisis financiera del Grupo Sloane. Las 
pruebas del expediente, que no fueron objeto de valoración en la 
Sentencia, confirman que el demandado sí estaba al tanto de la crisis 
financiera del grupo antes de la suscripción del contrato con Carbosan 
Ltda. 
 

3) La Sentencia confeccionó una excepción al deber de lealtad, según la cual 
los administradores de dos sociedades podrían anteponer legítimamente 
los intereses de una sobre los de la otra. Esta excepción parte de un 
supuesto fáctico equivocado, viola la ley y contraría la jurisprudencia 
societaria reiterada. 
 

4) Adicionalmente, la Superintendencia no apreció los cuantiosos perjuicios 
sufridos por mi poderdante como consecuencia de las conductas desleales 
de los demandados. 

 

 
Procedimientos Mercantiles, Luz Amparo Mancilla contra Handler S.A.S., sentencia 
n.º 800-142 del 9 de noviembre de 2015. 
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Cualquiera de estos defectos, en nuestro criterio, debería dar lugar a la 
revocatoria del fallo impugnado. En las siguientes subsecciones se explicará 
cada uno ellos. 

 
1. La Superintendencia concluyó que Peter Burrowes desconocía la 

crisis del Grupo Sloane a pesar de pruebas contundentes en contrario 
 

La Superintendencia concluyó que Peter Burrowes no tuvo ni pudo tener 
conocimiento previo acerca de la situación financiera precaria de Sloane Mining 
Services Sucursal Colombia y del Grupo Sloane. A continuación se explicará 
que el argumento utilizado por la Superintendencia para sustentar esta 
conclusión es a todas luces inadecuado (a). Posteriormente, se formularán 
consideraciones sobre la crisis del Grupo Sloane (b) y sobre las copiosas 
pruebas que confirman que Burrowes tenía pleno conocimiento de ella (c). 

 
a. En la Sentencia solo se advierte que Burrowes no es contador 

 
La Superintendencia solo expone una razón discernible para concluir que 

Peter Burrowes no tuvo conocimiento de la crisis financiera del Grupo Sloane. 
En verdad, el único sustento que se desarrolla en la Sentencia para soportar esta 
conclusión tiene que ver con el argumento simplista de que el señor Burrowes 
no era contador y, por tanto, no tendría por qué estar enterado de los pormenores 
financieros del grupo. En palabras de la Superintendencia: 

 
“En el presente proceso hay múltiples circunstancias que han 

llevado a decir a la parte demandante que efectivamente ellos la 
conocían. Y entonces hace referencia aquí a la comisión o a la 
relación que tenía el señor Burrowes con Sloane Logistics y… y el 
manejo que hacía de la contabilidad y… aquí la pregunta es, ¿y eso 
lleva a que el señor Burrowes conociera la situación financiera de 
Sloane? Ahí viene un tema de si existe una separación entre la 
persona jurídica y la persona natural. La persona jurídica llevaba y 
manejaba eso. ¿Y quién lo manejaba dentro de la persona jurídica? 
Pues un contador. La contabilidad no puede ser manejada 
legalmente en Colombia por quien no tiene la condición de 
contador. Y, en esa medida, pues seguramente el contador lo 
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sabía, ¿lo conocía el señor Burrowes? Para este Despacho ese 
punto no está demostrado” (se resalta).28 

 
Según la tesis que avanza la Superintendencia en el fallo apelado, 

entonces, los únicos funcionarios en una compañía que tendrían conocimiento 
de su situación financiera serían los contadores titulados. No hace falta formular 
extensas consideraciones para poner en tela de juicio esta afirmación. Es apenas 
evidente—y las más elementales leyes de la experiencia y la lógica lo 
confirman—que no se requiere ser contador para apreciar una situación 
financiera crítica. Aceptar lo contrario implicaría que ningún administrador 
estaría en condiciones de cumplir con el mandato legal de actuar como un “buen 
hombre de negocios” si no cuenta con estudios de contaduría pública. De hecho, 
un estudio estadístico publicado por la misma Superintendencia de Sociedades 
en 2019 confirma que tan solo el 6,04% de los miembros de junta directiva de 
más de 6.200 compañías cerradas en Colombia cuentan con estudios de 
contaduría, según puede apreciarse en la siguiente gráfica: 
 

Gráfica 1 
Perfiles profesionales de miembros de junta directiva 

Superintendencia de Sociedades (2019)29 

 

 
28  Sentencia del 10 de diciembre de 2020, página 7 de la transcripción que se anexa. 
29  Superintendencia de Sociedades, Indicadores de gobierno corporativo en empresas de 

capital cerrado (2019, Bogotá, D.C.) p. 28. Disponible en este enlace. 
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La aproximación que propone la Delegatura para Procedimientos 
Mercantiles en la Sentencia, entonces, supondría que cerca del 95% de los 
miembros de junta directiva de compañías colombianas podrían válidamente 
sostener que desconocen la situación financiera de las sociedades que 
administran, en la medida en que no son contadores públicos titulados. El 
argumento de la Superintendencia de Sociedades se cae por su propio peso: que 
el señor Burrowes no sea contador público—sino que ocupe otros cargos en el 
Grupo Sloane y mantenga otros vínculos con las entidades que lo componen—
no debería servir como único argumento discernible para concluir que 
desconocía la situación financiera de Sloane Mining y del grupo al que 
pertenece. 

 
Además de que el único argumento de la Superintendencia sobre este 

asunto carece, en nuestro criterio, de toda solidez, lo cierto es que en el 
expediente hay abundancia de pruebas que confirman que el señor Burrowes sí 
tenía pleno conocimiento de la crisis que atravesaba Sloane Mining Services 
Sucursal Colombia y el Grupo Sloane antes de que se celebrara el contrato con 
Carbosan Ltda. Para entender la anterior afirmación, a continuación se 
formularán algunas consideraciones sobre las condiciones temporales de la 
crisis financiera del Grupo Sloane (b), para luego hacer referencia a la 
multiplicidad de pruebas que confirman que Burrowes tenía conocimiento de 
ella (c). 
 

b. La crisis del Grupo Sloane antecedió la firma del contrato 
 

Las pruebas que obran en el expediente confirman que desde el 2014—y 
en todo caso antes de la firma del contrato con Carbosan Ltda., el 2 de junio de 
2015—la situación financiera y operativa de Sloane Mining, así como de las 
demás sociedades del Grupo Sloane, se deterioró significativamente. En verdad, 
en sus cartas de renuncia, los revisores fiscales de las entidades del grupo 
pusieron de manifiesto circunstancias precarias que databan, incluso, desde 
2014. En palabras de Gómez Wilches Asociados S.A.S.—entidad encargada de 
la revisoría fiscal de Sloane Mining, Sloane International Trading C.I. S.A.S. y 
Sloane Investments Corporation—cada una de las entidades “dejó de 
suministrar información, no ha definido los honorarios de auditoría, no emitió 
los estados financieros al 31 de diciembre de 2014, no desarrolló tomas 
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físicas de inventarios, cesó el pago de obligaciones laborales, con proveedores 
y de impuestos y no [tiene un] interlocutor dentro de la organización para 
conocer si existe alguna intención de normalizar estas situaciones” (se resalta).30  

 
Es importante advertir que algunos de los problemas que se mencionan 

en la comunicación necesariamente hacen alusión a asuntos ocurridos a finales 
de 2014 o durante el primer trimestre de 2015, vale decir, antes de la firma del 
contrato con Carbosan Ltda. En efecto, la toma de inventarios y la emisión de 
los estados financieros con corte a 31 de diciembre de 2014 necesariamente 
deben ocurrir a finales de año o durante los primeros tres meses del siguiente, 
para efectos de ser sometidos a consideración del máximo órgano social antes 
del cierre de marzo. 

 
Ahora bien, aunque se aceptara que la crisis de Sloane no se produjo con 

tanta antelación, sobre lo que no cabe ninguna duda es que desde abril de 2015 
sí se hizo evidente y fue conocida por los demandados. En verdad, varias de las 
pruebas que obran en el expediente, incluida la declaración de los demandados, 
relacionan directa y estrechamente la crisis con el cierre de una facilidad de 
crédito del Grupo Sloane con el banco BTG Pactual. Ese cierre se produjo, 
según declaraciones de testigos y demandados, alrededor de abril de 2015, 
meses antes de la firma del contrato con Carbosan Ltda. En primera medida, del 
propio interrogatorio de Jaime Díaz se desprende que la incapacidad de pago de 
Sloane Mining se produjo con ocasión del cierre de la referida línea de crédito 
que tenía el grupo con el referido banco, como consecuencia de la imposibilidad 
de asegurar ciertas garantías, según se puede apreciar en los siguientes 
extractos: 

 
30  Cfr. anexos n.º 40, 43 y 44 de la demanda. 
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Exactamente la misma ventana temporal fue confirmada por Lisbeth 
Idrobo, antigua representante legal suplente y asesora de varias entidades del 
Grupo Sloane, durante el testimonio que rindió como prueba anticipada, según 
puede apreciarse en las siguientes transcripciones: 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Es para abril o mayo del 2015 que BTG Pactual, 

entiendo yo, decide cerrar la facilidad de crédito a Sloane, 
luego no entendería por qué van a haber dificultades 
antes de esa fecha” (1:33:50 a 1:34:09) 

(1:33:50 a 1:34:09) 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Para final del primer semestre del 2015 es probable 

que que yo tuviera conocimiento de las dificultades que 
estaba pasando Sloane Mining Services debido a que 
Norcarbón no le había entregado la mina en garantía y por 
ende la facilidad de crédito que tenía Sloane Mining 
Services para el desarrollo del proyecto La Divisa se 
puso en hold”. 

(1:41:55 a 1:42:51) 
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En idéntico sentido, se pronunció Marlon Bertier Pardo, revisor fiscal de 

Sloane Mining y de varias entidades del Grupo Sloane. También él se refirió al 
primer semestre de 2015 como el momento en que se consolidaron situaciones 
financieras y administrativas sensibles, según se aprecia a continuación: 

 

 

Testimonio de Lisbeth Idrobo 
 
Pregunta: “¿más o menos en qué momento, o alrededor de qué 

fecha [...] se enteró Jaime Díaz de la situación precaria por 
la que pasaba S.I. Services, Sloane Mining Services y 
Sloane Investments Corporation Sucursal Colombia?” 

 
Respuesta: “No sé en qué momento se enteró él, pero se convirtió en 

un hecho notorio en el momento en que el banco cerró 
la línea crédito y pues, obviamente, se empezaron a 
atrasar los pagos de salarios. Eso fue, más o menos, en 
abril o mayo del 2015.” 

Testimonio de Marlo Pardo 
 
Pregunta: “¿Eso quiere decir, corríjame si estoy en lo correcto o no, 

que durante la primera mitad de 2015 ustedes 
estuvieron poniéndoles de presente estas situaciones 
desafortunadas desde el punto de vista financiero [...]? 

 
Respuesta: “Digamos que cuando vemos los incumplimientos en los 

pagos de impuestos nos preocupan […] entonces por ahí 
empezamos a identificar esa ausencia de recursos [...] Que 
no paguen Seguridad Social sí es delicado, eso indica algo. 
Eso se lo fuimos haciendo ver desde el primer semestre, 
eso lo teníamos comunicado y claro con ellos [...]” 
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c. Numerosas pruebas confirman que Burrowes tenía, o debía tener,  
conocimiento de la crisis del Grupo Sloane 

 
Ahora bien, las pruebas practicadas en el presente proceso confirman que 

Peter Burrowes, a pesar de no ser contador público, sin duda tuvo conocimiento 
sobre las dificultades financieras a las que se enfrentó el Grupo Sloane, en 
general, y Sloane Mining, en particular, como consecuencia del cierre de las 
facilidades de crédito de BTG Pactual. Debe señalarse, para comenzar, que 
dicho crédito fue otorgado no solo a Sloane Mining sino al grupo Sloane en 
general, tal y como lo expresó el propio Jaime Díaz: 

 

En línea con lo anterior, es indispensable anotar que, durante el primer 
semestre de 2015, Peter Burrowes aún ocupaba el cargo de representante legal 
de Sloane Logistics S.A.S. y Sloane International Trading Corp. C.I. S.A.S., 
según consta en los certificados de existencia y representación aportados al 
expediente mediante memorial n.º 2020-01-568647-AAA. Junto con Sloane 
Mining, estas dos sociedades hacen parte, según lo estableció la 
Superintendencia de Sociedades en resoluciones n.º 302-6274 de 2019 y 300-
2637 de 2020, del grupo empresarial Sloane. Incluso, la Delegatura de 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Banco BTG Pactual [...] acababa de iniciar una una 

unidad de negocio que era la comercialización de 
commodities a nivel mundial y montaron una operación en 
Londres, en la cual Sloane fue una de las primeras 
inversiones y le hicieron un compromiso de inversión de 
125 millones de dólares, de los cuales dos facilidades de 
20 millones cada una ya estaba aprobada para 
desembolsos” 

(00:33:49 a 0034:38) 
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Inspección, Vigilancia y Control de la misma Superintendencia, en citada 
resolución de 2020, reconoció que el señor Burrowes era un “director común 
para las compañías” del grupo Sloane. 

 
Pues bien, el hecho de haber sido, durante el primer semestre de 2015, 

administrador en el grupo empresarial al que pertenece Sloane Mining 
constituye un poderosísimo indicio de que Burrowes conocía de la precaria 
capacidad de pago de esa entidad, derivada del cierre de la línea de crédito. 
Debe recordarse que fue justamente a todo ese grupo—en el que existe una 
unidad de propósito y dirección, según las voces del artículo 28 de la Ley 222 
de 1995—al que se le cerró la facilidad de crédito de BTG Pactual entre abril y 
mayo de 2015. Si el aludido crédito era central para la supervivencia del Grupo 
Sloane, es impensable que uno de sus administradores no tenga conocimiento 
de su cierre.  

 
Por si lo anterior fuera poco, el mismo Burrowes reconoció tener vínculos 

con otras sociedades que operan en la misma dirección física de Sloane Mining, 
como Sloane Energy Colombia S.A.S., Central Termoeléctrica La Luna y La 
Luna Ltd.31 También reconoció Burrowes que, si bien todas las compañías y 
entidades enunciadas en la demanda operaban en un mismo lugar—y él tenía 
inequívocos vínculos con varias de ellas—no existían barreras o mecanismos 
que impidieran el flujo libre de información o mantuvieran la confidencialidad 
entre ellas, según puede apreciarse en el siguiente extracto: 

 

 
31  La operación centralizada desde un mismo lugar, además, puede corroborarse en los 

múltiples certificados de existencia y representación legal que obran en el expediente. 
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Así mismo, la propia Lisbeth Idrobo, quien mantuvo estrechos lazos con 
varias compañías del grupo empresarial Sloane, incluida Sloane Mining, sugirió 
que Burrowes seguramente sabía de la crisis financiera que se desató entre abril 
y mayo de 2015, tal y como se desprende del siguiente extracto de su testimonio 
extrajudicial: 

 
Pocas circunstancias fácticas son tan difíciles de demostrar como aquellas 

que atañen al fuero interno de un sujeto, tal como el conocimiento que habría 
podido tener respecto una determinada situación. Pero pocas veces se logra 
recabar tantos indicios y elementos probatorios como los que obran en este 

Interrogatorio de Peter Burrowes 
 
Pregunta: “Quiero saber si aquí, en lo que usted me está hablando, 

hay [una muralla china] y en ese caso cuéntame qué es lo 
que están partiendo para que haya una muralla china”. 

 
Respuesta: “Más que partiendo información o buscar sinergias, 

etcétera, era simplemente—y a eso me refería con la 
muralla china—el respeto entre el Grupo A y el Grupo B, 
dado que se trataba de diferentes accionistas. Y no existía, 
cómo podría existir, por ejemplo, en la 
Superintendencia o en firmas de abogados grandes [...] 
esas barreras de información y temas confidenciales” 

(1:01:30 a 1:02:40) 

Testimonio de Lisbeth Idrobo 
 
Pregunta: “[Peter Burrowes] tenía vínculos con otras entidades [...] 

relacionadas con Sloane. ¿Es posible que eso haya[...] 
permitido que él se enterara de la situación financiera [...]? 

 
Respuesta: “Sería especular. Seguro sí, pero no sé”. 
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litigio. En este caso es incuestionable, a partir de una valoración sistemática de 
las pruebas citadas, que Peter Burrowes tuvo conocimiento de la crisis del 
Grupo Sloane, o habría debido tenerlo, por lo menos desde abril de 2015. Vale 
decir, meses antes de la celebración del contrato con Carbosan Ltda. La 
Superintendencia de Sociedades, más allá de verificar la profesión del señor 
Burrowes, omitió por completo valorar todo este contundente acervo 
probatorio. Este defecto, por sí solo, justificaría revocar el fallo impugnado. 
 

2. La Superintendencia no se pronunció en absoluto sobre el 
conocimiento de Díaz acerca de la crisis financiera del Grupo Sloane 

 
Si en relación con Peter Burrowes la Superintendencia expuso un 

argumento—aunque frágil—para concluir que desconocía la crisis financiera 
del Grupo Sloane, en relación con Jaime Díaz guardó absoluto silencio. 
Efectivamente, una lectura de la Sentencia permite concluir que la Delegatura 
para Procedimientos Mercantiles omitió por completo analizar si Jaime Díaz 
estuvo enterado de la crisis del Grupo Sloane y de Sloane Mining Services 
Sucursal Colombia, antes de que se celebrara el contrato con Carbosan Ltda. En 
todo el fallo impugnado no se formula ni una sola consideración en relación 
con el conocimiento que Díaz habría tenido sobre la crisis en comento.  

 
Esta omisión no es menor. De haber adelantado una valoración siquiera 

sumaria del acervo probatorio disponible, la Superintendencia habría podido 
apreciar la multiplicidad de elementos de juicio que confirmaban que Díaz sí 
estaba al tanto de la crisis financiera de Sloane Mining y del grupo al que 
pertenece. En verdad, las pruebas documentales corroboran que el demandado 
mantenía estrechos vínculos con el referido grupo entre abril y mayo de 2015, 
cuando se cerró la facilidad de crédito con BTG Pactual y detonó la aludida 
crisis. 

 
En verdad, los anexos n.º 6, 21 y 26 de la demanda demuestran que Díaz 

ha sido apoderado general para la administración de Sloane Investments 
Corporation, matriz del grupo empresarial, desde septiembre de 2014. También 
confirman que esa calidad de apoderado la ha ostentado respecto de la sucursal 
de Sloane Investments Corporation en Colombia desde 2012. Pues bien, el 
hecho de haber sido, durante el primer semestre de 2015, apoderado general de 
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la matriz del grupo empresarial al que pertenece Sloane Mining constituye un 
poderosísimo indicio de que Díaz sí conocía de la precaria capacidad de pago 
de esa entidad, derivada del cierre de la línea de crédito. El conocimiento de esa 
crisis, se reitera, antecedió la fecha en que se suscribiría el contrato de 
prestación de servicios portuarios con Carbosan Ltda. 

 
 
Por si lo anterior fuera poco, debe recordarse que que el propio Díaz 

confesó ser accionista de SI Services, compañía a través de la cual le prestó 
servicios de back office a Sloane Mining a comienzos de 2015: 

 

 
En otras palabras, Jaime Díaz confesó haber llevado, a través de S.I. 

Services, la contabilidad de Sloane Mining a comienzos de 2015, cuando se 
produjo el colapso del Grupo Sloane tras el cierre de facilidades de crédito. Esto 
no solo confirma que el demandado tuvo conocimiento de primera mano sobre 
la crisis financiera de dicha sucursal, sino que sugiere que pudo haber sido una 
de las primeras personas en enterarse. 

 
Más aún, varias pruebas testimoniales confirman que Jaime Díaz estuvo 

al tanto de la crisis financiera a comienzos del 2015. En verdad, tanto Lisbeth 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Pregunta: “¿Podría explicarle al Despacho qué servicios le prestaba 

SI Services a Sloane Mining Services hacia comienzos del 
año 2015?” 

 
Respuesta: “Era un tema de back office. Le prestó servicios integrados. 

Desde manejo de información. Le prestó servicios 
logísticos. Le prestó servicios contables, en algunas más 
que contables era book keeping. Le prestó servicios de 
seguridad. Digamos, eran temas generales de back office”. 

(1:35:40 a 1:36:32.) 
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Idrobo, abogada y funcionaria de varias entidades del grupo, como Marlon 
Pardo, revisor fiscal del grupo, corroboraron que el demandado tuvo 
conocimiento temprano de la situación. En palabras de Lisbeth Idrobo: 

 

 

Testimonio de Lisbeth Idrobo 
 
Pregunta: ¿Los señores Peter Burrowes y Jaime Díaz, en su 

conocimiento, estaban al tanto o estuvieron al tanto en 
algún momento de la situación financiera precaria de 
[...] S.I. Services, Sloane Mining Services y Sloane 
Investments Corporation Sucursal Colombia? 

 
Respuesta: “[...] Jaime sí estaba al tanto de las circunstancias. 
 
Pregunta: “¿más o menos en qué momento, o alrededor de qué 

fecha [...] se enteró Jaime Díaz de la situación precaria 
[...]?” 

 
Respuesta: “No sé en qué momento se enteró él, pero se convirtió en 

un hecho notorio en el momento en que el banco cerró 
la línea crédito y pues, obviamente, se empezaron a 
atrasar los pagos de salarios. Eso fue, más o menos, en 
abril o mayo del 2015.” 
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 Esto mismo fue confirmado por el revisor fiscal del Grupo Sloane durante 
su testimonio, tal y como puede apreciarse a continuación: 
 

Además de que las pruebas documentales y varios testimonios lo 
confirman, el mismísimo Jaime Díaz confesó, durante su interrogatorio, haber 
tenido conocimiento de la crisis del Grupo Sloane durante los primeros meses 
del 2015. El señor Díaz explicó que la incapacidad de pago de Sloane Mining 
se hizo evidente con el cierre del crédito con BTG Pactual, alrededor de abril 
de 2015. En palabras suyas: 

 

Testimonio de Marlon Pardo 
 
Pregunta: “¿[...] entre las personas a quienes ustedes les plantearon 

sus preocupaciones […] durante el primer semestre de 
2015 [...] se encontraba Jaime Díaz?” 

 
Respuesta: “Sí, como le comenté al principio, él estaba siempre 

copiado en la correspondencia y cuando llegaban los 
momentos críticos, él era el que atendía ciertas cosas o 
daba instrucciones.” 

 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Es para abril o mayo del 2015 que BTG Pactual, 

entiendo yo, decide cerrar la facilidad de crédito a Sloane, 
luego no entendería por qué van a haber dificultades 
antes de esa fecha” (1:33:50 a 1:34:09) 

(1:33:50 a 1:34:09) 

Interrogatorio de Jaime Díaz 
 
Respuesta: “Para final del primer semestre del 2015 es probable 

que que yo tuviera conocimiento de las dificultades que 
estaba pasando Sloane Mining Services debido a que 
Norcarbón no le había entregado la mina en garantía y por 
ende la facilidad de crédito que tenía Sloane Mining 
Services para el desarrollo del proyecto La Divisa se 
puso en hold”. 

(1:41:55 a 1:42:51) 



 
 
 

 
 

Página 38 de 50 
 

 
De nuevo—y a pesar de que las circunstancias del fuero interno de las 

personas resultan difíciles de demostrar—el acervo probatorio en este caso es 
contundente. Una multiplicidad de pruebas documentales, testimoniales e 
incluso de confesión, confirman que Jaime Díaz estaba plenamente al corriente 
de la crisis del Grupo Sloane y de Sloane Mining, meses antes de la suscripción 
del contrato con Carbosan Ltda. La completa omisión de la Superintendencia 
de Sociedades a la hora de valorar estas pruebas, sin embargo, distorsionó 
gravemente el sentido del fallo. Este defecto de la Delegatura para 
Procedimientos Mercantiles debe, en nuestro criterio, dar lugar a la revocatoria 
del fallo apelado.  

 
3. La Superintendencia fabricó una excepción al deber de lealtad que 

parte de supuestos fácticos falsos y viola la ley y la jurisprudencia 
 

La Superintendencia de Sociedades incurrió en un grave error adicional 
al confeccionar, sin sustento alguno en la ley, una excepción al deber de lealtad 
que les es exigible a los administradores sociales bajo el artículo 23 de la Ley 
222 de 1995. En criterio del Despacho, mal podría exigírseles a los señores Díaz 
y Burrowes que revelaran información relevante para los intereses de Carbosan 
Ltda. cuando ello habría implicado una violación de los deberes que les 
correspondían en su calidad de administradores de entidades pertenecientes al 
Grupo Sloane. En palabras de la Superintendencia: 

 
“Entonces Sloane tiene una situación económica difícil. 

Supongamos que los demandados la conocen y entonces van a la 
Junta Directiva de Carbosan y dicen: ‘señores Carbosan yo aquí 
tengo un deber de lealtad con ustedes y entonces voy a violar mi 
derecho… (sic) perdón mi deber de lealtad con Sloane Logistics 
(sic) para cumplirles a ustedes, y entonces les voy a revelar toda 
la información confidencial que tengo, respecto a la situación de 
Sloane, del Grupo Sloane en general, o de Sloane Mining Services 
Sucursal Colombia que fue la sociedad que finalmente contrató’ [...] 
Ese es el tipo de casos [...] que lleva a una sociedad, al tomar sus 
decisiones internas y al organizar en forma conflictiva su propia 
administración y llevar a este tipo de circunstancias por su decisión 
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particular, digo del accionista mayoritario de la sociedad, y pone 
entonces dos miembros de Junta Directiva y finalmente terminamos 
en una situación como esta donde no le pueden imponer [...] a los 
señores demandados que violen un deber de lealtad a favor de 
otro cuando es conocido por todos la razón de ser para participar en 
este proceso” (se resalta). 

 
Este raciocinio de la Superintendencia adolece de graves defectos. Para 

comenzar, pasa enteramente por alto que los demandados no ostentaban cargo 
alguno de administración en Sloane Mining (a). Adicionalmente, la postura de 
la Delegatura para Procedimientos Mercantiles resulta contraria a la legislación 
y la jurisprudencia societaria vigente (b). Los siguientes párrafos ahondan en 
cada uno de estos aspectos. 
 

a. Los demandados no eran administradores de Sloane Mining, como 
equivocadamente se aduce, y por ende no le debían lealtad 
 
Debe decirse que la Superintendencia de Sociedades pasó por alto que 

ninguno de los demandados ocupaba cargos de administración en Sloane 
Mining Services Sucursal Colombia. Luego no podría predicarse de ellos un 
deber de lealtad a favor de la aludida sucursal. Más aún, el señor Jaime Díaz ni 
siquiera ostentaba cargos de administración en el Grupo Sloane. Por 
consiguiente, es evidente que no debía lealtad a ninguna de las entidades que 
conforman dicho grupo. 

 
Según lo reconoció explícitamente la Superintendencia en el auto de 

medidas cautelares, “para el 2 de junio de 2015—fecha en que se habría suscrito 
el contrato de prestación de servicios portuarios—los señores Jaime Díaz y 
Peter Burrowes ya no tenían cargos de administración en Sloane Mining 
Sucursal Colombia”.32 Es importante advertir que en el transcurso del proceso 
no se aportó ningún elemento de juicio que desdibujara la anterior constatación. 
Ciertamente, las pruebas que obran en el expediente confirman que los 

 
32  Cfr. auto n.º 2018-01-528417, p. 7. 
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demandados dejaron de ocupar cargos en la administración de la referida 
sucursal antes de la suscripción del contrato con Carbosan Ltda.33 

 
Por consiguiente, resulta a todas luces inadecuado sostener que los 

demandados le debían lealtad a la referida entidad para la época en que celebró 
el contrato de prestación de servicios portuarios con Carbosan Ltda. Así las 
cosas, nada habría impedido que los demandados revelaran la información que 
conocían sobre la deteriorada situación operativa y financiera de la referida 
sucursal. Sin perjuicio de lo anterior, debe decirse que, incluso de haber tenido 
una relación societaria que les obligara a guardar reserva sobre información 
privilegiada de Sloane Mining Services Sucursal Colombia, esa circunstancia 
no tiene por qué derogar ni atenuar el deber de lealtad que les correspondía en 
su calidad de administradores de Carbosan Ltda., según se explica a 
continuación. 

 
b. La existencia hipotética de otras obligaciones de lealtad no deroga ni 

atenúa el deber de los demandados a favor de Carbosan Ltda. 
 
La supuesta existencia de deberes cruzados de lealtad fue erigida por la 

Superintendencia de Sociedades como una causal que eximiría a los señores 
Díaz y Burrowes de obrar lealmente frente a Carbosan Ltda. Debe decirse, sin 
embargo, que la legislación societaria vigente no contempla esta excepción al 
deber de lealtad que fue aplicada sin sustento jurídico por la Superintendencia 
de Sociedades. En verdad, no existe absolutamente ninguna disposición vertida 
en la Ley 222 de 1995, ni en ningún otro cuerpo normativo que integra el 
ordenamiento societario y comercial colombiano, que respalde la tesis según la 
cual los administradores demandados quedaron eximidos de atender el deber de 
lealtad a favor de mi poderdante. 

 
Lejos de justificar la conducta de los demandados, la supuesta 

confluencia de deberes de lealtad tendría que haber llevado a que la 
Superintendencia evaluara con mayor rigor su comportamiento en calidad de 
administradores de Carbosan Ltda. Ciertamente, si se acepta la idea según la 

 
33  Cfr., certificado de existencia y representación aportado mediante memorial n.º 

2020-01-568647-AAA 
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cual los demandados estaban sujetos a deberes fiduciarios respecto de varias 
entidades del Grupo Sloane, ello reafirmaría la existencia de un conflicto de 
intereses y la imperiosa necesidad de que esa situación fuera sometida a 
consideración de los socios de mi poderdante.  

 
En este sentido, son varios los pronunciamientos de la propia 

Superintendencia de Sociedades en los que se reconoce que la confluencia de 
deberes en cabeza de un administrador suscita un claro conflicto de intereses 
que amerita una decidida intervención judicial. Sin explicación ni justificación 
alguna, la Delegatura para Procedimientos Mercantiles desatendió por completo 
la propia jurisprudencia que ha sentado en casos similares.34 
 

Así, por ejemplo, una de las primeras decisiones sobre el particular se 
emitió en el caso de Aurelio Bustilho de Olivera contra Empresa de Energía de 
Cundinamarca S.A. En ese proceso se hizo énfasis en las tensiones que surgen 
cuando una misma persona ocupa simultáneamente el cargo de director en dos 
sociedades que han celebrado operaciones comerciales entre sí. En el auto de 
medidas cautelares correspondiente, la Superintendencia explicó lo siguiente:  

 
“[…] existen indicios acerca de la posible existencia del 

conflicto de interés mencionado en la demanda […]. En efecto, en 
su calidad de director de Empresa de Energía de Cundinamarca S.A. 
E.S.P., cualquier actuación del señor Roa Barragán […] debe 
cumplirse en interés de la sociedad, según dispone el artículo 23 de 
la Ley 222 de 1995. Con todo, al ocupar un puesto en la junta 
directiva de Codensa S.A. E.S.P., el señor Roa Barragán debe actuar 
también en interés de esta última compañía. Al confluir en cabeza 
del señor Roa Barragán los intereses contrapuestos a que se ha 
hecho referencia, parece haberse configurado la hipótesis 

 
34  Según lo ha explicado de manera reiterada la Corte Constitucional, “el 

desconocimiento sin debida justificación del precedente judicial configura un 
defecto sustantivo, en la medida en que su respeto es una obligación de todas las 
autoridades judiciales—sea esteprecedente horizontal o vertical-, en virtud de los 
principios del debido proceso, igualdad y buena fe” (se resalta). Cfr. sentencia T-102 
de 2014. 
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fáctica del numeral 7 del artículo 23 de la Ley 222 de 1995” (se 
resalta).35 

 
Así mismo, en el caso de Londoño Hermanos y Cía. Ltda. contra Procinal 

Bogotá Ltda., la Superintendencia decretó medidas cautelares con base en las 
siguientes consideraciones:  

 
“El Despacho pudo determinar que el señor Rafael Alfonso 

Gaviria detenta la calidad de representante legal principal tanto 
en Procinal Bogotá Ltda., como en Cineworld S.A.S. […] las 
pruebas aportadas por los demandantes parecen dar cuenta de la 
celebración de diversas operaciones entre Procinal Bogotá Ltda. y 
Cineworld S.A.S., en las cuales el señor Gaviria fungió como 
representante legal de ambas compañías […] Rafael Alfonso 
Gaviria Barrientos pudo haber celebrado operaciones viciadas por 
un conflicto de interés” (se resalta).36 
 
Es indispensable resaltar cómo en ninguno de los dos casos citados la 

Superintendencia de Sociedades estimó que la existencia de un deber de lealtad 
a favor de una primera compañía constituyera una patente de corso para obrar 
de manera desleal frente a la segunda sociedad. Muy por el contrario, la 
confluencia de deberes de lealtad fue entendida por la Delegatura para 
Procedimientos Mercantiles como una circunstancia que ameritaba aplicar con 
rigor el régimen de conflictos de intereses, sin eximentes ni atemperación. 
Causa franca perplejidad, por consiguiente, que la Superintendencia de 
Sociedades haya propiciado semejante viraje drástico en su jurisprudencia 
reiterada sin desplegar los más mínimos esfuerzos argumentativos para 
justificar el cambio en su postura. Brilla por su absoluta ausencia el sustento 
jurídico que soporte la excepción al deber de lealtad que en este caso fabricó la 
Superintendencia. 

 
De hecho, la tesis que avanzó la Delegatura en la Sentencia, además de 

contrariar su mismísima jurisprudencia, contraría los pronunciamientos que se 
 

35  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 801-7259 del 19 de mayo de 
2014. 

36  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, auto n.º 801-17880 de 2014. 
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han emitido en otras jurisdicciones, particularmente aquellas que han servido 
de referente para las reformas legislativas y los desarrollos jurisprudenciales 
locales. Entre esos referentes legales, ninguno ha tenido tanta influencia en el 
derecho societario colombiano y global como Delaware.37 Allí se ha aceptado 
ampliamente que en casos de confluencia de lealtades los deberes de los 
administradores no se atenúan sino que el escrutinio judicial debe ser robusto. 

 
Ciertamente, en Delaware se ha desarrollado profusamente el concepto 

de la dicotomía fiduciaria (dual fiduciary) para evaluar la conducta de los 
administradores sociales en casos como el que se sometió a consideración de la 
Delegatura para Procedimientos Mercantiles. Bajo esta doctrina, los 
administradores no ven menguados sus deberes frente a una compañía por el 
hecho de ocupar una posición fiduciaria respecto de otra sociedad. En el famoso 
litigio de Sinclair Oil Corp. v. Levien, por ejemplo, la Corte Suprema de 
Delaware advirtió que “ocupar dos o más cargos de administración es 
permisible bajo el entendido de que quien es director de dos compañías está 
sujeto a deberes de conducta respecto de ambas. Esto no significa, sin 
embargo, que ser administrador de otra compañía pueda emplearse como 
argumento para diluir el alcance de los deberes fiduciarios en una sociedad. 
Aceptar lo contrario trastocaría completamente, por decir lo menos, nuestro 
derecho societario” (se resalta).38  

 
En igual sentido, en la renombrada sentencia de Weinberger v. UOP, Inc., 

la Corte Suprema de ese estado formuló las siguientes consideraciones que 
resultan de la mayor relevancia para el caso bajo estudio: 

 
“[El derecho de sociedades] ha establecido la regla perentoria 

e inexorable que requiere de los administradores la más escrupulosa 
observancia de su deber de proteger los intereses de la compañía y 
de abstenerse de perjudicarla o privarla de ganancias y ventajas 
[…]. Esta regla […] exige absoluta y desinteresada lealtad a la 
sociedad […]. [Los demandados] no pueden sustraerse de los 

 
37  H Spamann, Contemporary Legal Transplants: Legal Families and the Diffusion of 

(Corporate) Law, (2009, BYU Law Rev). Cfr., así mismo, FH Reyes Villamizar, La 
Sociedad por Acciones Simplificada, 4ª Ed. (2018, Editorial Legis, Bogotá). 

38  Sinclair Oil Corporation v. Levien, 280 A.2d 717 (Del. 1971). 
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efectos del conflicto en que estaban inmersos, sobretodo cuando, en 
calidad de miembros de junta directiva, no se abstuvieron de 
participar en las deliberaciones correspondientes. Delaware no 
ofrece santuarios para las lealtades divididas. El deber de lealtad 
es inquebrantable en su exigencia de que cuando un administrador 
se encuentre en ambos lados de una operación […] tenga que 
soportar un riguroso escrutinio judicial. Ese deber no se atenúa 
por el hecho de que el demandado ocupe dos o más posiciones 
fiduciarias […]” (se resalta).39 

 
Debe decirse, por lo demás, que la postura plasmada en la Sentencia da 

lugar a un grado inaceptable de discrecionalidad judicial a la hora de establecer 
cuál compañía tiene prelación sobre la otra. Debe advertirse que la decisión 
recurrida no hizo otra cosa que partir de la premisa, completamente carente de 
sustento jurídico, según la cual la lealtad supuestamente debida a Sloane Mining 
Services prevalece sobre los deberes fiduciarios a favor de Carbosan Ltda. ¿Por 
qué habría de anteponerse una lealtad sobre la otra? En verdad, la 
Superintendencia guarda absoluto y sorprendente silencio en relación con las 
razones que la llevaron a darle un tratamiento privilegiado a un deber de lealtad 
sobre el otro. 

  
Más aún, debe decirse que la insostenible tesis de la Superintendencia 

abre paso a resultados claramente intolerables bajo el ordenamiento societario 
colombiano. La postura planteada en la Sentencia llevaría a concluir, por 

 
39  Weinberger v. UOP, Inc. 457 A.2d 701 (Del., 1983), 710-711. Cfr., en igual sentido, 

el reciente y célebre caso de In re Trados, Inc., S’holder Litig. 73 A.3d 17, 36 (Del. 
Ch. 2013) 51-52 (los demandados “se enfrentaron al problema de la dicotomía 
fiduciaria donde, según la Corte Suprema de Delaware, el deber de lealtad no se 
diluye por el hecho de que un administrador tenga dos o más posiciones fiduciarias 
[…]. Cuando los intereses de las compañías [a las cuales debe lealtad] divergen, el 
administrador se enfrenta a un conflicto inherente. Delaware no ofrece santuarios para 
las lealtades divididas”). De la misma manera, en el caso de In re Nine Sys. Corp. 

S’holder Litig., la Corte advirtió que “[u]n administrador en quien confluyen deberes 
fiduciarios [a favor de diferentes compañías] puede enfrentarse a un conflicto 
inherente si, al considerar una decisión de negocios concreta, los intereses de las 
sociedades divergen. Esta corte ha descrito este fenómeno como un el problema de 
‘dicotomía fiduciaria’”. WL 4383127 (Del. Ch. 2014), 29. 
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ejemplo, que un administrador que participa en negocios jurídicos con su 
cónyuge puede invocar los deberes de socorro y apoyo mutuo, consagrados en 
el derecho de familia, para justificar su conducta contraria a los intereses de la 
compañía.40 Incluso, bajo esa misma línea de argumentación, habría que aceptar 
que un administrador que propicia operaciones con una sociedad controlada 
directamente por él podría justificar su conducta al amparo del deber de lealtad 
a cargo de los accionistas mayoritarios frente a la sociedad.41 Lo anterior, como 
es apenas obvio, desnaturalizaría por completo el régimen societario 
colombiano en materia de deberes fiduciarios, en general, y de conflictos de 
interés, en particular. 

 
En síntesis, pues, la eximente fabricada por la Superintendencia de 

Sociedades carece por completo de sustento legal, contraría abiertamente su 
propia jurisprudencia reiterada, desatiende las más elementales tendencias 
contemporáneas del derecho societario comparado, propicia inaceptables 
grados de discrecionalidad judicial y desnaturaliza por completo el régimen de 
deberes fiduciarios. Un defecto de semejante entidad debería conducir a la 
revocatoria del fallo apelado. 

 
4. La Superintendencia no tuvo en cuenta que las conductas y omisiones 

de los demandados causaron cuantiosos perjuicios a Carbosan Ltda. 
 
Finalmente, debe ponerse de presente que la Superintendencia no tomó 

en consideración los cuantiosísimos perjuicios que sufrió mi poderdante como 
consecuencia de las conductas censurables de los administradores demandados. 
Las acciones y omisiones de Díaz y Burrowes no solamente violaron el régimen 
de conducta aplicable a los administradores sociales, sino que constituyeron una 
causa adecuada del daño sufrido por Carbosan. 

 
Ciertamente, tal y como se desprende de las facturas n.º 3000537, 

3000547 y 3000610, que constan en el expediente como anexos n.º 13, 14 y 15 
de la demanda, Carbosan Ltda. dejó de percibir, como consecuencia de la 
celebración del contrato con Sloane Mining, una suma total de $4.094.210.329. 

 
40  Cfr., por ejemplo, artículo 176 del Código Civil. 
41  Delegatura para Procedimientos Mercantiles, sentencia n.º 800-52 del 9 de junio de 

2016. Cfr., así mismo, auto n.º 2017-01-300626 del 25 de mayo de 2017. 
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En vista de que Sloane Mining no formuló reparos respecto de las facturas 
mencionadas, debe entenderse que las sumas contenidas en tales documentos 
fueron aceptadas tácitamente por el deudor, en los términos del inciso 3º del 
artículo 2 de la Ley 1231 de 2008.42 

 
Es de advertir, por lo demás, que las pruebas del expediente apuntan, de 

manera absolutamente inequívoca, a que lo anterior fue una consecuencia 
directa de las conductas desleales de Jaime Díaz y Peter Burrowes. Tal y como 
lo advirtieron Javier Morelli y Juan Carlos Quintero, miembros de la junta 
directiva Carbosan Ltda., la compañía jamás habría contratado con Sloane 
Mining Services—y en consecuencia no habría sufrido la pérdida referida—de 
haber conocido la situación financiera por la que atravesaba dicha sucursal. En 
palabras del doctor Morelli: 

 

 
Como explícitamente lo advirtió el doctor Quintero, por su parte, la 

distorsión en la información suministrada llevó a que Carbosan Ltda. accediera 
a celebrar un negocio jurídico con un usuario con el que, de otra manera, 
sencillamente no habría contratado. Si los demandados hubiesen puesto en 
conocimiento de Carbosan la situación financiera por la que atravesaba Sloane 

 
42  Negación indefinida, exenta de prueba. 

Testimonio de JavierMorelli 
 
Pregunta: “¿En su criterio como administrador de compañías, y como 

miembro de junta directiva de Carbosan, afectó de alguna 
manera los intereses de [...] Carbosan el hecho de que 
Jaime Díaz y Peter Burrowes se hubiesen abstenido de 
revelar a la junta directiva la situación financiera [de 
Sloane Mining Services]?” 

 
Respuesta: “Claro que sí afectó, señor abogado. Y lo afectó de la 

forma como le comentaba ahora. Lo afectó en 4.000 
millones de pesos, sumando facturas y take or pay” 

(3:20:31 a 3:21:32) 
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Mining, el contrato jamás se hubiese suscrito. Esto, naturalmente, implicó 
destinar cupos para el transporte de carbón a Sloane Mining que de otra forma 
habrían sido utilizados por otros usuarios con capacidad de pago: 

 

En igual sentido se pronunció el director Javier Morelli, según se puede 
constatar a continuación: 

Testimonio de Juan Carlos Quintero 
 
Respuesta: “Si la empresa sabe y tiene esa información, pues no 

contrata. Es lo usual. En este caso, pues no tenía la 
información o la información se le ocultó o la información 
[...] se le maquilló para efectos de generarle confianza a 
Carbosan. Porque no es normal que una compañía en estas 
circunstancias hubiera contratado con dicho usuario” 

(4:27:51 a 4:28:34) 
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III. Conclusiones 

Testimonio de Javier Morelli 
 
Respuesta: “Los contratos que ha hecho Carbosan en su historia son 

con compañías solventes, serias, que terminan pagando 
todas las obligaciones, incluidos los de take or pay. Hay un 
caso adicional al de Sloane donde no pagaron el take or 
pay, que es el de CCC. Y no lo pagaron, según palabras de 
su representante, porque Sloane había hecho el 
compromiso de atender esa obligación. Entonces, en la 
historia de Carbosan, tenemos dos clientes que no han 
pagado [...] El resto todos [...] todos han atendido sus 
obligaciones. Porque cuando usted contrata en el puerto 
un cupo, es un cupo que hay que garantizarlo durante 
un periodo determinado. Los carbones no se venden de 
un día para otro. La programación de los carbones está 
durante el año. Entonces, una vez compromete uno un 
cupo, prácticamente queda muerto con los otros 
clientes que lleguen, señor Superintendente” 

 
Respuesta: “¿Cómo habría procedido la administración de Carbosan 

respecto del contrato de prestación de servicios si se 
hubiese conocido la situación legal, económica y 
financiera de Sloane Mining Services? 

 
Respuesta: “Nunca se habría desarrollado el negocio. Y nunca se 

hubiera desarrollado negocio por lo que le comento: 
porque usted una vez que se compromete con el cupo, allí 
quedó bloqueado el cupo el resto del año. Entonces este 
negocio nunca se hubiera hecho si hubiéramos tenido 
informacion de este tema. Nunca se hubiera hecho ese 
negocio 

 
(3:15:45 a 3:19:58) 
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En conclusión, pues, la Sentencia apelada contiene serios y estructurales 

defectos que justificarían su revocatoria en segunda instancia. En verdad, a 
continuación se sintetizan, a manera de recapitulación, los múltiples errores en 
que incurrió la Superintendencia de Sociedades y que derivaron en un fallo que 
desatiende la realidad probada, viola el ordenamiento societario vigente y 
vulnera de manera grave los derechos de mi poderdante: 

 
1) La Superintendencia aplicó una versión distorsionada del régimen de 

conflictos de intereses que contraría su propia jurisprudencia en la medida 
en que circunscribe su aplicación a aquellos casos en los que el 
administrador participa directamente en el negocio conflictuado o detenta 
una participación relevante en otra compañía que contrata con la 
sociedad. 
 

2) La Superintendencia desconoció una multiplicidad de pruebas 
disponibles que demuestran que los demandados intervinieron en la 
celebración del contrato entre Carbosan Ltda. y Sloane Mining. 
Ciertamente, no solo participaron activamente en deliberaciones de junta 
directiva atinentes al negocio, sino que incidieron de manera 
determinante en su efectiva suscripción. 

 
3) La Delegatura para Procedimientos Mercantiles edificó su sentencia 

sobre el supuesto fáctico fabricado según el cual Carbosan Ltda. es 
subordinada de CarboAndes S.A., un socio minoritario. Esta premisa 
carece por completo de sustento y no corresponde a la realidad, en la 
medida en que la verdadera situación de subordinación registrada se 
suscita entre Carbosan Ltda. y SPSM S.A., en calidad de matriz. 
 

4) Uno de los argumentos centrales de la Sentencia constituye un flagrante 
desconocimiento del principio de relatividad de los negocios jurídicos, en 
la medida en que le hace extensible a Carbosan Ltda. los efectos de un 
contrato del que fue parte CarboAndes S.A., pero que mi poderdante 
jamás suscribió.  
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5) La Delegatura para Procedimientos Mercantiles concluyó, a partir de un 
argumento frágil, que Peter Burrowes desconocía la crisis del Grupo 
Sloane, a pesar de un abanico de pruebas contundentes que confirman lo 
contrario. 
 

6) La Superintendencia de Sociedades guardó absoluto silencio sobre el 
conocimiento de Díaz acerca de la crisis financiera del Grupo Sloane. Las 
pruebas del expediente, que no fueron objeto de valoración en la 
Sentencia, confirman que el demandado estaba al tanto de la crisis 
financiera del grupo antes de la suscripción del contrato con Carbosan 
Ltda. 
 

7) La Sentencia confeccionó una excepción al deber de lealtad, según la cual 
los administradores de dos sociedades podrían anteponer legítimamente 
los intereses de una sobre los de la otra. Esta excepción parte de un 
supuesto fáctico equivocado, viola la ley y contraría la jurisprudencia 
societaria reiterada. 
 

8) La Superintendencia no apreció los cuantiosos perjuicios sufridos por mi 
poderdante como consecuencia de las conductas desleales de los 
demandados. 

 
IV. Petición 

 
Por virtud de todo lo anterior, respetuosamente solicito al Honorable 

Tribunal revocar la Sentencia y, en su lugar, acceder a las pretensiones de la 
demanda. 
 
 Atentamente, 
 
 
 

JOSÉ MIGUEL MENDOZA 
C.C. 80.106.866 de Bogotá, D.C. 
T.P. 174.804 



 
 

 

ANEXO 1 
 

 
 
 
 
 
 

 
    

  

TRANSCRIPCIÓN  

SENTENCIA



 
 
 

Página 1 de 10 

 
Transcripción  

Sentencia del 10 de diciembre de 2020 
Carbosan Ltda. contra Jaime Díaz y Peter Burrowes 

 
 
Delegado para Procedimientos Mercantiles: “Procederá entonces el Despacho a 
proferir la sentencia respectiva dentro del proceso mencionado. 
 

En primer lugar, en relación con las pretensiones de la demanda, creo que en 
este proceso es muy importante establecer los tres aspectos fundamentales a que se 
refieren estas pretensiones. Lo primero, la pretensión que tiene como propósito 
declarar responsables a los demandados, como antiguos administradores de la 
sociedad demandante, ello por la violación a los múltiples a múltiples deberes 
fiduciarios de los administradores sociales, teniendo en cuenta lo señalado en el 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995, eh...con ocasión de la celebración del contrato de 
prestación de servicios con la sucursal Sloane Mining Services. Como consecuencia 
de estas pretensiones, pues se pretende que se indemnice a la sociedad demandante 
por la suma aproximada de cuatro mil millones de pesos, correspondiente al valor 
adeudado por la sociedad Sloane Mining Services Sucursal Colombia a Carbosan 
Ltda., y que no fue pagada por esta sucursal. 
  

Mmm...¿Cuáles son entonces los tres cargos que se le formulan, 
principalmente, a la sociedad demandante? Primero es la celebración del contrato 
con Sloane....Sloane Mining Services del 2 de junio de 2015, bajo la, bajo un 
conflicto de interés que..., y debió impedirles a los administradores celebrarlo o que 
participaran en su celebración. Bueno, ahora vamos a ver por qué se tiene un 
pequeño problema frente a la participación de las partes en ese cargo, bueno.   
  

Segundo, la violación al deber del lealtad. Yo creo que este es tal vez el tema 
más complejo aquí. La violación al deber de lealtad por no haber revelado 
información sobre la crisis financiera de Sloane Mining Services. Es decir, ellos eran 
miembros de Junta Directiva, pero aparte de eso, tenían un interés en Sloane Mining. 
Eso, en primer lugar, afecta al contrato, la celebración del contrato, y en segundo 
lugar, implicaba que ellos, como administradores de Carbosan, revelaran 
información según lo señalado por la parte demandante; información, pues, 
absolutamente necesaria para tomar decisiones en relación con la celebración o no 
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de un contrato con eh...Carbos...con Sloane Mining Services Sucursal Colombia, 
perdón. 
  

Y tercero, se habló también de una violación del deber de lealtad por lo 
aprobado, por la aprobación de unas suspensiones en contra de Sloane Mining 
Services, según se señaló en la demanda. Vamos a hablar de cada uno de estos cargos 
por separado. 
  

En primer lugar, el cargo que tiene que ver con el conflicto de interés respecto 
de la celebración del contrato entre Carbosan y Sloane Mining Services, que 
finalmente fue el contrato que terminó no siendo pagado por esta sociedad, el 
contrato de take-or-pay al que se ha hecho, take-or-pay que se ha hecho referencia 
en múltiples ocasiones en todo este proceso. Sobre esto eh...es importante tener 
presente algunos aspectos. Primero es que en el caso concreto no se hace necesario 
surtir un procedimiento de autorización ante la Junta Directiva de Carbosan Ltda. 
para la celebración del contrato, es decir este contrato específico, según se ha 
señalado en este proceso en distintas ocasiones, no estaba sujeto a la aprobación de 
la Junta Directiva, no quiere ellos decir que la Junta Directiva no lo haya analizado. 
Simplemente que el contrato no requería estatutariamente de una aprobación. 
Espérenme un segundo. No era necesario surtir ese procedimiento de aprobación 
frente a la Junta Directiva. 
  

Segundo, también se reconoce que los administradores, o sea, los 
administradores de Carbosan hoy demandados, no detentaban cargo de 
administración en Sloane Mining Services Sucursal Colombia. Ello no quiere decir 
que no tuvieran vínculos, por el contrario, también ha quedado claro que existen 
múltiples vínculos de los demandados con empresas del grupo Sloane o de lo...los 
grupos que se establecieron según lo señaló el Grupo de Conglomerados de la 
Superintendencia de Sociedades. También sobre este particular esos múltiples 
vínculos, nos deja claro, en todo caso, que los demandados no participaron 
directamente del negocio jurídico. Es decir, tienen vínculos por un lado, tienen 
vínculos con el otro, pero ellos no participaron directamente en el negocio jurídico 
que está inmerso en el conflicto. Sin embargo, y eso sí es bien importante aquí 
señalarlo porque además se ha traído a colación en los alegatos de conclusión y desde 
la misma demanda también se ha hecho referencia a este tema, el Despacho tiene 
que reconocer que existe en algunos casos, en los cual el conflicto existe, pese a que 
el administrador demandado no hayas celebrado directamente el acto jurídico 
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respectivo y esto se hizo la, se hizo referencia a la sentencia de Luque Torres número 
800-52 del 1º de septiembre de 2014. 
  

Pero. ¿Qué pasa ahí? ¿qué podría pasar? ¿qué tipo de eventos podrían ser 
estos? Un evento donde un administrador tenga cierta influencia, cierta importancia 
o relevancia frente a la sociedad que pueda llevar a que la sociedad contrate con esta, 
con otra sociedad por esa relevancia y esa...ese vínculo que se tiene con esa sociedad 
pero, miren ustedes como, señor Díaz, señor Burrowes, ellos no tenían un interés 
directo en la sociedad, en Sloane Mining Services Sucursal Colombia. Ellos tenían 
una vinculación de algún tipo, pero esa vinculación, adicionalmente, ¿qué tipo era? 
¿por qué llegamos entonces a que la vinculación que existía podía ser relevante? 
¿cuál es el vínculo? Entonces aquí se habló de la representación legal del señor 
Burrowes en varias sociedades, el señor Jaime Díaz era apoderado general de estas 
sociedades y ¿por qué estaban en la Junta Directiva de Carbosan? ¿cómo llegan a la 
Junta Directiva de Carbosan? Ese llegar a la Junta Directiva de Carbosan, que 
normalmente no es importante porque es que el nombramiento de un administrador 
en una Junta Directiva no es para que se haga una representación del…no es para 
que se haga... perdonen un momento. No es para que se haga entonces, les decía, una 
representación.  
 

Discúlpenme un momento que no me estoy sintiendo bien. Bueno, retomemos 
el tema aquí. Estaba diciendo que el hecho de que ellos tengan una relación con 
Sloane Mining no implica necesariamente un interés directo de ellos, como en el 
caso de Luque Torres se afirmó. El...los administradores Jaime Díaz si bien tenían 
la representación legal de unas sociedades del grupo Sloane Mining o era de 
apoderado general, para otros casos, no implica necesariamente un interés directo, 
interés directo que no quedó demostrado en este proceso. Por contrario, las pruebas 
llevan más bien a pensar que si bien los demandados tienen una relación con el grupo 
Sloane o los grupos señalados en el...la decisión del conglomerado, no eran como tal 
los accionistas en un porcentaje relevante, por lo menos, ni siquiera se probó que 
fuera relevante, porcentaje que fuera relevante frente a la participación de este grupo. 
 

Perdón denme dos minuticos que de verdad no me estoy sintiendo bien. No se 
preocupen que no me estoy muriendo, ya me estoy empezando a sentir un poco 
mejor. Bueno, qué pena con ustedes, y gracias por la intención de suspender, pero 
creo que...que no es necesario, no no, no se preocupen que es...ya...ya creo que estoy 
bien. 
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Bueno, entonces estábamos…que, que la presentación que tengo...yo también 

tengo...tenía una presentación Dr. Bernal para hacerlo sentir mal a usted, pero 
finalmente no, no logramos dejarla al punto para presentarla antes de la sentencia. 
Entonces no lo alcanzamos...la dejamos simplemente como guía, pero no para 
presentarla a ustedes. 
  

Mhm. Entonces les decía, ese conflicto no, no, no el caso de Luque Torres no 
aplica en este caso porque no queda demostrado y al contrario, en todas las pruebas 
dicen que no existe, que no es directo, de los demandados, en las sociedades que 
formó...que conforman, los grupos de Sloane Mining Services a saber, Sloane 
Investment Corporation, Sloane...Sloane International Trading Corp. En términos 
generales no hay un interés directo en estas, solamente había un interés indirecto a 
través de la sociedad Sloane Logistics SAS, entre ésta y Peter Howard Burrowes, 
pero no es un interés que se haya demostrado que permita aplicar en principio las 
reglas de Luque Torres.  
 

Pero aquí un poco más relevante frente a este tema, y frente al siguiente tema, 
es ver las fechas, los momentos y qué participación tenía cada uno...eh...de los 
administradores en el caso. Tenemos, por ejemplo, Jaime Díaz, que celebró el 
contrato el 2 de junio 2015 y él tenía la calidad de apoderado general de la compañía 
matriz, Sloane Investments Corporation S.A. Para eso se puede corroborar en el 
anexo 21 del escrito de demanda y adicionalmente en el anexo AAD del escrito 
número 2020-01-616196. Allí se precisó que la condición de apoderado general del 
demandado ha permitido que éste asista y conozca de algunas reuniones importantes 
dentro de la compañía matriz y en algunos casos de sus sociedades subsidiarias. 
  

Mhm…caso de Peter Howard Burrowes en el anexo AAD del escrito radicado 
con el número 2020-01-568647, un documento preparado por la demandante en 
relación con algunos certificados de Cámara de Comercio y otros documentos sobre 
el particular, que aclaró que para el 2 de julio 2015, el señor Burrowes era el 
representante legal de Sloane S.A.S., cargo que ocupa desde el 18 de diciembre 
2013, representante legal de Sloane International Trading Corp. S.A.S., cargo que 
ocupó desde el 18 diciembre de 2013 hasta el 31 de octubre de 2015, fecha en la cual 
renunció con la...la, con las advertencias efectuadas en la sentencia C-621 de 2013, 
en la medida en la que él presenta la renuncia, no es que le...eh...le revoquen el 
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nombramiento, entonces él renunció directamente y de conformidad con la 
sentencia, y eso tiene unos efectos que no vienen al caso en este asunto. 
 

Y asimismo, quedó acreditado en el proceso la existencia de un contrato de 
backoffice celebrado entre la sociedad Sloane Logistics y Sloane Energy Colombia 
S.A.S., uno de los representante legal es el demandado, Peter Howard Burrowes 
Gómez. Entre Sloane Mining Services Sucursal Colombia y la compañía S.I. 
Services, en donde el demandado Jaime Andrés Díaz Vargas tiene participación 
accionaria. Pero miren ustedes como, si bien estos aspectos que se han señalado son 
[inaudible], muestran una relación, muestran alguna cercanía entre los demandados 
y el Grupo Sloane, no es un interés directo, no es una circunstancia que deba a lleva 
a aplicar la posición señalada por esta Delegatura en el caso Luque Torres que se ha 
traído a consideración en el presente asunto. 
  

Mhm… asimismo, de otra parte, perdón, tal y como lo mencionó el Despacho 
en el auto 2018-01-52841 del 30 de noviembre de 2018, no es posible determinar 
cómo la rev... la revelación de una situación de conflicto de interés y su sometimiento 
al procedimiento de autorización asambleario, hubiera logrado evitar el 
acaecimiento de los perjuicios que hoy por hoy se reclaman, ¿bien? Miremos, no 
estamos hablando todavía del...del segundo aspecto, estamos hablando de la 
información, estamos hablando aún de este tema del conflicto interés respecto a la 
celebración del contrato. ¿Qué pasa si los demandantes, los demandados perdón, no 
hubieran participado? Saquemos un momento, imaginariamente, a los demandados 
de este tema. Y la pregunta era ¿sacarlos de la Junta Directiva, no tenerlos, no 
haberlos tenido en la Junta Directiva, habría evitado que hubiera acaecido el 
perjuicio? 
  

Si ellos hubieran no incurrido en el conflicto de interés, claro, esto es un 
poquito de magia y clarividencia. Pero miren ustedes como en el presente evento, la 
relación, las partes, no lleva o lleva perdón, a que entren estas dos personas a la Junta 
Directiva, por solicitud, no por decisión individual, de Carbosan, sino que llaman 
a...o hablan con Sloane Mining Services Sucursal Colombia, tratan de tener una 
relación a la cual me referiré más adelante, y de esa relación terminan vinculado a 
estas dos personas, llamémoslo así como fichas de Sloane Mining. Y no es que 
Sloane Mining le haya dicho “oiga le voy a poner dos personas allá que son 
buenísimas pero no tienen nada que ver conmigo”  sino que son personas que me 
van a ayudar a tener más conocimiento en el grupo, esa es la razón de ser para 
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plantear una circunstancia como [inaudible] a los administradores que en este caso 
son los demandados. Y esto lleva también a un pleno conocimiento de la sociedad 
demandante del conflicto en el que se encontraban. Es decir, los nombraron por el 
conflicto. Definitivamente cuando Carbosan los nombra, cuando la Junta de Socios 
de Carbosan hace la designación de los miembros de Junta Directiva, tiene claro la 
razón por la que los está designando. Los está designando por Sloane. Está conocido 
el conflicto y aún así deciden, no el conflicto frente al contrato, ojo, ese es otro 
problema, no...el conflicto frente al nombramiento mismo de los accionistas, perdón 
de los mhm...miembros de Junta Directiva. 
 

Miren ustedes como el contrato celebrado entre Carbones de los Andes S.A. 
y Sloane Investment Corporation Sucursal Colombia, en su numeral 9, señala la 
participación de los demandados en la Junta Directiva de Carbosan, explicada en la 
existencia del contrato. Entonces, miren, en ese contrato Carboandes, Carboandes 
eh…acuerda con Sloane Investments Corporation Sucursal Colombia que, para 
poder llevar a cabo la colaboración entre las dos sociedad y sus...su grupo de 
empresas en este caso, Carboandes con Carbosan, Sloane Investments con las 
sociedades Sloane Mining Services Sucursal Colombia necesitan...imponen que 
estas dos personas vayan y participen en la Junta Direc… en la Junta Directiva. Eso 
está en las páginas 32 y 48 del escrito radicado con el número 2019-01-228507 del 
31 de mayo de 2019. Entonces, ¿cómo reclamar que ellos no informan de un 
conflicto que está perfectamente conocido? y ¿cómo aplicar una legislación que está 
hecha para la aprobación de una decisión de Junta Directiva para este caso? Ah, 
frente a un interés directo, no hay interés directo y la posición adoptada por la 
sentencia Luque Torres no aplica en este caso. Entonces, este Despacho considera 
que el conflicto de interés en la celebración del contrato, directamente en la 
celebración del contrato, la primera de las...de los cargos señalados en las 
pretensiones de la demanda, no es aplicable. No se dan los elementos señalados en 
la violación al deber de lealtad para la celebración de un contrato con conflicto de 
interés ni por haber participado directamente en el contrato respectivo, porque no lo 
hicieron, ni, en ese caso, por tener un interés directo que evidentemente iba a llevar 
a la celebración del respectivo contrato.  
  

Mhm… en relación con el segundo cargo. Este creo es el más importante 
problema este...de este asunto. La violación al deber de lealtad por no ha revelado la 
información sobre la crisis financiera de Sloane Mining Services Sucursal Colombia. 
Aquí es bien importante ver varios temas. El primero de esos temas es si conocían 
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la información, segundo es si tenían que revelarla y tercero, ¿eso implica una 
violación a los deberes del administrador? y, siendo así, ¿van hasta el punto de 
generar un perjuicio que debe ser indemnizado por los administradores? Esos son 
los aspectos fundamentales. Y la primera pregunta entonces es ¿violaron Jaime Díaz 
y Peter Burrowes, violaron, sus deberes como administradores? ¿cuál es el deber que 
violaron según la demanda? La información que debían conocer sobre la sociedad 
demanda. Entonces, ¿conocían esa información? 
  

En el presente proceso hay múltiples circunstancias que han llevado a decir a 
la parte demandante que efectivamente ellos la conocían. Y entonces hace referencia 
aquí a la comisión o a la relación que tenía el señor Burrowes con Sloane Logistics 
y… y el manejo que hacía de la contabilidad y… aquí la pregunta es, ¿y eso lleva a 
que el señor Burrowes conociera la situación financiera de Sloane? Ahí viene un 
tema de si existe una separación entre la persona jurídica y la persona natural.  
  

La persona jurídica llevaba y manejaba eso. ¿Y quién lo manejaba dentro de 
la persona jurídica? Pues un contador. La contabilidad no puede ser manejada 
legalmente en Colombia por quien no tiene la condición de contador. Y, en esa 
medida, pues seguramente el contador lo sabía, ¿lo conocía el señor Burrowes? Para 
este Despacho ese punto no está demostrado. Tampoco está demostrado, en otras 
circunstancias, que ellos conocieran del fracaso o de las...del posible fracaso 
económico en algún momento de esta sociedad. Sin embargo, sí está demostrado que 
ellos conocían, en términos generales, la situación del Grupo Sloane. Sabían de la 
importancia de un crédito, crédito que finalmente no fue otorgado o una línea de 
crédito, perdón, que les cerraron al grupo. Entonces, ¿es suficiente información? 
Para este Despacho es un tema bien complejo pero insuficiente. Sin embargo, más 
allá de la insuficiencia que considera el Despacho sobre el particular, existen algunas 
otras circunstancias, que llevan a que esto, aún si fuera suficiente, aún en gracia de 
discusión, suponiendo que la información fuera conocida completamente y que fuera 
suficiente para dársele a Carbosan, hay otro tema que es bien importante aquí, que 
para ello debemos traer los argumentos, que se expusieron antes. 
Y…eh…especialmente la razón de ser, el por qué Sloane Mining lleva a esta gente 
a Carbosan. Es decir, Carbosan no los nombra a ellos porque les parecieron divinos, 
porque son los mejores, no. Existe una cláusula que lleva a que estas dos personas 
formen parte de la Junta Directiva, impuestos a Carbosan por su matriz que conocía 
de estas dos personas.  
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Entonces Sloane tiene una situación económica difícil. Supongamos que los 
demandados la conocen y entonces van a la Junta Directiva de Carbosan y dicen: 
“señores Carbosan yo aquí tengo un deber de lealtad con ustedes y entonces voy a 
violar mi derecho… perdón mi deber de lealtad con Sloane Logistics para cumplirles 
a ustedes, y entonces les voy a revelar toda la información confidencial que tengo, 
respecto a la situación de Sloane, del Grupo Sloane en general, o de Sloane Mining 
Services Sucursal Colombia que fue la sociedad que finalmente contrató. Tiene el 
problema del conflicto, ¿cómo debe hacer el señor Burrowes frente a un 
conocimiento de una situación que no le conviene a Carbosan pero que tampoco 
puede revelarla porque no le conviene a Sloane. Y él está en el medio. En ese 
momento funge como a [inaudible]. ¿Entonces él qué podía hacer? ¿Podía informar 
de una situación conflictiva? Esa situación conflictiva es clara desde el principio, esa 
situación conflictiva es de conocimiento de los accionistas mayoritarios que los 
nombraron dentro de Carbosan, a los señor Burrowes, por cuenta de un acuerdo 
donde claramente estaban el señor Burrowes y el señor Díaz vinculados por el Grupo 
Sloane. Entonces ellos tenían que informarle al Grupo Sloane: “Oiga es que estamos 
vinculados” y entonces ¿qué le digo? “No es que como estamos vinculados, pero no 
le podemos decir que está en muy mala situación económica”. Ese es el tipo de de 
casos, este, que lleva a una sociedad, al tomar sus decisiones internas y al organizar 
en forma conflictiva su propia administración y llevar a este tipo de circunstancias 
por su decisión particular, digo del accionista mayoritario de la sociedad, y pone 
entonces dos miembros de Junta Directiva y finalmente terminamos en una situación 
como esta donde no le pueden imponer a… el...a los señores demandados que violen 
un deber de lealtad a favor de otro cuando es conocido por todos la razón de ser para 
participar en este proceso.  
 

Mhm...finalmente, tema al que me referiré brevemente, es la orden de 
suspensión de acciones legales en contra de Sloane Mining Services, ese tema 
revisado el Despacho, revisado, perdón el expediente por el Despacho, se encuentra 
que la Junta Directiva donde supuestamente se hace mención a este tema, habla de 
unas acciones legales en contra de una compañía diferente a Sloane Mining Services 
Sucursal Colombia. Se habla de Carbones Colombianos del Cerrejón S.A.S. Frente 
a esta sociedad efectivamente se hizo un análisis sobre ese tema y la suspensión de 
acciones legales, pero no frente a la sociedad Sloane Mining Services Sucursal 
Colombia. Y en esa medida, pues, no se puede entender esas situaciones así y en 
ninguna parte del expediente se ha acreditado que la Junta Directiva de Carbosan 
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haya tenido injerencia en este tema o que los demandados hayan quitado la 
suspensión de esos eh...de esas acciones jurídicas contra la sociedad. 
  

Entonces un resumen frente a los tres cargos. El primero, no existe un interés 
legal directo de los demandados en Sloane Mining a pesar de las relaciones que ellos 
tienen, lo cual no lo hace suficiente para aplicar la doctrina propuesta...la quedó 
propuesta en la sentencia de Luque Torres, a la que se ha hecho referencia por la 
parte demandante este proceso. En cuanto al deber de información que existe, el 
deber de información en este caso se enfrentaba o otro deber general de no revelar 
la información conocida por los administradores y esa situación se generó por un 
conflicto de interés que fue claramente creado por el acuerdo entre Carboandes y el 
Grupo Sloane… por Sloane Investments. Conflicto de interés que este Despacho, 
pues, encuentra indeseable, es un conflicto que se crea por decisión de los mismos 
socios y ellos son los que deberán ver si se generan circunstancias por ese mismo 
conflicto, pero no pueden poner a un administrador en esa condición y crearle un 
conflicto y crearé una situaciones para después demandarlo por la existencia del 
mismo en actos que evidentemente están. Pero eso, se aclara, dentro de una análisis 
más allá que...por el cual este Despacho encontró no probado el conocimiento de 
esta información. Simplemente que como hay algunos indicios que podrían llevar a 
que ellos la debían conocer este Despacho hizo ese segundo análisis. 
  

Y por último, en relación con la suspensión de acciones legales, pues no 
encuentra que exista una prueba de esta circunstancia dentro del proceso distinta a 
una suspensión respecto a otra sociedad que no tiene que ver con este asunto, ni se 
ha señalado como un generador de perjuicios. En esta medida, el Despacho 
desestimará las pretensiones de la demanda.  
 

En cuanto a las costas, el Despacho, analizado el proceso, analizadas… las... 
la participación de cada una de las partes la representación, digamos, interrumpida 
del apoderado de las partes, el tiempo de duración corto, pues digamos que fue 
extenso en el tiempo, pero tratando de conciliar, tratando de conseguir un apoderado, 
tratando de... en el… en momentos de COVID, no llegar a una violación de los 
deberes procesales de las partes y el derecho que tenía el demandado a su 
contradicción. Entonces, mientras conseguían un abogado, porque estaba…eso llevó 
a que fuera extenso en el tiempo, pero no en intensidad probatoria, no en otra serie 
de circunstancias que implican complejidad del caso. Por el contrario, se entiende 
que este proceso fue bastante tranquilo. En esa medida se condenará en costas una 
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suma...eh….equivalente, que tendrá también en cuenta la cuantía del presente 
proceso, se condenará en costas por una suma equivalente a 10  salarios mínimos 
legales mensuales vigentes para cada uno de los demandados para un total de 20 
salarios mínimos mensuales legales vigentes que deberá pagar como agencias en 
derecho la sociedad demandante, sin perjuicio de las costas del proceso que no se 
encuentran causadas. Adicionalmente, el Despacho ordenará levantar las medidas 
cautelares que se decretaron dentro del presente proceso. Pero…mhm...esto una vez 
quede en firme la respectiva sentencia. 
  

Bueno, en consecuencia de lo anterior, el Superintendente Delegado para 
Procedimientos Mercantiles de la Superintendencia de Sociedades, administrando 
justicia… justicia y por autoridad de la Ley resuelve: 
 

Primero.  Desestimar las pretensiones de la demanda.  
 

Segundo. Condenar en costas a la parte demandante y fijar como agencias en 
derecho una suma equivalente a 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes, 
liquídese por Secretaría.  
 

Tercero. Una vez en firme, la presente decisión, ordenar el levantamiento de 
las medidas cautelares decretadas. 
  

Esta providencia queda notificada en estrados hoy, 10 de diciembre de 2020”. 
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REF: RECURSO DE REVISIÓN de MARÍA BELÉN 

LADINO DE GAMBA y otros contra MARTHA LEDIA GAMBA LADINO y otros. Exp. 

2019-01669-00. 

 

 

 

 

Sería está la oportunidad para resolver el recurso de 

reposición nterpuesto por la parte demandada en contra del proveído del 10 de 

diciembre de 2020, por el cual se tuvo por no contestada la demanda por 

extemporánea y con ese mismo argumento se rechazó un recurso de reposicion, si 

no fuera porque se advierte que dicha prerrogativa resulta inadecuada en este caso 

en particular, según lo prevé el inciso 1º del artículo 318 del Código General del 

Proceso al expresar que: “Salvo norma en contrario, el recurso de reposición 

procede contra los autos que dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador 

no susceptibles de súplica…” (Énfasis del Despacho), situación que justamente se 

configura en este caso concreto, habida cuenta que de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 331 ejúsdem, la súplica puede proponerse: “contra los 

autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el Magistrado 

sustanciador en el curso de la segunda o única instancia…” 

 

Ahora bien, atendiendo a lo reglamentado por el 

parágrafo del artículo 318 del C.G.P.1, se ORDENA tramitar como “SÚPLICA” 

la impugnación que los inconformes presentaron contra el auto atrás reseñado. 

  

Por Secretaría, désele el trámite que corresponda.  

 

NOTIFIQUESE 

 

 

 
1 Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso 

improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que 

resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.  



HONORABLE MAGISTRADO  

JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

TRUBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA  

 

Proceso:   Recurso extraordinario de revisión  

Radicado:   2019-01669-00 

Demandante:   MARIA BELEN LADINO DE GAMBA Y OTROS 

Demandado:   LUZ MIREYA GAMBA LADINO Y OTROS 

 

REF: Recurso de reposición en subsidio de apelación en contra de auto de fecha 10 

de diciembre de 2020 

 

VICTOR ALFONSO MORENO MATEUS mayor de edad y vecino de esta ciudad, 

identificado con cedula de ciudadania No 1.095.919.507 de Giron, portador de la tarjeta 

profesional No 296.448 expedida por el Consejo Superior De La Judicatura, obrando 

como apoderado de las señoras MARIA MANDEYE GAMBA LADINO, identificada con 

C.C. 39.640.140 de Bogota, MARTHA LEDIA GAMBA LADINO, identificada con C.C. 

51.599,889 de Bogota LUZ MIREYA GAMB LADINO, identificada con C.C. 41.713.277 

de Bogota, en virtud del poder conferido en los terminos del decreto 806 del 04 de junio 

de 2020, interpongo recurso de reposicion y en subsidio de apelacion en contra de auto 

de fecha 10 de diciembre de 2020, por las siguientes razones:  

 

El despacho mediante el mencionado auto de fecha 10 de diciembre de 2020, manifiesta 

que: 

 

1- Puesto que se acreditó en debida forma el envío del aviso a la demandada María 
Mandeye Gamba Ladino, se tiene por notificada a la misma conforme el artículo 292 del 
Código General del Proceso y por NO contestada la demanda en término respecto del 
extremo convocado. 
 
2.- Consecuente con lo anterior, se RECHAZA por extemporáneo el recurso de 
reposición interpuesto por el apoderado de las demandadas contra el auto de fecha 10 
de diciembre de 2019.  
En igual sentido, NO se tendrá en cuenta el escrito de contestación aportado mediante 
correo electrónico del 10 de noviembre de 2020, toda vez que el enteramiento de las 
accionadas se entendió surtido desde el 7 de octubre de 2020, esto es, al día siguiente 
de recibida la respectiva citación, data desde la cual contaban con el término de 3 días 
para solicitar la reproducción de la demanda y sus anexos, vencidos los cuales comenzó 
a correr el término de ejecutoria y traslado del libelo -de 5 días, en este caso-. (arts. 91 
y 358 del C.G.P.). 
 



En primera instancia solicito al despacho mediante el presente recurso de reposicion en 

subsidio de apelacion se revoque los numerales 1 y 2 mencionados y se de tramite a 

los recursos presentados mediante correo del 10 de noviembre de 2020, asi como se 

tenga en cuenta la constestacion de la demanda por las siguintes razones: 

 

Tal como lo manifiesta el articulo 91 del C.G.P El traslado se surtirá mediante la entrega, 

en medio físico o como mensaje de datos, de copia de la demanda y sus anexos al 

demandado, a su representante o apoderado, o al curador ad litem, sin embargo, dado 

que mis representadas solo recibirieron el escrito de la notificacion por aviso que trata 

el art 292 del C.G.P. y en virtud de las restricciones de acceso a las instalaciones 

judiciales, presentadas por la pandemia covid19, procedieron a solicitar via correo 

electronico en primera instancia al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogota, cita 

para obtener el escrito de la demanda y asi ejercer su derecho a la defensa, situacion 

de la cual no les dieron la mencionada cita, ni por via telefonica ni por correo electronico 

y solo fue con un derecho de peticion el dia 05 de noviembre que se les dio traslado del 

escrito de la demanda, razon por la cual solo hasta este dia podian las demandantes 

ejercer su derecho a la defensa y entenderse surtida tanto la notificacion que trata el art 

292 del C.G.P. como el traslado que trata el art 91. 

 

Cabe resaltar adicional a esto que por estar en una situacion especial de pandemia y 

con la expedicion del decreto 806 del 04/06/2020 en su articulo 4 manifiesta que 

“Cuando no se tenga acceso al expediente físico en la sede judicial, tanto la autoridad 

judicial como los demás sujetos procesales colaborarán proporcionando por 

cualquier medio las piezas procesales que se encuentren en su poder y se 

requieran para desarrollar la actuación subsiguiente. La autoridad judicial, 

directamente o a través del secretario o el funcionario que haga sus veces, coordinará 

el cumplimiento de lo aquí previsto”. Situación que no sucedió en el presente caso y que 

las demandadas no obtuvieron acceso al expediente en físico por lo cual se les debía 

enviar esta información con la notificación del auto admisorio de la demanda, que desde 

luego con el proceder de los demandantes y sus apoderados no realizaron incumpliendo 

los deberes procesales y entorpeciendo el normal desarrollo del proceso, así como 

vulnerando el derecho a la defensa. 

 

Sin embargo, como se menciono y se puede evidenciar los demandantes y sus 

apoderados no cumplen con los deberes de los sujetos procesales como lo menciona el 

articulo tercero del mismo decreto 806 de 2020 que dice “Para el efecto deberán 

suministrar a la autoridad judicial competente, y a todos los demás sujetos 



procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite y enviar 

a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que realicen, 

simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la autoridad judicial.” Esto 

ya que tanto la contestación de la demanda como el recurso de reposición el suscrito se 

los envío en el mismo correo que se envío al tribunal y estos no realizaron lo mismo con 

los memoriales enviados el 13 de noviembre de 2020, teniendo el correo del suscrito 

apoderado de las demandadas. 

 

Por lo anterior se solicita al despacho mediante el presente recurso de reposicion en 

subsidio de apelacion se revoque los numerales 1 y 2 mencionados y se de tramite a 

los recursos presentados mediante correo del 10 de noviembre de 2020, asi como se 

tenga en cuenta la constestacion de la demanda, ya que de no ser asi y trenerse como 

notificadas a las demandadas el dia 07 de octubre de 2020, como se expreso en el auto, 

sin que se diera en efecto una debida notificacion y traslado de la demanda estariamos 

ante una posible nulidad en los terminos del art 133 del C.G.P. y violando el derecho a 

la defensa y contradiccion de las demandadas.  

 

Atentamente,  
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